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Honorable  

ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA  

        REF.  ACCIÓN DE TUTELA
        DE: JULIÁN LEONARDO MANOSALVA CASTAÑEDA 

 CONTRA: PROVIDENICIA JUDICIAL 

MAGISTRADOS:

TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DE BOGOTÁ (REPARTO) 

E.    S.     M.

PEDRO CAPACHO PABÓN, mayor de edad, identificado con cédula de ciudadanía No. 79.913.524 de Bogotá. Abogado portador de la Tarjeta Profesional No. 137008 del Consejo Superior de la Judicatura, con residencia y domicilio profesional en la ciudad de Bogotá, actuando en calidad de apoderado judicial del ciudadano JULIÁN LEONARDO MANOSALVA CASTAÑEDA, mayor de edad, identificado con la cedula de ciudadanía No. 74.375.577 expedida en Duitama (Boyacá), en ejercicio del derecho consagrado en el artículo ochenta y seis (86) de la Constitución Política de Colombia, instauro acción de tutela, por vías de hecho, con el fin de lograr el amparo y restablecimiento de la seguridad jurídica dentro de la sentencia donde se vulneraron principios, derechos y garantías constitucionales fundamentales y legales. 
CAPÍTULO PRIMERO

TÍTULO PRIMERO 

Procedencia de la acción de tutela
Según lo ordenado, el artículo octavo (8) de la Carta Internacional de Derechos Humanos en concordancia con el artículo veinticinco (25) de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos, el artículo dieciocho (18) De La Declaración Americana De Los Derechos y Deberes del Hombre y el artículo ochenta y seis (86) de la Constitución Política de Colombia, “toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actué a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública”; los Jueces Municipales, del Circuito y Magistrados del Tribunal o la Corte Suprema de Justicia, son una autoridad pública de la rama judicial y procede la tutela contra sus acciones y omisiones con las que vulneren o amenacen fundamentales, como en el caso que nos ocupa.

La decisión censurada en esta acción de tutela, reviste las siguientes características:

a)
No existe otro mecanismo de defensa judicial eficaz con el que se pueda corregir el error de sentencia, salvo la acción de tutela.
b) Los recursos se agotaron y en el último fue donde se produjo la operación material irregular que desbordó el ámbito de la decisión.

c) Por ser una decisión que no tiene los alcances y la obligatoriedad propios de un control constitucional, legal, formal, material y sustancial de manera técnica, lógica y legal, lo cual  desnaturaliza su carácter jurídico.

d)
Opero la voluntad subjetiva del sentenciador con absoluta desconexión de la Constitución y la Ley.

e)  
Por provenir de inexistencias jurídicas que se valoraron para condenar estando prohibidas, por ser nulas de pleno derecho.  

f) Por no estar demostrado el indicio de oportunidad para delinquir y ser más una creación subjetiva y una suposición caprichosa del sentenciador. 
g) Por desconocer el precedente jurisprudencial de la Corte Constitucional sobre exclusión de pruebas ilícitas e ilegales y el precedente de la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. 

h) Por haberse obtenido la prueba de condena de forma ilícita, bajo tortura, tales como poner un fusil en la boca del capturado ALEX FERNANDO HERNÁNDEZ BENAVIDES, amenazarlo, ponerle una bolsa plástica en la cabeza con un trapo negro y golpearlo hasta lograr que hablara, sin la presencia de un Abogado o el Ministerio Publico, quien  para evitar que le siguieran torturando, faltó a la verdad al dar el nombre de MANOSALVA persona que no estaba involucrada, según  su propia declaración y retractación.

i) Por haberse obtenido e ingresado al proceso prueba ilícita de manera ilegal, en la que faltó a la verdad OSCAR OOSWALDO MARIQUE al sindicarlo, sin que JULIÁN LEONARDO MANOSALVA hubiera podido interrogarlo o su Abogado, sin que hubiera podido presentar pruebas de descargo, sin  que hubiera podido contradecirlo y sin que se hubiera podido defender, a lo cual se le dio plena credibilidad a pesar de su ilicitud e ilegalidad. 
j) Por convalidar el quebrantamiento de principios, derechos y garantías constitucionales y legales, que no se puede convalidar debido a las irregularidades sustanciales fundamentales tales como la incorporación y valoración de pruebas ilícitas e ilegales con las que se condenó, lo cual no es posible, por ser nulas de pleno derecho y están prohibidas, generándose sendas vías de hecho.    

k) La decisión defectuosa causa un perjuicio al ciudadano JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, ya que acertadamente había sido declarado inocente por duda probatoria y ahora se declaró culpable sin certeza.

TÍTULO SEGUNDO

Precedente judicial sobre la procedencia de la acción de tutela contra sentencias
En Febrero diez (10) de mil novecientos noventa y nueve (1999), dentro del expediente T-187.540, la Sala Constitucional, con ponencia de la Magistrada MARTHA VICTORIA SACHICA DE MONCALEANO, se consideró lo siguiente: 

“Elementos y requisitos para la procedencia de la tutela contra providencias judiciales:
En la sentencia No. T-162 de 1998, MP. Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz, la Corte Constitucional reiteró su jurisprudencia en torno a la tutela contra sentencias judiciales, en los siguientes términos:

"En principio, la acción de tutela no procede contra decisiones judiciales, salvo que éstas constituyan vías de hecho y se cumplan todos los otros requisitos de procedibilidad de la anotada acción. En este sentido, la tutela sólo será procedente en aquellos casos en los cuales quien la interponga no cuente con ningún otro mecanismo judicial de defensa o cuando se trate de evitar la consumación de un perjuicio irremediable sobre uno o varios de los derechos fundamentales del demandante. 
La Corte ha considerado que una sentencia podrá ser atacada a través de la acción de tutela cuando (1) presente un defecto sustantivo, es decir, cuando se encuentre basada en una norma claramente inaplicable al caso concreto; (2) presente un defecto fáctico, esto es, cuando resulta evidente que el apoyo probatorio en que se basó el juez para aplicar una determinada norma es absolutamente inadecuado; (3) presente un defecto orgánico, el cual se produce cuando el fallador carece por completo de competencia para resolver el asunto de que se trate; y, (4) presente un defecto procedimental, es decir, cuando el juez se desvía por completo del procedimiento fijado por la ley para dar trámite a determinadas cuestiones. En suma, una vía de hecho se produce cuando el juzgador, en forma arbitraria y con fundamento en su sola voluntad, actúa en franca y absoluta desconexión con la voluntad del ordenamiento jurídico. 
Por su parte, en cuanto a los requisitos para que proceda la tutela contra providencias judiciales, se indicó en la sentencia No. T-327 de 1994 lo siguiente:

"Las vías de hecho no siempre dan lugar a la acción de tutela, porque, de acuerdo con la jurisprudencia de esta Corporación, para que proceda la acción referida contra providencias que presentan en su contenido el vicio de las vías de hecho, deben concurrir los siguientes requisitos: Que la conducta del agente carezca de fundamento legal; Que la acción obedezca a la voluntad subjetiva de quien desempeña la autoridad judicial; Que tenga como consecuencia la vulneración de los derechos fundamentales, de manera grave e inminente; Que no exista otra vía de defensa judicial, o que, existiendo, se interponga la acción como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, o que el examen particular que realice el juez de tutela verifique que la otra vía, en cuanto a su eficacia, no es la más adecuada para la protección inmediata del derecho fundamental violado o amenazado" (negrillas fuera de texto).

Así entonces, si un funcionario judicial desconoce o vulnera los derechos fundamentales de una persona en una providencia, ésta puede convertirse en una vía de hecho, siempre y cuando se cumplan los requisitos mencionados. Si éstos se cumplen y el titular de los derechos no cuenta con ningún otro medio procesal ordinario de defensa o persigue evitar la consumación de un perjuicio irremediable, la acción de tutela se convierte en el mecanismo adecuado para atacar la decisión judicial de que se trate”. 

En Junio  ocho (8) de  dos  mil  cinco  (2005), en  Sala  Plena de la Corte Constitucional, con ponencia del Magistrado JAIME CORDOBA TRIVIÑO, en ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales, reiteró el precedente judicial de la siguiente manera:

“a. Una ley ordinaria no puede modificar o suprimir la Constitución Política

11.  La Constitución colombiana de 1991 al consagrar y regular la acción de tutela estableció claramente su ámbito de aplicación. En efecto, según el artículo 86 de la Carta la tutela procederá, de manera subsidiaria y expedita, para proteger los derechos fundamentales de todas las personas contra posibles vulneraciones producidas por una acción u omisión de cualquier autoridad pública. Al respecto dijo la norma citada: 

Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma y por quién actúe en su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública (...) Esta acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

Una lectura simple de este artículo permite concluir, sin mayor dificultad, que el ámbito constitucional de aplicación de la acción de tutela incluye la tutela contra decisiones judiciales. En efecto, si se acepta que las autoridades judiciales son autoridades públicas, no cabe duda alguna sobre la procedencia de la acción de tutela para proteger, de manera subsidiaria, los derechos fundamentales que puedan resultar vulnerados o amenazados por cualquier acción u omisión de los jueces de la República. En este sentido, la tutela en Colombia. -como el amparo en España o el recurso de constitucionalidad en Alemania-, es una acción judicial autónoma, residual y subsidiaria, creada para asegurar la eficacia prevalente de los derechos fundamentales en todos los ámbitos en los cuales dichos derechos puedan resultar vulnerados -incluyendo el ámbito judicial-, que procederá sólo cuando se hubieren agotado todos los medios ordinarios o extraordinarios para su defensa o, excepcionalmente, cuando la protección resulte urgente para evitar un perjuicio irremediable.

En la citada norma superior es evidente que el constituyente no realizó distinciones entre los distintos ámbitos de la función pública, con el fin de excluir a alguno o algunos de ellos de la procedencia de ese mecanismo de protección de los derechos fundamentales.  Precisamente por ello en la norma superior indicada se habla de  “cualquier”  autoridad pública.  Siendo ello así, la acción de tutela procede también contra los actos que son manifestación del ámbito de poder inherente a la función jurisdiccional y específicamente contra las decisiones judiciales, pues los jueces y tribunales, en su cotidiana tarea de aplicación del derecho a supuestos particulares, bien pueden proferir decisiones que se tornen constitucionalmente relevantes por desbordar el estricto marco de aplicación de la ley y afectar derechos fundamentales.  

12.  Desde luego, una comprensión de la Constitución como sistema normativo plantea la necesidad de armonizar la procedencia de la acción de tutela contra ese tipo de pronunciamientos con principios constitucionales como el de seguridad jurídica, con la distribución superior de competencias y con otros principios específicos de la jurisdicción, también de índole constitucional, como los de autonomía e independencia.  

De ese modo, si se equilibran, por una parte, la índole constitucional de la acción de tutela como mecanismo diseñado por el propio constituyente para la protección de los derechos fundamentales, por otra parte, los demás principios constitucionales y con los fundamentos superiores de la administración de justicia, la conclusión a la que se arriba es que la procedencia de la acción de tutela contra las decisiones tomadas por la jurisdicción debe ser excepcional, es decir, debe limitarse a aquellos casos que efectivamente configuren una lesión o una puesta en peligro de derechos fundamentales.  Sobre este punto, ese es el alcance de la Carta Política de 1991 y de esa manera ha sido interpretada por esta Corporación. 

13.  Ahora, es claro que ese régimen constitucional de la acción de tutela, por estar previsto en la Constitución y por estar ésta dotada de valor normativo  -al punto que se trata, justamente, de la norma suprema del ordenamiento jurídico-  no puede ser interferido por el legislador con miras a restringir su ámbito de aplicación.  Es decir, una ley ordinaria no puede, bajo ninguna circunstancia, modificar o suprimir la Constitución Política y mucho menos uno de los mecanismos constitucionales de protección de los derechos fundamentales.  Y esta última precisión se hace dado que la Carta de 1991 concibe tales derechos como razón de ser, como fundamento y límite del poder que el pueblo delegó en las autoridades y, siendo ello así, si al alcance del legislador no está ninguna norma superior, mucho menos lo están aquellas que tocan directamente con aspectos que resultan inescindibles al Estado constitucional de derecho. 

Adviértase que la Constitución consagró reserva de ley estatutaria para el desarrollo y ampliación de los derechos fundamentales y de sus mecanismos de protección.  De acuerdo con esto, se trata de un tema tan vertebral a la democracia constitucional colombiana, que incluso el desarrollo y la ampliación de los mecanismos de protección de esos derechos fueron sometidos al procedimiento legislativo cualificado y al control judicial previo inherente a las leyes estatutarias.  Luego, si sobre ese ámbito procede la reserva de ley estatutaria, es evidente que el legislador ordinario no tiene competencia alguna para regular un espacio vital tan sensible como ese.

14.  En ese contexto, esto es, si la acción de tutela es un mecanismo de protección de los derechos fundamentales concebido directamente por el poder constituyente colombiano; si éste, aparte de consagrar ese mecanismo, instituyó también su ámbito de aplicación; si de éste ámbito no excluyó la función jurisdiccional y, en consecuencia, las decisiones de los jueces y tribunales y si consagró una reserva de ley estatutaria para su regulación y ampliación, incluidos sus mecanismos de protección, es claro que el legislador ordinario no tiene atribución alguna para interferir ese régimen constitucional y mucho menos para restringir el ámbito de aplicación de la acción de tutela, atribución está que ni siquiera le ha sido reconocida al legislador estatutario.
15.  Si en este contexto se considera el debate suscitado en este proceso de constitucionalidad, se tiene que el actor demanda la expresión  “ni acción”  que hace parte del artículo 185 de la Ley 906 de 2004, en el que se regulan aspectos relacionados con la sentencia que decide el recurso extraordinario de casación.  En el contexto de ese artículo, el aparte demandado impide la procedencia de recursos o acciones contra la sentencia de casación, excepto la acción de revisión. 

16.  Ahora bien, ¿qué alcance debe dársele a la expresión  “ni acción” que hace parte del artículo 185 ya citado?  En principio, podría entenderse como una alusión a acciones legales.  No obstante, la única acción legal que procede contra la sentencia que decide el recurso extraordinario de casación es la de revisión.  

En efecto, según el artículo 192 de la Ley 906 de 2004 la acción de revisión  “procede contra sentencias ejecutoriadas” en los siete supuestos allí indicados y la sentencia que resuelve la casación es precisamente una sentencia ejecutoriada.  Sin embargo, esa acción es justamente la que se ha exceptuado de la  prohibición contenida en la norma.  Si ello es así, el aparte normativo demandado carecería de sentido pues dispone que no procedan acciones legales contra la sentencia de casación a pesar de que el mismo sistema procesal penal no consagra acciones legales contra ese fallo, a excepción de la revisión, la que se excluye expresamente del ámbito de esa prohibición.  

De este modo, es claro que la referencia que se hace a la improcedencia de recursos y acciones contra la sentencia que resuelve el recurso extraordinario de casación no alude a acción legal alguna.

17. En ese orden de ideas, la única posibilidad de que esa regla jurídica se dote de sentido es que la expresión  “ni acción” que hace parte del artículo 185 de la Ley 906 de 2004 se tome como una alusión a acciones constitucionales y, en especial, como una excepción a la acción de tutela.  Es decir, en virtud de esa regla de derecho, la acción de tutela no procede contra la sentencia de casación.  

Para apoyar esta tesis podría invocarse el carácter de la casación como control constitucional y legal del fallo.  En virtud de ese alcance de la casación penal, podría argumentarse, es coherente que contra la sentencia que desata ese recurso extraordinario no proceda la acción de tutela, pues si ese recurso plantea un control de constitucionalidad y legalidad de la sentencia, no tendría sentido un nuevo recurso con miras a la protección de los derechos y garantías fundamentales.  

18.  No obstante, este punto de vista es equivocado, pues desconoce la supremacía que la Constitución ejerce sobre la ley en la democracia constitucional colombiana.  Ello es así en tanto, por medio de una norma legal, se restringiría el alcance de un mecanismo constitucional que, como la acción de tutela, fue diseñado para la protección de los derechos fundamentales. En efecto, en tanto que el artículo 86 superior ordena que la acción de tutela procede contra la acción u omisión de cualquier autoridad pública que afecte o amenace derechos fundamentales, incluidas, como se ha visto, las autoridades judiciales; la norma legal parcialmente cuestionada estaría restringiendo la procedencia de esa acción constitucional contra la sentencia que decide el recurso extraordinario de casación.  

Además, ese argumento pierde de vista que no existe incompatibilidad entre el recurso extraordinario de casación y la acción de tutela, pues todos los recursos judiciales configurados por el ordenamiento jurídico se orientan, de una manera u otra, a la defensa de los derechos fundamentales. Como se indicó, si bien la casación, al interior de cada jurisdicción es un recurso extraordinario contra la sentencia, desde una perspectiva constitucional es un medio judicial ordinario de defensa de los derechos fundamentales. Por ello, la acción de tutela es importante como mecanismo constitucional subsidiario de protección de tales derechos, pues se potencia cuando aquellos han resultado ineficaces. Es decir, si el recurso extraordinario de casación no resulta un medio judicial idóneo y eficaz de protección de los derechos y garantías fundamentales afectados en el proceso penal y la sentencia que lo resuelve desconoce esa situación, nada impide que el afectado acuda ante la jurisdicción constitucional en demanda de amparo para tales derechos.  

En este sentido, por ejemplo, un imputado al que se le ha vulnerado el derecho de defensa por no haber estado asistido por defensor en el momento de la formulación de la imputación, puede solícitar, al interior de ese mismo proceso, la anulación de la actuación y contra la decisión que se profiera puede interponer los recursos legales ordinarios.  Pero si no obstante esa situación, la actuación no es invalidada, nada se opone a que luego intente, en sede de casación, la invalidación de la sentencia y del proceso en el que ella se dictó.  Y si en esta sede no se atiende su pedimento y concurren los exigentes presupuestos necesarios para ello, bien puede interponer acción de tutela en procura de protección del derecho fundamental al debido proceso.  

Entonces, nótese cómo no existe incompatibilidad sino armonía entre la concepción de la casación como un control de constitucionalidad y legalidad del fallo lesivo de derechos y garantías fundamentales y la acción de tutela, como mecanismo constitucional subsidiario de protección de los derechos fundamentales.  

19. En estas condiciones, es manifiesta la inconstitucionalidad del aparte demandado del artículo 185 de la Ley 906 de 2004 ya que al indicar que contra la sentencia que resuelve el recurso extraordinario de casación en materia penal  “no procede ningún recurso ni acción, salvo la de revisión”, está excluyendo la procedencia de la acción de tutela contra ese tipo de pronunciamientos y con ello, qué duda cabe, está contrariando el artículo 86 de la Carta Política ya que, como se ha visto, esta norma no excluye tales pronunciamientos de ese mecanismo de protección de los derechos fundamentales.  Es decir, en tanto que la voluntad del constituyente expresada en la norma superior ya indicada fue que la acción de tutela se aplicara respecto de los actos y omisiones de las autoridades públicas, incluidas las judiciales, el legislador ha tomado la decisión, manifiesta en la norma demandada, de excluir de la procedencia de ese recurso las sentencias que resuelven la casación penal.  

Entonces, como es claro que una ley ordinaria no puede, bajo ninguna circunstancia, modificar o suprimir la Constitución Política y mucho menos uno de los mecanismos constitucionales de protección de los derechos fundamentales, la expresión  “ni acción”  que hace parte del artículo 185 de la Ley 906 de 2004 será expulsada del ordenamiento jurídico pues genera un espacio institucional en el que los derechos fundamentales no podrían ser protegidos.  

b.  La acción de tutela procede contra decisiones judiciales en los casos que la Corte Constitucional ha establecido

20. Como se indicó, según el artículo 86 de la Carta Política, la acción de tutela es un mecanismo concebido para la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, “cuando quiera que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública”.  Este mecanismo de protección de los derechos fundamentales ha permitido entre nosotros afirmar el carácter vinculante de la Carta Política y ha dotado a todas las personas de un verdadero resorte institucional que les permite acudir ante los jueces para exigir el respeto de tales derechos.  

De este modo, los derechos fundamentales, otrora sólo objeto de consagración normativa y discusión académica, hoy se asumen como facultades inviolables en tanto manifestaciones de la dignidad humana que vinculan a los poderes públicos e incluso, en algunos casos, a los particulares y que son susceptibles de judicializarse en aras de su reconocimiento efectivo gracias a un procedimiento preferente y sumario.  Por ello, si la principal característica del constitucionalismo contemporáneo viene determinada por el reconocimiento del carácter normativo de los Textos Fundamentales, no puede desconocerse que la exigibilidad de las normas constitucionales que consagran derechos fundamentales, frente a supuestos específicos de vulneración o amenaza, ha jugado un papel central en tal reconocimiento.

21. A pesar de que la Carta Política indica expresamente que la acción de tutela procede  “por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública”  susceptible de vulnerar o amenazar derechos fundamentales, en algunos ámbitos se ha cuestionado su procedencia contra sentencias, no obstante tratarse de actos emanados de jueces y tribunales en tanto autoridades públicas y la consecuente posibilidad, aunque sumamente excepcional, de que a través de tales actos se vulneren o amenacen derechos fundamentales.  

Sin embargo, el panorama es claro ya que como regla general la acción de tutela no procede contra decisiones judiciales y esto por varios motivos.  Entre ellos, en primer lugar, el hecho que las sentencias judiciales constituyen ámbitos ordinarios de reconocimiento y realización de los derechos fundamentales proferidos por funcionarios profesionalmente formados para aplicar la Constitución y la ley; en segundo lugar, el valor de cosa juzgada de las sentencias a través de las cuales se resuelven las controversias planteadas ante ellos y la garantía del principio de seguridad jurídica y, en tercer lugar, la autonomía e independencia que caracteriza a la jurisdicción en la estructura del poder público inherente a un régimen democrático.

En cuanto a lo primero, no puede desconocerse que la administración de justicia, en general, es una instancia estatal de aplicación del derecho, que en cumplimiento de su rol debe atenerse a la Constitución y a la ley y que todo su obrar debe dirigirse, entre otras cosas, a garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución, incluidos, obviamente, los derechos fundamentales. Si esto es así, lo obvio es que las sentencias judiciales se asuman como supuestos específicos de aplicación del derecho y que se reconozca su legitimidad en tanto ámbitos de realización de fines estatales y, en particular, de la garantía de los derechos constitucionales.    

En cuanto a lo segundo, no debe perderse de vista que el derecho, desde la modernidad política, es la alternativa de legitimación del poder público y que tal carácter se mantiene a condición de que resulte un instrumento idóneo para decidir, de manera definitiva, las controversias que lleguen a suscitarse pues sólo de esa forma es posible definir el alcance de los derechos y crear las condiciones necesarias para su adecuado disfrute.  De allí el valor de cosa juzgada de que se rodean las sentencias judiciales y la inmutabilidad e intangibilidad inherentes a tales pronunciamientos, pues de no ser así, esto es, de generarse una situación de permanente incertidumbre en cuanto a la forma como se han de decidir las controversias, nadie sabría el alcance de sus derechos y de sus obligaciones correlativas y todos los conflictos serían susceptibles de dilatarse indefinidamente.  Es decir, el cuestionamiento de la validez de cualquier sentencia judicial resquebrajaría el principio de seguridad jurídica y desnudaría la insuficiencia del derecho como instrumento de civilidad.

Y en cuanto a lo tercero, no debe olvidarse que una cara conquista de las democracias contemporáneas viene dada por la autonomía e independencia de sus jueces.  Estas aseguran que la capacidad racionalizadora del derecho se despliegue a partir de las normas de derecho positivo y no de injerencias de otros jueces y tribunales o de otros ámbitos del poder público.  De allí que la sujeción del juez a la ley constituya una garantía para los asociados, pues estos saben, gracias a ello, que sus derechos y deberes serán definidos a partir de la sola consideración de la ley y no por razones políticas o de conveniencia.

22.  Con todo, no obstante que la improcedencia de la acción de tutela contra sentencias es compatible con el carácter de ámbitos ordinarios de reconocimiento y realización de los derechos fundamentales inherente a los fallos judiciales, con el valor de cosa juzgada de las sentencias y con la autonomía e independencia que caracteriza a la jurisdicción en la estructura del poder público; ello no se opone a que en supuestos sumamente excepcionales la acción de tutela proceda contra aquellas decisiones que vulneran o amenazan derechos fundamentales. 

23. En ese marco, los casos en que procede la acción de tutela contra decisiones judiciales han sido desarrollados por la doctrina de esta Corporación tanto en fallos de constitucionalidad, como en fallos de tutela.  Esta línea jurisprudencial, que se reafirma por la Corte en esta oportunidad, ha sido objeto de detenidos desarrollos.  En virtud de ellos, la Corporación ha entendido que la tutela sólo puede proceder si se cumplen ciertos y rigurosos requisitos de procedibilidad.  Dentro de estos pueden distinguirse unos de carácter general, que habilitan la interposición de la tutela, y otros de carácter específico, que tocan con la procedencia misma del amparo, una vez interpuesto.  

24.  Los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra decisiones judiciales son los siguientes:

a. Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. Como ya se mencionó, el juez constitucional no puede entrar a estudiar cuestiones que no tienen una clara y marcada importancia constitucional so pena de involucrarse en asuntos que corresponde definir a otras jurisdicciones. En consecuencia, el juez de tutela debe indicar con toda claridad y de forma expresa porqué la cuestión que entra a resolver es genuinamente una cuestión de relevancia constitucional que afecta los derechos fundamentales de las partes. 

b. Que se hayan agotado todos los medios  -ordinarios y extraordinarios-  de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable.  De allí que sea un deber del actor desplegar todos los mecanismos judiciales ordinarios que el sistema jurídico le otorga para la defensa de sus derechos.  De no ser así, esto es, de asumirse la acción de tutela como un mecanismo de protección alternativo, se correría el riesgo de vaciar las competencias de las distintas autoridades judiciales, de concentrar en la jurisdicción constitucional todas las decisiones inherentes a ellas y de propiciar un desborde institucional en el cumplimiento de las funciones de esta última. 

c. Que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se hubiere interpuesto en un término razonable y proporcionado a partir del hecho que originó la vulneración.  De lo contrario, esto es, de permitir que la acción de tutela proceda meses o aún años después de proferida la decisión, se sacrificarían los principios de cosa juzgada y seguridad jurídica ya que sobre todas las decisiones judiciales se cerniría una absoluta incertidumbre que las desdibujaría como mecanismos institucionales legítimos de resolución de conflictos.

d. Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora.  No obstante, de acuerdo con la doctrina fijada en la Sentencia C-591-05, si la irregularidad comporta una grave lesión de derechos fundamentales, tal como ocurre con los casos de pruebas ilícitas susceptibles de imputarse como crímenes de lesa humanidad, la protección de tales derechos se genera independientemente de la incidencia que tengan en el litigio y por ello hay lugar a la anulación del juicio.

e. Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible.  Esta exigencia es comprensible pues, sin que la acción de tutela llegue a rodearse de unas exigencias formales contrarias a su naturaleza y no previstas por el constituyente, sí es menester que el actor tenga claridad en cuanto al fundamento de la afectación de derechos que imputa a la decisión judicial, que la haya planteado al interior del proceso y que dé cuenta de todo ello al momento de pretender la protección constitucional de sus derechos.

f. Que no se trate de sentencias de tutela.  Esto por cuanto los debates sobre la protección de los derechos fundamentales no pueden prolongarse de manera indefinida, mucho más si todas las sentencias proferidas son sometidas a un riguroso proceso de selección ante esta Corporación, proceso en virtud del cual las sentencias no seleccionadas para revisión, por decisión de la sala respectiva, se tornan definitivas.  

25.  Ahora, además de los requisitos generales mencionados, para que proceda una acción de tutela contra una sentencia judicial es necesario acreditar la existencia de requisitos o causales especiales de procedibilidad, las que deben quedar plenamente demostradas. En este sentido, como lo ha señalado la Corte, para que proceda una tutela contra una sentencia se requiere que se presente, al menos, uno de los vicios o defectos que adelante se explican:
a. Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello. 

b. Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido. 

c.  Defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión. 

d. Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión. 

f. Error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales.

g.  Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional.

h.  Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado. 

i.  Violación directa de la Constitución.

Estos eventos en que procede la acción de tutela contra decisiones judiciales involucran la superación del concepto de vía de hecho y la admisión de específicos supuestos de procedebilidad en eventos en los que si bien no se está ante una burda trasgresión de la Carta, si se trata de decisiones ilegítimás que afectan derechos fundamentales. Esta evolución de la doctrina constitucional fue reseñada de la siguiente manera en un reciente pronunciamiento de esta Corte:

(E)n los últimos años se ha venido presentando una evolución de la jurisprudencia constitucional acerca de las situaciones que hacen viable  la acción de tutela contra providencias judiciales. Este desarrollo ha llevado a concluir que las sentencias judiciales pueden ser atacadas mediante la acción de tutela por causa de otros defectos adicionales, y que, dado que esos nuevos defectos no implican que la sentencia sea necesariamente una “violación flagrante y grosera de la Constitución”, es  más adecuado utilizar el concepto de “causales genéricas de procedibilidad de la acción” que el de “vía de hecho.” En la sentencia T-774 de 2004 (MP. Manuel José Cepeda Espinosa) se describe la evolución presentada de la siguiente manera: 

“(...) la Sala considera pertinente señalar que el concepto de vía de hecho, en el cual se funda la presente acción de tutela, ha evolucionado en la jurisprudencia constitucional. La Corte ha decantado los conceptos de capricho y arbitrariedad judicial, en los que originalmente se fundaba la noción de vía de hecho. Actualmente no ‘(…) sólo se trata de los casos en que el juez impone, de manera grosera y burda su voluntad sobre el ordenamiento, sino que incluye aquellos casos en los que se aparta de los precedentes sin argumentar debidamente (capricho) y cuando su discrecionalidad interpretativa se desborda en perjuicio de los derechos fundamentales de los asociados (arbitrariedad). Debe advertirse que esta corporación ha señalado que toda actuación estatal, máxime cuando existen amplias facultades discrecionales (a lo que de alguna manera se puede asimilar la libertad hermenéutica del juez), ha de ceñirse a lo razonable. Lo razonable está condicionado, en primera medida, por el respeto a la Constitución.’ En este caso (T-1031 de 2001) la Corte decidió que la acción de tutela procede contra una providencia judicial que omite, sin razón alguna, los precedentes aplicables al caso o cuando ‘su discrecionalidad interpretativa se desborda en perjuicio de los derechos fundamentales de los asociados.’

“Este avance jurisprudencial ha llevado a la Corte a remplazar ‘(…) el uso conceptual de la expresión vía de hecho por la de causales genéricas de procedibilidad.’ Así, la regla jurisprudencial se redefine en los siguientes términos...

“...todo pronunciamiento de fondo por parte del juez de tutela respecto de la eventual afectación de los derechos fundamentales con ocasión de la actividad jurisdiccional (afectación de derechos fundamentales por providencias judiciales) es constitucionalmente admisible, solamente, cuando el juez haya determinado de manera previa la configuración de una de las causales de procedibilidad; es decir, una vez haya constatado la existencia de alguno de los seis eventos  suficientemente reconocidos por la jurisprudencia:  (i) defecto sustantivo, orgánico o procedimental;  (ii) defecto fáctico; (iii) error inducido; (iv) decisión sin motivación,  (v) desconocimiento del precedente y  (vi) violación directa de la Constitución”.
26. Los argumentos expuestos en los fundamentos anteriores de esta providencia resultan suficientes para demostrar que desde cualquier perspectiva posible, el artículo 86 de la Constitución ampara la procedencia de la acción de tutela contra las decisiones judiciales de última instancia y que hay lugar a ella en los supuestos indicados por la jurisprudencia de esta Corporación.

c.  Al proferir la Sentencia C-593-92, la decisión de la Corte no fue excluir la tutela contra decisiones judiciales

27. Se ha sostenido que la Corte Constitucional, en la Sentencia C-593-92, declaró la inexequibilidad de varias disposiciones legales que permitían la tutela contra sentencias.  Con base en esa referencia se afirma que el amparo constitucional de los derechos fundamentales no procede contra decisiones judiciales porque así lo estableció esta Corporación en un fallo de constitucionalidad; fallo que, a diferencia de las decisiones proferidas con ocasión de la revisión de las sentencias de tutela, tiene efectos erga omnes.  

Este argumento, como pasa a indicarse, parte de una premisa equivocada y, además, desconoce la doctrina constitucional.  Por ello no suministra fundamento alguno, contra lo que la Constitución ordena, restringir el ámbito de procedencia de la acción de tutela.

28. Así, por una parte, hay que indicar que a través de la sentencia C-543/92 la Corte Constitucional declaró la inconstitucionalidad de los artículos 11, 12 y 40 del Decreto 2591 de 1991, disposiciones que consagraban la acción de tutela contra decisiones judiciales. No obstante, en esa oportunidad la Corte indicó de manera expresa que la acción de tutela si podía proceder contra omisiones injustificadas o actuaciones de hecho de los funcionarios judiciales, cuando quiera que las mismás vulneraran los derechos fundamentales. Al respecto señaló:

De conformidad con el concepto constitucional de autoridades públicas, no cabe duda de que los jueces tienen esa calidad en cuanto les corresponde la función de administrar justicia y sus resoluciones son obligatorias para particulares y también para el Estado. En esa condición no están excluidos de la acción de tutela respecto de actos u omisiones que vulneren o amenacen derechos fundamentales, lo cual no significa que proceda dicha acción contra sus providencias. Así, por ejemplo, nada obsta para que por la vía de la tutela se ordene al juez que ha incurrido en dilación injustificada en la adopción de decisiones a su cargo, que proceda a resolver o que observe con diligencia los términos judiciales, ni riñe contra los preceptos constitucionales la utilización de esta figura ante actuaciones de hecho imputables al funcionario por medio de las  cuales se desconozcan o amenacen los derechos fundamentales, ni tampoco cuando la decisión pueda causar un perjuicio irremediable, para lo cual si está constitucionalmente autorizada la tutela pero como mecanismo transitorio cuyo efecto, queda supeditado a lo que se resuelva de fondo por el juez ordinario competente. En hipótesis como estas no puede hablarse de atentado alguno contra la seguridad jurídica de los asociados, sino que se trata de hacer realidad los fines que persigue la justicia.

De este modo, no es cierto que la Corte, en el fallo citado, haya descartado, de manera absoluta, la procedencia de la acción de tutela contra decisiones judiciales.  Lo que hizo en esa oportunidad fue excluir del ordenamiento jurídico unos preceptos normativos que afirmaban la procedencia de ese mecanismo contra las sentencias como regla general y no como excepción.  De allí que la Corte, en la motivación de ese pronunciamiento, haya delineado genéricamente los supuestos en los que de manera excepcional procedía la acción de tutela contra tales decisiones.

29. Por otra parte, la postura que se comenta desconoce la doctrina constitucional pues esta Corporación no sólo ha realizado una interpretación autorizada de la Sentencia C-593-92, sino que, como se indicó en precedencia, ha construido una uniforme línea jurisprudencial que desarrolla los supuestos excepcionales de procedencia de la tutela contra decisiones judiciales.  Sobre el sentido de la decisión tomada en la citada sentencia, la Corte, en la Sentencia SU-1184-01, expuso:

...coincide parcialmente ésta Sala de Revisión de la Corte Constitucional con la Sala de Casación Laboral en reconocer la obligatoriedad que tienen en el sistema jurídico colombiano las sentencias de constitucionalidad, específicamente la sentencia C-543 de 1992, pero no comparte el criterio según el cual en dicha sentencia se decidió que era contrario a la Constitución Política de 1991 el que proceda una acción de tutela contra una actuación judicial, incluso cuando esta configure una vía de hecho, o conlleve la amenaza de un perjuicio irremediable.  

En cambio, coincide plenamente esta Sala de Revisión con la decisión adoptada por la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia dentro del proceso T-600048, la cual, en lugar de descartar de manera absoluta la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, verificó si en el caso concreto ésta era procedente. Concluyó que no lo era y que en todo caso no se trataba de una vía de hecho. También coincide con lo expuesto por la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia por la misma razón.

La diferencia entre la posición adoptada por la Sala de Casación  Laboral, por un lado, y las Salas de Casación Civil y Penal, por otro, estriba en que mientras la primera sostiene que la acción de tutela nunca procede contra providencias judiciales, las segundas estiman que en ciertos casos excepcionales, cuando se reúnen estrictos requisitos analizados por la jurisprudencia de la Corte Constitucional, ella sí procede contra providencias judiciales.

Esta Sala de Revisión subraya que el artículo 86 de la Constitución dice que la tutela procede cuando los derechos fundamentales “resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública”. Los jueces son autoridades públicas y sus providencias constituyen su principal forma de acción.

Además, la Corte Constitucional en sus salas de revisión y en su Sala Plena ha reiterado que la tutela sí procede contra providencias judiciales cuando éstas constituyen vías de hecho. 

No desconoce esta Sala de Revisión que una sentencia, como cualquier texto, es objeto de interpretación. Empero, quien interpreta con autoridad las sentencias de la Corte Constitucional es la propia Corte Constitucional, así como esta Corporación ha reconocido que quién interpreta con autoridad las sentencias de la Corte Suprema de Justicia es la propia Corte Suprema de Justicia, en razón a que su doctrina relativa al alcance de las leyes en el ámbito de su competencia como “máximo tribunal de la jurisdicción ordinaria” (artículo 234 C.P.), constituye un derecho viviente.”.

30.  Entonces, no es cierto que la Corte, en un fallo de constitucionalidad, haya excluido la procedencia de la acción de tutela contra decisiones judiciales, pues tanto de la motivación de ese pronunciamiento como de la interpretación que la misma Corte ha hecho del mismo y del desarrollo de su jurisprudencia se infiere que la acción de tutela procede contra decisiones judiciales en los supuestos que la misma Corte ha indicado.

d. La procedencia de la acción de tutela contra decisiones judiciales está legitimada también por el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y por la Convención Americana sobre Derechos Humanos:
31. Por otra parte, no sobra recordar que, tal y como lo ha indicado reiteradamente la Corte, la acción de tutela no sólo se encuentra respaldada en el artículo 86 de la Carta sino también en los artículos 2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos incorporados a la Constitución por vía del artículo 93 de la Carta. Dichas normas establecen la obligación de los Estados partes de implementar un recurso sencillo, efectivo y breve de protección efectiva de los derechos fundamentales contra cualquier acción u omisión de las autoridades públicas que pudiera vulnerarlos. En este sentido, el artículo 25 de la Convención Americana señala: 

Artículo 25. Protección Judicial 

1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales. 

2. Los Estados Partes se comprometen: 

a) a garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso; 

b) a desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y 

c) a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso.

Pero esos instrumentos de derecho público internacional no sólo le imponen al Estado colombiano la obligación de consagrar un mecanismo de protección de los derechos fundamentales, sino también la obligación de garantizar el cumplimiento de las decisiones proferidas al resolver ese recurso.  Como lo indicó la Corte en el auto del 17 de febrero de 2004, 

Según lo ha sostenido esta Corporación, la garantía del cumplimiento de las órdenes a través de las cuales se concede el amparo de derechos fundamentales amenazados o violados, ya sea que provenga de los jueces de instancia o de la propia Corte Constitucional, además de tener un claro fundamento constitucional, también encuentra un hondo respaldo en el derecho internacional sobre derechos humanos. Así, por citar tan sólo algunos ejemplos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (art. 2°) y la Convención Americana de Derechos Humanos (art. 25), incorporados al orden interno mediante las Leyes 74 de 1968 y 16 de 1972, respectivamente, además de exigirle a los Estados partes la implementación de un recurso sencillo, efectivo y breve que ampare los derechos fundamentales, también los obliga a “garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso”.

32. En consecuencia, una limitación del ámbito de protección de la acción de tutela tal como la que podría desprenderse de la disposición parcialmente demandada no sólo vulneraría el artículo 86 de la Carta sino los artículos 2 y 25 antes mencionados y, por contera, las obligaciones internacionales del Estado colombiano en materia de protección de Derechos Humanos. 

e.  Los argumentos expuestos contra la tutela contra decisiones judiciales son fácilmente rebatibles:
33.  No obstante la legitimidad constitucional de la acción de tutela contra decisiones judiciales, distintas esferas de la función  jurisdiccional han cuestionado la legitimidad de tal procedencia.  Para ello han expuesto múltiples decisiones que, como se aprecia en seguida, son fácilmente rebatibles.  

34.  Contra la interpretación más simple y ortodoxa del texto del artículo 86 trascrito, se ha opuesto una interpretación presuntamente “originalista” en virtud de la cual lo que debe primar a la hora de comprender el sentido normativo de una disposición no es la letra clara de la misma -o su texto-  sino la voluntad del constituyente al momento de escribirla. En este sentido afirman que cuando el constituyente dijo que la tutela procedería contra acciones u omisiones de las autoridades públicas no quiso en realidad decir autoridades públicas sino autoridades administrativas y que sin embargo consideró que esto resultaba tan natural y obvio que no parecía necesario precisarlo. 

Aparte de la dificultad de dar prelación al método originalista en casos como el presente, -es decir, en aquellos casos en los cuales la aplicación de dicho método podría contradecir abiertamente el texto de la disposición y, adicionalmente, podría tener como efecto la restricción de un mecanismo de garantía de los derechos fundamentales- , lo cierto es que en este caso la aplicación rigurosa del método originalista no nos conduciría al resultado mencionado. 

En efecto, si bien es cierto que algunos delegatarios a la Asamblea Nacional Constituyente consideraban que la tutela no debía proceder contra sentencias judiciales, también lo es que la gran mayoría participó de la idea de consagrar una acción que  -como el amparo en España o el recurso de constitucionalidad en Alemania-  pudiera proceder contra las decisiones judiciales. En este sentido es importante recordar que la propuesta presentada por un conjunto de delegatarios destinada a restringir en el sentido que se estudia el ámbito de protección de la acción de tutela, resultó amplia y expresamente derrotada por la mayoría con el argumento, claramente expuesto en el debate, según el cual impedir la tutela contra decisiones judiciales podría crear un ámbito de impunidad constitucional y reduciría la eficacia de los derechos fundamentales a su simple consagración escrita.

35. Pero el único argumento que se ha opuesto a la procedencia de la acción de tutela contra sentencias no es el argumento originalista. Adicionalmente se ha sostenido que no es de la “naturaleza” de esta acción servir de medio para impugnar las providencias judiciales. No obstante, al contrario de lo que se ha afirmado sobre los límites naturales o “consustanciales” de la acción de tutela, la doctrina constitucional comparada parece coincidir de manera unánime en que la tutela  -amparo o acción de constitucionalidad-  contra las sentencias es un corolario lógico del modelo de control mixto de constitucionalidad. 

En efecto, cualquier texto relevante de doctrina constitucional comparada reconoce que el control de constitucionalidad de las sentencias es un instrumento necesario para garantizar, simultáneamente, la primacía de la Constitución y de los derechos fundamentales. Los desacuerdos en la doctrina y la jurisprudencia más especializada se producen más bien en torno al alcance de esta figura y al tipo y grado de eficacia de los derechos fundamentales en el ámbito judicial. No obstante, a estas alturas de la evolución de la doctrina constitucional, parece que nadie niega la importancia de que exista un último control de constitucionalidad de aquellas sentencias que hubieren podido vulnerar los derechos fundamentales de las partes y, en particular, el derecho de acceso a la administración de justicia. 

No puede perderse de vista que la más importante transformación del derecho constitucional en la segunda mitad del siglo XX fue la consagración de la Constitución como una verdadera norma jurídica. En otras palabras, en el nuevo Estado constitucional, las constituciones  -y en particular los derechos fundamentales- dejaron de ser normas formalmente prevalentes pero jurídicamente irrelevantes para convertirse en las normas jurídicas de mayor eficacia o poder vinculante dentro del ordenamiento. Para lograr esta transformación, los distintos sistemás jurídicos incorporaron al texto constitucional poderosos sistemás de garantía tendientes a asegurar la sujeción de todos los órganos del Estado a las disposiciones constitucionales y, muy en particular, a los derechos fundamentales. 

En este novedoso y potente sistema de protección de la Constitución, la tutela contra entencias juega un papel fundamental: el control de constitucionalidad de las sentencias sirve para desplegar con fuerza la eficacia normativa de los derechos fundamentales en todos los ámbitos de aplicación del derecho. En otras palabras, de lo que se trata es de asegurar el llamado “efecto irradiación” de los derechos fundamentales en jurisdicciones acostumbradas a seguir fielmente los mandatos del derecho legislado sin atender a las normas constitucionales que podrían resultar relevantes para resolver la respectiva cuestión. 

Entonces, la acción de tutela -o el llamado recurso de amparo o recurso de constitucionalidad-  contra sentencias constituye uno de los ejes centrales de todo el sistema de garantía de los derechos fundamentales. Este instrumento se convierte no sólo en la última garantía de los derechos fundamentales, cuando quiera que ellos han sido vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad judicial, sino que sirve como instrumento para introducir la perspectiva de los derechos fundamentales a juicios tradicionalmente tramitados y definidos, exclusivamente, desde la perspectiva del derecho legislado. En otras palabras, la tutela contra sentencias es el mecanismo más preciado para actualizar el derecho y nutrirlo de los valores, principios y derechos del Estado social y democrático de derecho. 

36.  Adicionalmente, el control eventual de las sentencias por parte de la Corte Constitucional, es el mecanismo encontrado por el constituyente para garantizar la unificación de la jurisprudencia. En estos términos, la necesidad de que exista un órgano único que tenga la función de unificar la jurisprudencia relativa al alcance de los derechos fundamentales, no es sino la aplicación al sistema mixto de control constitucional de las estrategias más ortodoxas de los sistemás jurídicos occidentales, tendientes a asegurar la unidad en la interpretación y aplicación del derecho y garantizar así el derecho de igualdad y el principio de seguridad jurídica.  

En virtud de tal unificación, se pretende asegurar que la interpretación y aplicación del contenido constitucionalmente protegido de los derechos fundamentales por parte de todos los jueces de la República  -con independencia de la causa que se encuentren juzgando-  resulte coherente  y ordenada. En este sentido, parece obvio que la función de unificación de la jurisprudencia materialmente constitucional esté adscrita a un sólo órgano judicial y que este sea quien tiene asignada la misión de servir como intérprete último de la Carta.  

A este respecto no sobra recordar que en tanto las disposiciones constitucionales, y en particular las disposiciones iusfundamentales, suelen tener una estructura especial  -en general la doctrina las ha denominado estructura o “textura” abierta-  las mismás exigen para su interpretación además de los métodos tradicionales de interpretación del derecho, otros especiales y propios del derecho constitucional. En este sentido, es fundamental que exista un órgano último especializado en estas materias, que adicionalmente pueda ser objeto de permanente vigilancia y control, dado que tiene a su cargo la función de servir como intérprete supremo de la Constitución.

37.  Por los argumentos expuestos parece, más que razonable, indispensable que la acción de tutela pueda interponerse contra sentencias judiciales de última instancia y que las tutelas contra sentencias puedan llegar a la Corte Constitucional para que sea esta Corporación, en su calidad de intérprete supremo de la Carta,  quien defina finalmente el alcance de los derechos fundamentales en las distintas áreas del derecho legislado.

38.  Se ha dicho también que la tutela contra sentencias vulnera los principios de seguridad jurídica y de autonomía funcional del juez.  

A este respecto hay que decir que si bien las acciones judiciales ordinarias constituyen supuestos de reconocimiento y respeto de los derechos fundamentales, de resultar inidóneos e ineficaces, la persona tiene derecho a hacer uso de la acción de tutela como mecanismo subsidiario de protección directamente configurado por el constituyente.  Lo contrario implicaría admitir que la democracia constitucional colombiana está concebida de tal manera que una persona a la que se le ha vulnerado un derecho fundamental en una sentencia respecto de la que no existen otros mecanismos ordinarios de protección, está condenada a sobrellevar esa vulneración y con esto se estaría renunciando al efecto vinculante de los derechos fundamentales.  

El valor de cosa juzgada de las sentencias y el principio de seguridad jurídica suponen que los fallos son respetuosos de los derechos y ese respeto no se determina a partir de la visión que cada juez tenga de ellos sino del alcance que les fije la Corte Constitucional, pues esta es la habilitada para generar certeza sobre su alcance.  Y ello es lógico ya que si algo genera inseguridad jurídica es la promoción de diferentes lecturas de la Carta Política por los jueces y, en particular, sobre el alcance de los derechos fundamentales.  Este es precisamente el peligro que se evita mediante la excepcional procedencia de la tutela contra sentencias pues a través de ella se promueven lecturas uniformes sobre el alcance de tales derechos y de la Carta Política como su soporte normativo.

39.  Y en lo que atañe a la autonomía e independencia de los jueces y tribunales, ellas deben entenderse en el marco de la realización de los fines estatales inherentes a la jurisdicción y, en especial, de cara al cumplimiento de su deber de garantizar la efectividad de los derechos a todas las personas.  Es decir, la Constitución no configura tal autonomía y tal independencia como atributos idóneos para negar la garantía de esos derechos.  Por el contrario, esa autonomía y esa independencia deben asumirse como un mandato de proscripción de injerencias indebidas en el ejercicio de la función jurisdiccional, pero en el entendido que ésta se orienta a la afirmación y no a la negación de los fundamentos de la democracia colombiana.  De allí que, si esto último ocurre, es decir, si la jurisdicción da lugar a afectaciones de derechos fundamentales, tales decisiones deban removerse del mundo jurídico para restablecer el efecto vinculante de esos derechos.

Ahora, la intervención del juez constitucional en los distintos procesos es únicamente para efectos de proteger los derechos fundamentales afectados.  Al respecto en reiterada jurisprudencia la Corte Constitucional ha señalado que la función del juez constitucional no es la de reemplazar al juez de la causa ni la de crear incertidumbre a la hora de definir el sentido del derecho. Muy por el contrario, el Juez constitucional debe tener particular cuidado a la hora de evaluar si una determinada decisión judicial vulnera los derechos fundamentales de una de las partes. 

En ese sentido, los fundamentos de una decisión de tutela contra una sentencia judicial deben aclarar con transparencia la relevancia iusfundamental del punto que se discute y el juez debe contraerse a estudiar esta cuestión y ninguna otra. No se trata entonces de un mecanismo que permita al juez constitucional ordenar la anulación de decisiones que no comparte o suplantar al juez ordinario en su tarea de interpretar el derecho legislado y evaluar las pruebas del caso. De lo que se trata es de un mecanismo excepcional, subsidiario y residual para proteger los derechos fundamentales de quien luego de haber pasado por un proceso judicial se encuentra en condición de indefensión y que permite la aplicación uniforme y coherente  -es decir segura y en condiciones de igualdad-  de los derechos fundamentales a los distintos ámbitos del derecho.   En este sentido en una de las más recientes sentencias sobre esta línea la Corte indicó: 

4 Coincide la Corte con la Sala de Casación Laboral en el sentido de sostener que los principios de seguridad jurídica y autonomía funcional son principios rectores de la administración de justicia. No obstante, como se ha reiterado en múltiples ocasiones, la procedencia especial de la acción de tutela contra decisiones judiciales lejos de afectar tales principios, tiende a su garantía y protección. En efecto, en cuanto se refiere al principio de la seguridad jurídica, resulta claro que se garantiza en mucha mayor medida la seguridad de los ciudadanos sobre alcance y sentido del derecho, si existe una manera de unificar las decisiones judiciales en cada una de las distintas materias o ramás del derecho y no si su interpretación se encuentra librada exclusivamente al criterio solitario e inmune de cada juez. Ese es justamente el papel de la casación en materia laboral, civil o penal, el de unificar el sentido de las normas que los jueces deben aplicar para resolver las distintas controversias jurídicas. En este sentido, no debe extrañar que en los regímenes de control de constitucionalidad mixto –como el colombiano, el alemán o el español–  exista un recurso que, como la acción de tutela, permita garantizar la unidad de la interpretación judicial de los derechos y las garantías fundamentales, en particular, la garantía del debido proceso constitucional...

 Ahora bien, para garantizar que el control judicial resulte ajustado a los principios de especialización y jerarquía, la tutela contra sentencia se debe interponer ante el superior funcional del accionado. Si se dirige contra la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado o el Consejo Superior de la Judicatura-Sala Jurisdiccional Disciplinaria, será repartido a la misma corporación y se resolverá por la Sala de Decisión, Sección o Subsección que corresponda. Finalmente, tratándose de la protección de derechos constitucionales fundamentales, la Corte Constitucional tendrá la última palabra en tanto guarADRIANA e intérprete suprema de la Constitución.

Sólo a través de un control de esta naturaleza, con un único órgano de cierre en materia constitucional, será posible asegurar que todos los jueces de la República, obligados como están a aplicar la Constitución cuandoquiera que ello resulte conducente para resolver la respectiva causa, tengan una doctrina relativamente coherente sobre el alcance y significado de las garantías constitucionales.  De otra forma, cada juez o, en el mejor de los casos, cada jurisdicción, podría tener una lectura distinta e incluso contradictória de las disposiciones constitucionales, sin que resultara posible unificar el sentido del derecho constitucional para generar una verdadera seguridad jurídica. 

También se afirma que la violación de la seguridad jurídica se produce dado que no existe un término de caducidad de la tutela contra sentencias. En consecuencia, en cualquier momento la persona que disienta de una decisión judicial puede impugnarla mediante la acción de Tutela. En este sentido, como se desarrollará en detalle más adelante, es cierto que la falta de un término de caducidad puede dar lugar a la violación del principio de la seguridad jurídica. Sin embargo, para conjurar este riesgo la jurisprudencia constitucional ha desarrollado la doctrina de la inmediatez. Según esta doctrina, la acción de tutela debe ser interpuesta en un término razonable y  proporcionado como mecanismo para proteger, de manera inmediata, el derecho vulnerado o amenazado. De otra forma se estaría premiando la inacción de la parte interesada y afectando severamente el principio universal de la seguridad jurídica, es decir, la tranquilidad que deben tener los ciudadanos sobre la estabilidad de la decisiones judiciales...

 Finalmente, se ha sostenido que se viola la seguridad jurídica y la autonomía funcional del juez por la mera posibilidad de revocar las sentencias mediante la acción de tutela. Este argumento llevaría a sostener que la segunda instancia es también una violación de la seguridad jurídica y de la autonomía funcional, como lo seria también el recurso de casación. En efecto, hasta agotar dichos recursos la sentencia no hace tránsito a cosa juzgada y su existencia habilita justamente al juez de alzada a revocar la decisión del juez de instancia y a marcar las pautas de interpretación y fijación del sentido del derecho. En este sentido, la tutela debe ser vista, simplemente, como un control constitucional absolutamente excepcional y de muy corta duración, arbitrado por la propia Constitución para que en el Estado constitucional exista una cierta unidad en la interpretación y aplicación de las normas fundamentales y, especialmente, del debido proceso constitucional. En otras palabras, para asegurar la vigencia del principio de igualdad y del importante valor de la seguridad jurídica.

40.  De otra parte, se ha sostenido que la tutela contra sentencias de última instancia viola la distribución constitucional de competencias entre las más altas CORTÉS de justicia pues, por esta vía, la última palabra en materia penal, civil o laboral no la tendrá la Corte Suprema por vía de casación sino el juez constitucional por vía de tutela. 

En este sentido es muy importante reiterar que la acción de tutela no puede ser un mecanismo que sirva para que el juez constitucional pueda desplazar al juez ordinario en la decisión de la respectiva causa. En efecto, por esta vía no puede el juez de tutela convertirse en el máximo intérprete del derecho legislado ni suplantar al juez natural en su función esencial como juez de instancia. Lo que sin embargo sí habilita la tutela es la vigilancia de la aplicación judicial al caso concreto de los derechos fundamentales pertinentes y, en especial, del derecho al debido proceso y de acceso a la administración de justicia. 

En otras palabras, se trata de una garantía excepcional, subsidiaria y autónoma para asegurar, cuando todos los recursos anteriores han fallado, que a las personas sometidas a un proceso judicial no les violen sus derechos constitucionales fundamentales. No se trata entonces de garantizar la adecuada aplicación del resto de las normas que integran el sistema jurídico o de los derechos que tienen origen en la ley. 

41. Adicionalmente, este mecanismo sólo puede operar cuando todos los mecanismos anteriores han fallado y siempre que la persona hubiere acudido a ellos de manera diligente. En este sentido, la acción de tutela no suplanta ni reemplaza a los mecanismos ordinarios ni puede servir para remediar la negligencia de alguna de las partes procesales. Se trata, simplemente, de una revisión extraordinaria y excepcional de la constitucionalidad de las decisiones judiciales cuando la persona presuntamente afectada ha agotado todos los recursos a su alcance y se encuentra, por lo tanto, en condiciones de indefensión. Si las acciones y recursos judiciales ordinarios y extraordinarios han operado adecuadamente, nada nuevo tendrá que decir el juez de tutela, pues los jueces ordinarios habrán cumplido a cabalidad con la tarea de garantizar los derechos fundamentales concernidos. 

En los términos que han sido planteados, resulta indudable que quien debe definir el alcance de todas las áreas del derecho ordinario es la Corte Suprema de Justicia y que corresponde al Consejo de Estado establecer el alcance de las normas que integran el derecho contencioso administrativo. Sin embargo, compete a la Corte Constitucional la tarea de establecer, en última instancia, el contenido constitucionalmente vinculante de los derechos fundamentales, derechos que deben ser tenidos en cuenta por los jueces ordinarios y contenciosos a la hora de definir los asuntos a ellos asignados. 

42. La tutela contra sentencias, entonces, tiene simplemente la función de garantizar que en esta tarea de aplicación simultánea de la Constitución y la ley, la supremacía de los derechos fundamentales sobre la ley quede suficientemente resguardada. En este sentido, si una cuestión resulta ser simultáneamente de relevancia legal y constitucional, resulta claro que el juez de la causa debe aplicar el derecho constitucional  -de conformidad con los dictámenes de su intérprete supremo-  y el derecho ordinario  -siguiendo las pautas del máximo órgano de la respectiva jurisdicción-.

43. En conclusión, el argumento según el cual la tutela contra sentencias de última instancia afecta la distribución constitucional de competencias entre las altas CORTÉS y, en particular, la naturaleza de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado como “órganos de cierre” de la respetiva jurisdicción, es falso, pues el juez constitucional no tiene facultades para intervenir en la definición de una cuestión que debe ser resuelta exclusivamente con el derecho ordinario o contencioso. Su papel se reduce exclusivamente a intervenir para garantizar, de manera residual y subsidiaria, en los procesos ordinarios o contencioso administrativos, la aplicación de los derechos fundamentales, cuyo intérprete supremo, por expresa disposición de la Constitución, es la Corte Constitucional. 

Ahora bien, si el argumento que ha sido expuesto se funda simplemente en que el juez constitucional pueda ordenarle al juez de última instancia que revoque su decisión y que profiera otra de conformidad con los derechos fundamentales, es esta una simple consecuencia del nuevo modelo en el cual la norma que tiene primacía es la Constitución. En este sentido, nadie pensaría que viola la distribución constitucional de competencias la posibilidad de que una corte internacional, como la Corte Interamericana de Derechos Humanos, pueda ordenarle al Estado, a través de una decisión judicial, que revoque una sentencia de última instancia y profiera una nueva decisión de conformidad con los derechos humanos que el Estado colombiano se ha comprometido a proteger. En este caso la Corte Interamericana no estaría siendo la última instancia en materia civil, contenciosa o constitucional sino cumpliendo su labor como órgano encargado de asegurar la aplicación de la Convención Americana sobre Derechos Humanos en aquellos países del Continente que la han suscrito y han aceptado someterse a su jurisdicción. 

44.  Finalmente, el último argumento que se ha utilizado para sostener que no es posible derivar del texto del artículo 86 la procedencia de la tutela contra sentencias de última instancia es un argumento de derecho comparado acompañado de una premonición sobre el caos que esta figura puede causar en un sistema jurídico que pretende ser “bien ordenado”. Para responder someramente este argumento la Corte se limitará a hacer una breve alusión a sistemás comparados como el sistema alemán o el español, en los cuales parecen existir sistemás jurídicos bien ordenados pese a que la “tutela” contra sentencias de última instancia ocupa más del 80% de los recursos de amparo o protección constitucional presentados ante los respectivos Tribunales Constitucionales.

Actualmente, casi la totalidad de los sistemás jurídicos que adoptaron en la segunda mitad del siglo XX el sistema de control de constitucionalidad mixto incorporan un mecanismo que sirve para que el juez constitucional -usualmente el máximo tribunal constitucional- pueda controlar la constitucionalidad de las decisiones judiciales de última instancia proferidas en las restantes jurisdicciones. En la mayoría de los casos se trata de un recurso o acción judicial subsidiaria, residual, autónoma y expedita que se encuentra limitada, exclusivamente, al estudio de las cuestiones iusfundamentales relevantes y que permite que el juez constitucional revoque una decisión judicial de última instancia siempre que encuentre que la misma vulnera los derechos fundamentales. 

En la medida en que el amparo es un recurso subsidiario, es necesario que se agoten, antes de interponerlo, la totalidad de los medios ordinarios y extraordinarios de defensa. Por esta razón, el recurso de amparo opera casi fundamentalmente contra sentencias judiciales de última instancia, es decir, contra sentencias del Tribunal Supremo –o de la Corte Suprema-.  Ahora bien, dado que la protección de los derechos fundamentales debe armonizarse con la protección de la seguridad jurídica, el ordenamiento legal dispone de un término de caducidad de 20 días fuera de los cuales no procederá el recurso. 

En España, el recurso de amparo contra sentencias de última instancia tiene la función de proteger los derechos fundamentales eventualmente afectados, la supremacía de la Constitución y la constitucionalización del derecho legislado. En general, el recurso procede cuando el juez ha aplicado una norma declarada inconstitucional, cuando ha dejado de aplicar los derechos fundamentales aplicables al caso o cuando ha vulnerado el derecho a la tutela judicial efectiva. Finalmente, resulta relevante mencionar que el artículo 5.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial establece que los jueces y Tribunales están vinculados a la interpretación que haga el Tribunal Constitucional de los derechos fundamentales.

A su turno, en Alemania el Recurso Constitucional o Recurso de Protección Constitucional es un recurso subsidiario, residual y autónomo que se interpone ante el Tribunal Constitucional cuando quiera que se trate de proteger un derecho fundamental presuntamente afectado por acciones de las autoridades públicas incluyendo, naturalmente a los jueces.  Gracias a este recurso el Tribunal Constitucional pudo influir decisivamente en la constitucionalización del derecho legislado y en la forma como las autoridades judiciales incorporaron a su quehacer cotidiano los principios, valores y derechos del nuevo Estado constitucional. 

Según la doctrina del Tribunal, procede el recurso contra una sentencia judicial de última instancia siempre que la sentencia hubiere aplicado una norma inconstitucional o cuando incurrió en una grave infracción del debido proceso constitucional o cuando dejó de garantizar los derechos fundamentales que estaban en juego en el correspondiente proceso. En Alemania una altísima proporción de los recursos de protección constitucional se dirigen a impugnar sentencias judiciales de última instancia que han podido vulnerar los derechos fundamentales de alguna de las partes del proceso. 

45. En suma, la tutela contra sentencias judiciales constituye un elemento esencial en los distintos sistemás de control mixto de constitucionalidad para garantizar, simultáneamente, la defensa de los derechos subjetivos y la primacía de la Constitución en el ordenamiento jurídico”.  

En Febrero diez (10), dentro del expediente 1209857, T-091 de dos mil seis (2006), la Sala Constitucional, con ponencia del Magistrado JAIME CORDOBA TRIVIÑO, reiteró la línea jurisprudencial sobre la procedencia de la tutela contra sentencias, en donde se  consideró lo siguiente: 

“El estado actual de la jurisprudencia de la Corte respecto de la procedencia de la tutela contra decisiones judiciales. Reafirmación de una línea jurisprudencial.

3. La Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, se abstuvo de ingresar en el estudio de fondo del problema constitucional que la demanda de tutela le planteaba. Se fundamentó para ello en el “el criterio ampliamente divulgado por la jurisprudencia constitucional” de esa Sala, en el sentido que la acción de tutela contra decisiones judiciales resulta, por regla general, improcedente.

Cita como precedente jurisprudencial aplicable la sentencia C-543 de 1992, para efectuar su propia deducción en el sentido que “el juez constitucional no puede conocer por vía de tutela de las providencias judiciales”. Admitiendo de inmediato que la única posibilidad de “injerencia del juez de tutela”se produce frente a “presupuestos de arbitrariedad, capricho o ilegalidad del juez natural”, manifestando que ninguno de esos eventos concurre por tratarse de una materia “eminentemente interpretativa”.
Observa la Sala que la sentencia que se revisa se produce al margen de la jurisprudencia vigente de Sala Plena de esta Corporación sobre las reglas de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales. Si bien acierta en afirmar su procedencia excepcional, la negativa se funda en la inexistencia de una vía de hecho - concepto replanteado por esta Corporación-  y aún bajo ese supuesto, no aborda el estudio, para excluirlos, de los defectos que concurren a integrar esta construcción doctrinaria.

4.  En consecuencia se hace necesario reafirmar el precedente jurisprudencial sobre la materia:

Ha señalado esta Corporación que  desde cualquier perspectiva posible, el artículo 86 de la Constitución ampara la procedencia de la acción de tutela contra las decisiones judiciales, aún de última instancia, y que hay lugar a ella en los supuestos indicados por la propia jurisprudencia de esta Corporación.

Su posición acerca de la procedencia excepcional de la acción de tutela contra decisiones judiciales que amenacen o vulneren derechos fundamentales, fue reiterada en reciente decisión de Sala Plena:

“(…) El panorama es claro ya que como regla general la acción de tutela no procede contra decisiones judiciales y esto por varios motivos.  Entre ellos, en primer lugar, el hecho que las sentencias judiciales constituyen ámbitos ordinarios de reconocimiento y realización de los derechos fundamentales proferidos por funcionarios profesionalmente formados para aplicar la Constitución y la ley; en segundo lugar, el valor de cosa juzgada de las sentencias a través de las cuales se resuelven las controversias planteadas ante ellos y la garantía del principio de seguridad jurídica y, en tercer lugar, la autonomía e independencia que caracteriza a la jurisdicción en la estructura del poder público inherente a un régimen democrático.

(…)

“Con todo, no obstante que la improcedencia de la acción de tutela contra sentencias es compatible con el carácter de ámbitos ordinarios de reconocimiento y realización de los derechos fundamentales inherente a los fallos judiciales, con el valor de cosa juzgada de las sentencias y con la autonomía e independencia que caracteriza a la jurisdicción en la estructura del poder público; ello no se opone a que en supuestos sumamente excepcionales la acción de tutela proceda contra aquellas decisiones que vulneran o amenazan derechos fundamentales”. 

Es justamente éste ámbito excepcional de procedencia de la tutela contra decisiones judiciales, el que ha sido objeto de importantes desarrollos jurisprudenciales por parte de la Corte. 

En recientes decisiones, inicialmente en sede de revisión de tutela], y posteriormente en juicio de constitucionalidad se ha sentado una línea jurisprudencial que involucra la superación del concepto de vías de hecho y una redefinición de los supuestos de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones judiciales, en eventos que si bien no configuran una burda trasgresión de la Constitución, sí se está frente a decisiones ilegítimás violatorias de derechos fundamentales.

5. Esta evolución de la doctrina constitucional fue reseñada así:

“(E)n los últimos años se ha venido presentando una evolución de la jurisprudencia constitucional acerca de las situaciones que hacen viable  la acción de tutela contra providencias judiciales. Este desarrollo ha llevado a concluir que las sentencias judiciales pueden ser atacadas mediante la acción de tutela por causa de otros defectos adicionales, y que, dado que esos nuevos defectos no implican que la sentencia sea necesariamente una “violación flagrante y grosera de la Constitución”, es  más adecuado utilizar el concepto de “causales genéricas de procedibilidad de la acción” que el de “vía de hecho.

La redefinición de la regla jurisprudencial, y la consiguiente sustitución  del  uso del concepto de vía de hecho por el de causales genéricas de procedencia de la acción de tutela, es presentada así por la Corte:

“(...) la Sala considera pertinente señalar que el concepto de vía de hecho, en el cual se funda la presente acción de tutela, ha evolucionado en la jurisprudencia constitucional. La Corte ha decantado los conceptos de capricho y arbitrariedad judicial, en los que originalmente se fundaba la noción de vía de hecho. Actualmente no ‘(…) sólo se trata de los casos en que el juez impone, de manera grosera y burda su voluntad sobre el ordenamiento, sino que incluye aquellos casos en los que se aparta de los precedentes sin argumentar debidamente (capricho) y cuando su discrecionalidad interpretativa se desborda en perjuicio de los derechos fundamentales de los asociados (arbitrariedad). Debe advertirse que esta corporación ha señalado que toda actuación estatal, máxime cuando existen amplias facultades discrecionales (a lo que de alguna manera se puede asimilar la libertad hermenéutica del juez), ha de ceñirse a lo razonable. Lo razonable está condicionado, en primera medida, por el respeto a la Constitución.”

Un desarrollo más elaborado y sistemático a cerca de las causales específicas que harían procedente la acción de tutela contra decisiones judiciales, cuando quiera que ellas entrañen vulneración o amenaza a derechos fundamentales, se presenta así:

“(..) Además de los requisitos generales mencionados, para que proceda una acción de tutela contra una sentencia judicial es necesario acreditar la existencia de requisitos o causales especiales de procedibilidad, las que deben quedar plenamente demostradas. En este sentido, como lo ha señalado la Corte, para que proceda una tutela contra una sentencia se requiere que se presente, al menos, uno de los vicios o defectos que adelante se explican:
a. Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello.  
b. Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido. 

c.  Defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión. 

d. Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión. 
f. Error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales.

g.  Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional.

h.  Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado. 

i.  Violación directa de la Constitución. “en detrimento de los derechos fundamentales de las partes en el proceso, situación que concurre cuando el juez interpreta una norma en contra del Estatuto Superior o se abstiene de aplicar la excepción de inconstitucionalidad en aquellos eventos en que ha mediado solicitud expresa dentro del proceso”.

6. Reitera así la Corte, su posición  acerca de la exigencia de un análisis previo de procedibilidad de la acción de tutela cuando la misma se instaura contra decisiones judiciales, opción que aparece como razonable frente a la Constitución en la medida que permite armonizar la necesidad de protección de los intereses constitucionales implícitos en la autonomía jurisdiccional, y la seguridad jurídica, sin que estos valores puedan desbordar su ámbito de irradiación y cerrar las puertas a la necesidad de proteger los derechos fundamentales que pueden verse afectados eventualmente con ocasión de la actividad jurisdiccional del Estado.  

En este sentido la Corte Constitucional reiterará la doctrina constitucional en esta materia según la cual es procedente la acción de tutela contra providencias judiciales, aunque de manera excepcional, y previo análisis de ciertas causales, esto con el único propósito de conjurar la vulneración de derechos fundamentales. 

A continuación se estudiarán algunos aspectos relevantes que el caso plantea a efecto de establecer si se ha incurrido en las decisiones cuestionadas en un defecto capaz de estructurar una causal de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones judiciales.

El principio de favorabilidad en la aplicación de la Ley 906 de 2004, conforme a la jurisprudencia constitucional:

7. La Sala Plena de esta Corporación se ha pronunciado, de manera uniforme y reiterada, sobre la reafirmación del principio de favorabilidad en referencia a la aplicación de la Ley 906 de 2004 a hechos acaecidos antes de su vigencia y en los Distritos judiciales en donde aún no ha entrado en vigor, no obstante las disposiciones de vigencia que este sistema normativo establece y el método progresivo adoptado para su implementación.

Así en las sentencias 1092 de 2003] y C- 592 de 2005 la Corte declaró que la única interpretación posible del inciso tercero del artículo 6° de la Ley 906/04 es la que deriva de la conjugación de los principios de legalidad, irretroactividad de la ley, y favorabilidad penal.

La Corte reiteró que el principio de favorabilidad constituye un elemento fundamental del debido proceso en materia penal que no puede desconocerse bajo ninguna circunstancia. Señaló así mismo que en esta materia no cabe hacer distinción entre normas sustantivas y normas procesales, pues el texto constitucional no establece diferencia alguna que permita un trato diferente para las normas procesales. 

Estableció que, dado que el Acto Legislativo 03 de 2002 introdujo únicamente cambios en ciertos artículos de la parte orgánica de la Constitución, más no en la dogmática y que se hace necesario interpretar las modificaciones por él introducidas   teniendo en cuenta el principio de unidad de la Constitución, es claro que en manera alguna puede considerarse que el mandato imperativo del artículo 29 de la Constitución haya dejado de regir con la introducción del sistema penal acusatorio. 

Este mismo criterio fue expuesto por la Corte al examinar en la Sentencia C-1092 de 2003  los cargos que se formularon en contra de algunos apartes del artículo 5° del Acto Legislativo 03 de 2002. Concluyó  que  con las expresiones  “pero se aplicará de acuerdo con la gradualidad que determine la ley y únicamente a los delitos cometidos con posterioridad a la vigencia que en ella se establezca” contenidas en el  referido artículo simplemente se hizo expreso el principio de irretroactividad de la ley penal al formular algunas precisiones  inherentes a los aspectos temporales de aplicación de la reforma. 

En ese orden de ideas  es claro que  las normas de la Ley 906 de 2004 “por la cual se expide el Código de Procedimiento Penal”  igualmente  “deben interpretarse y aplicarse en forma tal que guarden armonía con los principios generales y los derechos fundamentales consagrados en el texto constitucional” y en consecuencia con los mandatos del artículo 29 superior.

Así, respecto de las expresiones “Las disposiciones de este código se aplican unica y exclusivamente para la investigación y el juzgamiento de los delitos cometidos con posterioridad a su vigencia” contenidas en el tercer inciso del artículo 6° de la Ley 906 de 2004, deben entenderse que al tiempo que comportan la formulación expresa del principio de irretroactividad de la ley penal, constituyen una precisión inherente a la aplicación, como sistema, de las normas contenidas en el código. Esta precisión se hace necesaria en atención al particular mecanismo establecido por el Acto Legislativo 03 de 2002 para la puesta en marcha del nuevo sistema acusatorio que comporta tres etapas diferentes; durante una de las cuales se presenta la coexistencia de dos sistemás  penales en distintas regiones del territorio nacional. Dichas expresiones en manera alguna pueden interpretarse en el sentido de impedir la aplicación del principio de favorabilidad. 

Ello resulta evidente para la Corte además por cuanto como lo puso de presente en la Sentencia C-873 de 2003  de lo que se trató  en este caso fue de la fijación de unos parámetros para la puesta en marcha, como sistema,   de las normas contenidas en el Acto Legislativo 03 de 2002  tendientes a introducir en Colombia el sistema acusatorio   pero en manera alguna de desconocer uno de los principios esenciales  del debido proceso en el Estado de Derecho, a saber el principio de favorabilidad penal. 

8. En sentencia C-801 de 2005, a propósito del estudio de constitucionalidad del artículo 530] de la ley 906 de 2004, reiteró este criterio jurisprudencial: “(L)a norma demandada no vulnera el artículo 29 superior porque, como ya se indicó, una sana hermenéutica constitucional conduce a que la aplicación gradual de ese sistema no contraríe sino que armonice con el principio de favorabilidad.  Por ello, siempre que se trate de situaciones específicas, susceptibles de identificarse no obstante la mutación del régimen procesal, es posible que, de resultar ello más favorable, las normas del nuevo régimen se apliquen de manera retroactiva a procesos por delitos cometidos antes de su entrada en vigencia y de su aplicación progresiva”
9. De otra parte, para la Sala resulta relevante destacar que el pronunciamiento de Sala Plena de esta Corporación en el que se reafirmó la preeminencia del principio de favorabilidad en su dimensión constitucional y universal (C-592 de 2005), y su aplicabilidad en el marco de la instauración progresiva del sistema penal introducido por el A.L. 03 de 2002 y la Ley 906 de 2004, tomó en consideración algunas decisiones de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia], en las cuales se admite, de manera explícita, la aplicación del postulado en mención a situaciones de coexistencia de regímenes que regulan de manera distinta un mismo supuesto de hecho. 

Es ésta una perspectiva amparada por el contenido del inciso 3° del artículo 29 de la Constitución que no introduce restricciones al principio de favorabilidad en materia penal, el cual tiene como ámbito de aplicación situaciones de tránsito normativo que pueden incorporar visiones de política criminal o tratamientos legislativos más benignos respecto de situaciones específicas. Esta comprensión además de reafirmar el profundo sentido humanístico que inspira la favorabilidad en materia penal, reconoce las particularidades que presenta el método de implementación del nuevo modelo penal por el que ha optado el constituyente colombiano. Adicionalmente, promueve la realización del principio de igualdad, frente al cual resultaría intolerable la coexistencia injustificada de dos procedimientos que permitieran disímiles  tratamientos legales a supuestos de hecho iguales. 

10. Ahora bien, como lo ha reiterado esta Corporación, la aplicación del principio de favorabilidad  es un asunto que atañe el examen de situaciones concretas  y por tanto,  es un asunto precisamente de aplicación de la ley, por lo que corresponderá  a los encargados de ello  atender el mandato imperativo del tercer inciso del artículo 29 superior”. 
En efecto, un ejercicio hermenéutico orientado a establecer cuál es el régimen legal o la norma que más favorece los intereses del procesado o sentenciado, comporta un análisis particular del caso concreto, lo cual no implica libertad absoluta del operador judicial, quien está sujeto a los imperativos normativos pertinentes, y a los precedentes jurisprudenciales que rigen el asunto sometido a su conocimiento.
11. En conclusión, la  jurisprudencia constitucional de esta Corporación ha sentado varias directrices que interesan al análisis del caso que aquí se plantea, en materia de favorabilidad penal,  referida a la Ley 906 de 2004, así: (1) El principio de favorabilidad como parte integrante del cuerpo dogmático de la Constitución, conserva pleno vigor y aplicabilidad respecto de la Ley 906 de 2004, no obstante las normas de vigencia que ella consagra, orientadas a reafirmar el principio general de irretroactividad de la ley penal, el cual no es excluyente sino complementario de la favorabilidad; (ii) el principio de favorabilidad conserva su vigor en todo el territorio nacional, no obstante el método progresivo elegido para la implantación gradual del nuevo sistema; (iii) el principio de favorabilidad rige también situaciones de coexistencia de regímenes legales distintos, siempre que concurran los presupuestos materiales del principio de favorabilidad, lo que implica que no pueda ser aplicado frente a instituciones estructurales y características del nuevo sistema y como tales sin referente en el anterior; (iv) la aplicación del principio de favorabilidad reclama un estudio particularizado de cada caso a fin de determinar el impacto de las normas en conflicto sobre la situación del procesado.

12. También en sede de tutela esta Corporación se ha pronunciado acerca de la aplicación retroactiva de la Ley 906 de 2004, a hechos acaecidos antes del 1° de enero de 2005, en virtud del principio de favorabilidad, específicamente en el tema de la sentencia anticipada (Ley 600 de 2000), frente a la aceptación de cargos (Ley 906 de 2004).

En esta oportunidad, considera la Sala importante  introducir en su análisis un estudio comparativo de los dos institutos regulados en las normas legales en conflicto, para determinar si se trata de supuestos de hecho análogos que presentan un tratamiento legal diverso, única metodología que permite establecer, en concreto, la procedencia de la favorabilidad. Así mismo, incorporará la discusión que se ha gestado en la comunidad jurídica nacional sobre la materia, a efecto de cumplir su labor de unificación en el ámbito constitucional, y abordará las dificultades que el caso plantea desde el punto de vista de la sistemática distinta a la que pertenecen una y otra institución”.

En el auto cien (100) del dieciséis (16) de Abril de dos mil ocho (2008), la Corte Constitucional, reiteró la línea jurisprudencial, sobre la procedencia de la tutela contra sentencias y qué hacer cuando la Corte Suprema de Justicia se niega a darle trámite a una tutela contra una sentencia de Casación en donde se consideró lo siguiente: 
1. “Si la Corte Suprema se niega a resolver las tutelas interpuestas contra sus sentencias, el ciudadano puede interponerla ante cualquier otro juez.

2. Reitero que los jueces ante los que se vuelvan a interponer las tutelas contra sentencias de las altas CORTÉS no pueden negarse a resolverlas de fondo alegando incompetencia, como ha pasado en la mayoría de los casos.
3. Determinó que las reglas de reparto de tutelas previstas en el Decreto 1382 de 2000, no se debe acatar por excepción de inconstitucionalidad. 

Conforme a lo anterior, y lo que ordena la Constitución en su artículo ochenta y seis (86), todo Juez es competente para conocer de tutelas contra sentencias de la Corte Suprema de Justicia, por ser una autoridad judicial igual a cualquier otra, sin importar si su competencia es Municipal, Circuito, Tribunal o Corte, de tal manera que no se puede rechazar la presente acción de tutela con el argumento de la improcedencia, ni remitirla a otro con el argumento de la competencia, ya que el Decreto 1382 de 2003 no se debe aplicar por ser contrario a la Constitución, de hacerlo se estaría actuando contrario a derecho y contrario al precedente judicial; debiendo el juez de tutela pronunciarse de fondo y conforme a ello, procedo a formular las causales de tutela y sustentarlas previa identificación del ciudadano agraviado, la sentencia censurada de ilegal e inconstitucional y los hechos que la constituyen.   
CAPÍTULO SEGUNDO

TÍTULO PRIMERO 

Identificación del ciudadano agraviado
Se trata del ciudadano JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, de veintiocho (28) años de edad, nacido en Duitama (Boyacá) Duitama






















































































































 el dieciocho (18) de Febrero de mil novecientos ochenta (1980), hijo de JOSÉ EVARISTO MANOSALVA y OLGA CECILIA CASTAÑEDA, identificado con la cédula de ciudadanía No.74.375.577 expedida en Duitama (Boyacá), con arraigo en la Car. 8 No.13 -18 de la ciudad de Duitama, no tiene apodos, no tiene antecedentes penales ni contravencionales, salvo este exclusivamente, estudiaba zootecnia en la UNAD y es técnico profesional en agua potable y saneamiento básico del SENA, en la época de los hechos tenía veintiún (21) años de edad, trabajaba en la empresa GEMÁSBOY, en sus ratos libres y fines de semana vendía celulares y esmeraldas, reporta buena conducta antes de los hechos, durante el transcurso de la investigación, el juicio y hasta la fecha actual sigue reportado buena conducta, en el proceso obra prueba que así lo demuestra y actualmente no ha tenido ningún inconveniente con la justicia por conductas delictivas o contravenciones.  
TÍTULO SEGUNDO 

IDENTIFICACIÓN DE LA SENTENCIA CENSURADA EN LA ACCIÓN DE TUTELA
Se trata de la sentencia de Casación veintiún mil quinientos veintinueve (21529), del día siete (7) de Septiembre de dos mil seis (2006), proferida en la sala integrada por los Magistrados SIGILFREDO ESPINOZA PÉREZ, ÁLVARO ORLANDO PÉREZ PINZÓN, MARINA PULIDO DE BARÓN, JORGE LUIS QUINTERO MILANÉS, JULIO ENRIQUE SOCHA SALAMANCA y JAVIER ZAPATA ORTÍZ de la  Cote Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal,  aprobada con el acta cero noventa y tres (093) de la misma fecha, con ponencia del Magistrado JAVIER ZAPATA ORTÍZ, en ausencia de los Magistrados MAURO ZOLARTE PORTILLA, ALFREDO GÓMEZ QUINTERO y YESID RAMÍREZ BASTIDAS, donde se resolvió revocar integralmente la sentencia del Tribunal Superior del Distrito Judicial  de  Santa  Rosa de Viterbo, en  la  que se absolvió a JULIÁN LEONARDO MANOSALVA CASTANEDA, del cargo de coautor del delito de extorsión agravada en la modalidad de tentativa y se dejó vigente la sentencia de primera instancia, condenándolo a siete (7) años de prisión, inhabilidad para el ejercicio de derechos y funciones públicas por igual lapso, a indemnizar los perjuicios morales causados y se negó la suspensión condicional de la ejecución de la pena y la prisión domiciliaria.
CAPÍTULO  TERCERO
Hechos 

EN LA ETAPA DE INSTRUCCIÓN: 

1. El veintiuno (21) de Noviembre de dos mil uno (2001), ADRIANA MARCELA LÓPEZ NEGRO, recibió una llamada en su celular, No.3522814, en la que se le dijo, dígale a su mamá que colabore y le colgaron, el identificador del celular de llamadas mostró el No.3437019.  Al día siguiente  CARMEN STELLA NEGRO LÓPEZ, recibió en la portería de su casa un sobre a nombre de CARMEN STELLA NEGRO LÓPEZ, estando dentro de la casa lo abrió en presencia de su esposo, contenía un pequeño sobre plástico y por dentro un papel que por temor no abrieron. 
El veintiséis (26) de Noviembre de dos mil uno (2001), a las dos (2) y treinta y seis (36) de la tarde entró una llamada al teléfono fijo No.7631670 y contestó su esposo, él dijo: -a la orden- y le preguntaron: -la doctora-, su esposo pregunto, quién la llama: y él tipo contesto: -necesito a la doctora-, preguntó nuevamente su esposo: -quién la llama-, y él tipo dijo: -dígale que no se le olvide el encargo para mañana y sino su hija se muere- y le colgó.  En vista de eso, recurrieron a la oficina del GAULA, abrieron el sobre y se dieron cuenta que se trataba de una carta extorsiva, por parte del ELN donde la exigían la suma de de cincuenta millones ($50.000.000) de pesos, para entregarlos el día siguiente a las seis (6) de la mañana en la vía RUTA EL MUNDIAL, SITIO EL MIRADOR, donde dejarían una bandera de la organización en ese sitio donde se debía dejar el dinero en una bolsa de color negro, <<ver folios cinco (5) a seis (6), cuaderno uno (1) del expediente>>.  
2. El veintisiete (27) de Noviembre de dos mil uno (2001), la Fiscalía segunda (2) delegada ente los Jueces Penales del Circuito  especializado de Sogamoso, ordenó la apertura de la investigación previa y la práctica de pruebas, tendiente a establecer los responsables de la extorsión, <<ver folios nueve (9) y diez (10), cuaderno uno (1) del expediente>>.  
3. El cuatro (4) de Diciembre de dos mil uno (2001), el Cuerpo Técnico de Investigación GAULA, integrado por RiGOBERTO MEDINA CRUZ, GABRIEL RAMOS CARVAJAL, JAVIER OTAVO CONDE Y VÍCTOR SUÁREZ MORENO, procedieron con un operativo para el pago de la extorsión.  Aproximadamente a las cinco (5) y cuarenta (40) de la mañana, una persona se acercó al punto de encuentro llevando una bandera del ELN, la cual enterró en el césped y se alejó, CARMEN STELLA NEGRO CORTÉS dejó el paquete en el lugar señalado y se retiró del lugar en el vehículo que la transportaba, una vez se observó que había dejado el paquete como se indicó, la persona que puso la bandera, procedió a recoger el paquete, lo guardo debajo de la chaqueta junto con la bandera; visto esto el GAULA  captura un individuo que se identificó como JIMMY RODRÍGUEZ COGARIA, a quien no se le informó los derechos del capturado, tampoco se le respetaron sus derechos, se le interrogó sobre los hechos y su participación bajo presión, sin que estuviera asistido de por un abogado.
JIMMY RODRÍGUEZ dió el nombre de dos personas que lo estaban esperando y su ubicación, delatando a ALEX FERNANDO HERNÁNDEZ BENAVIDES y JULIÁN ENRIQUE SOLANO HIGUERA, estas dos personas fueron capturadas ilegalmente, no se les respetaron los derechos del capturado, fueron interrogados bajo presión y sin la presencia de un abogado que los asistiera, los funcionarios del GAULA los sometieron a un interrogatorio bajo amenazas, golpes tortura física y psicológica, ALEX FERNANDO HERNÁNDEZ para evitar que lo siguieran torturando dió el nombre de JULIÁN MANOSALVA como el responsable de la extorsión, persona que no se encontraba en su casa y fue capturada ilegalmente en su trabajo horas después, sobre las nueve (9) y cuarto (1/4) de la mañana, en un establecimiento de comercio de telefonía COMCEL, ubicado en la Calle dieciséis (16) entre Carrera dieciséis (16) y diecisiete (17) junto con su hermano ALEJANDRO MANOSALVA al que liberaron luego de un rato frente al Ley de Duitama, sin decirles cuál era el motivo de la captura, sin decirles cuáles eran sus derechos y sin respetárselos; no obstante, fueron obligados a firmar cada uno de ellos el acta de derechos del capturado y el acta de buen trato,  <<ver folios quince (15) a diecisiete (17) y cincuenta y dos (52), cuaderno uno (1) del expediente>>.  

4. El mismo cuatro (4) de Diciembre de dos mil uno (2001), la Fiscalía segunda (2) delegada ente los Jueces Penales del Circuito Especializados de Boyacá, ordena la apertura de la instrucción en contra de JIMMY RODRÍGUEZ COGARIA, ALEX FERNANDO HERNÁNDEZ BENAVIDES, JULIÁN ENRIQUE SOLANO HIGUERA y JULIÁN LEONARDO MANOSALVA CASTAÑEDA y ordena la práctica de pruebas, <<ver folios veintisiete (27) a veintiocho (28), cuaderno uno (1) del expediente>>.  
5. El cinco (5) de Diciembre de dos mil uno (2001), siendo las nueve (9) de la mañana, rinde indagatoria JIMMY RODRÍUEZ COGARIA, quien narra su versión de los hechos en la que formula cargos bajo juramento contra JULIÁN ENRIQUE SOLANO HIGUERA y el MONO y/o GORDO, es decir, ALEX FERNANDO HERNÁDEZ, cuando se le preguntó si conocía a JULIÁN LEONARDO MANOSALVA CASTAÑEDA, contestó NO, a ese muchacho yo no lo he visto nunca, <<hoja tres (3) de la diligencia>>,   luego de ser ilustrado sobre los cargos en su contra aceptó la extorsión, no aceptó la rebelión, ni el concierto para delinquir, <<ver folio treinta y uno (31) a treinta y cuatro (34), cuaderno uno (1) del expediente>>.  
6. El seis (6) de Diciembre de dos mil uno (2001), siendo las nueve (9) y media (1/2) de la mañana, rinde indagatoria  JULIÁN ENRIQUE SOLANO HIGUERA, en la que niega los hechos y dice no conocer a ALEX FERNANDO HERNÁNDEZ BENAVIDES, JULIÁN LEONARDO MANOSALVA CASTAÑEDA y JIMMY RODRIGUEZ COGARIA <<hoja dos (2) de la diligencia>>, luego resuelve colaborar, narra su versión de los hechos, en lo que no está JULIÁN LEONARDO MANOSALVA CASTAÑEDA, y cuando la Fiscalía le pregunta que si conoce al otro muchacho que está retenido con ellos, refiriéndose a MANOSALVA, responde: No señora, no lo conozco, <<hoja tres (3) de la diligencia>>.  Solicitó sentencia anticipada, acepto la extorsión, no aceptó la rebelión, ni el concierto para delinquir, <<ver folios cuarenta y uno (41) a cuarenta y cuatro (44), cuaderno uno (1) del expediente>>.  
7. El seis (6) de Diciembre de dos mil uno (2001), siendo las nueve (9) y media (1/2) de la mañana, rinde indagatoria  ALEX FERNANDO HERNÁNDEZ BENAVIDES alias el MONO y/o GORDO, en la que narra su versión de los hechos, formulando cargos contra JULIÁN LEONARDO MANOSALVA CASTAÑEDA y bajo juramento ALEX FERNANDO ratifica que MANOSALVA sacaba la información de la víctima y la suministraba, <<hoja dos  (2) y tres (3) de la diligencia>>, describe que MANOSALVA le dijo que tenía que hacer la carta y la llamada a ADRIANA, diciéndole que le dijera a su mamá que colaborara con la causa o si no que la vida de ella estaba corriendo peligro, que MANOSALVA le suministró un numero telefónico en un papel, que él, es decir, ALEX no llamó, ni hizo la carta, pasaron días y no volvió a verlo, que lo conocía hacía un (1)  año, que conocía hacia veinticinco (25) días a JULIÁN ENRIQUE SOLANO HIGUERA.
Que MANOSALVA le había dado unas esmeraldas para venderlas, que no conocía a la víctima, que JIMMY RODRÍGUEZ no sabía quién era, pero que ENRIQUE SOLANO si se distingue con JIMMY RODRIGUEZ, porque SOLANO se lo había comentado y que OSCAR MANRIQUE no tenía ninguna participación que él supiera, que OSCAR N., era quien había salido hacia poco de la Cárcel de Santa Rosa de Viterbo y que se la pasaba con él y con el Ingeniero RICARDO LEGUIZAMÓN.  Se le ilustró sobre los cargos, negó su participación en los hechos, no aceptó la extorsión, no aceptó la rebelión, ni aceptó el concierto para delinquir,  <<ver folios cuarenta y cinco (45) a cuarenta y ocho (48), cuaderno uno (1) del expediente>>.  
8. El seis (6) de Diciembre de dos mil uno (2001), siendo las dos (2) de la tarde, rinde indagatoria  JULIÁN LEONARDO MANOSALVA CASTAÑEDA, en la que narra su versión de los hechos, que se encontraba en Calle dieciséis (16) entre Carrera dieciséis (16) y diecisiete (17), sobre las nueve (9) y cuarto (1/4) de la mañana, cuando se encontraba trabajando en la oficina, entró el GAULA y sin decir el motivo de la captura y sin orden de captura, lo sacaron a la fuerza de su lugar de trabajo junto con su hermano ALEJANDRO MANOSALVA, los esposaron y luego de media cuadra soltaron a ALEJANDRO frente al Ley.
Cuando se le preguntó si conocía a las personas mencionadas por la Fiscalía, dijo que conocía de vista y trato al MONO, es decir, ALEX FERNANDO, que unos días le había dado unas esmeraldas, se las dio para que las vendiera y que se las había robado, que conocía a CARMEN STELLA NEGRO CORTÉS y su esposo, porque eran los papás de su amiga ADRIANA MARCELA, que los conoció por medio unos amigos del CONJUNTO RESIDENCIAL NAPOLY donde viven y que se la presentó una amiga, que eran grandes amigos, de confianza para la familia, que él la visitaba seguido en su casa y ella a él, no reconoció las cartas extorsivas, ni sabía quién las había hecho, no conocía la cuantía de la extorsión, ni el grupo  que la pedía, que no simpatizaba ni pertenecía a esos grupos, que nunca daba información de su familia y amigos a otras personas, que ALEX FERNANDO estaba mintiendo, el único negocio que tiene con él era el de las esmeraldas que se robo.  Afirmó que él, es decir, MANOSALVA fue quien le averiguó a ADRIANA de quien era el celular de donde la llamaron a extorsionarla, porque ella lo llamó a pedirle el favor que lo averiguara, el pensó que era mamando gallo y finamente le sugiere a ADRIANA colocar la denuncia en el GAULA… 
Una vez ilustrado de los cargos, por los que se le investigaba, no aceptó el cargo de extorsión, ni rebelión, ni concierto para delinquir, <<ver folios cuarenta y nueve (49) a cincuenta  y dos (52), cuaderno uno (1) del expediente>>.
9. El siete (7) de Diciembre de dos mil uno (2001), se reasigna la investigación a la Fiscalía Primera (1) delegada ante los Juzgados Penales del Circuito Especializados, <<ver folio sesenta y dos (62), cuaderno uno (1) del expediente>>.
10. El once (11) de Diciembre de dos mil uno (2001), se resolvió la situación jurídica de los detenidos, imponiéndoles medida de aseguramiento consistente en detención preventiva en establecimiento carcelario, como autores del delito de extorsión agravada, en la modalidad de tentativa en concurso con rebelión. 
La Fiscalía se abstiene de imponerles medida de aseguramiento por concierto para delinquir, <<ver folios sesenta y tres (63) a setenta y uno (71), cuaderno uno (1) del expediente>>.
11. El veinte (20) de Diciembre de dos mil uno (2001), rinde declaración ADRIANA MARCELA LÓPEZ NEGRO, amplió la denuncia y narró su versión de los hechos, contando como fueron las llamadas y cartas recibidas, destacó que eran grandes amigos, muy amigos con JULIÁN MANOSALVA, que era de confianza, que iba con regularidad a la casa, ella iba a la de él, por eso se volvió amiga de los hermanos, los papás y una prima que estudiaba en el mismo curso.
Que le habían comentado que JULIÁN MANOSALVA estaba  metido con gente mala, que desde Abril del dos mil uno (2001), no se hablaban, por esas malas amistades de él, pero que en Octubre el la llamó al celular a Bogotá, para decirle que dejara el orgullo que siempre podía contar con su amistad, luego el día que recibió la llamada de la extorsión ella se comunicó con él, porque lo estimaba y confiaba mucho en él, a ciegas, como ella sabía que él estaba trabajando en celulares, le pidió el favor que le averiguara  de donde podía venir la llamada, él le dijo que si que con mucho gusto le hacía el favor, que denunciara al GUALA, que Duitama estaba muy peligroso, le contó que le habían secuestrado un tío, <<hoja dos (2) de la diligencia>>.   Luego no supo nada de él sino cuando el GAULA llamó para decir que habían cogido a JULIÁN MANOSALVA y que era el jefe de la banda, fue una sorpresa, no pensé que él fuera a hacer algo así.
Informo que un amigo le dijo que JULIÁN MANOSALVA estaba metido con ratas de Duitama y metía drogas y que JULIÁN les decía a todos los del barrio que conocía a todas las ratas de la ciudad, que una muchacha AMANDA amiga de JULIÁN le contó que había conocido al MONO, al que cogieron con él, él que lo delató, que hacia tres meses lo conoció, que AMANDA le dijo a JULIÁN que se retirara de esa amistad, porque lo iba a meter en un problema grande, me comentó que el MONO, ALEX FERNANDO estaba arrepentido, por haber metido a JULIÁN en problemas, que JULIÁN no tenía nada que ver en el asunto. <<hoja dos (2) de la diligencia>>.
Que JULIÁN MANOSALVA conocía los carros, la finca, los números de teléfono, el cambio de números telefónicos, donde trabajaba su mamá, que era tramador, que a cualquiera enredaba, de buena familia, trabajador, que estaba en Muzo, que vendía esmeraldas y finaliza diciendo que el MONO, ALEX FERNANDO está arrepentido, <<ver folio ochenta y siete (87) a  ochenta y nueve (89), cuaderno uno (1) del expediente>>.

12. El veinte (20) de Diciembre de dos mil uno (2001), rinde declaración CARMEN STELLA NEGRO CORTÉS, amplió la denuncia y narró su versión de los hechos, contando cómo fueron las llamadas y cartas recibidas mediante las que se les estaba extorsionando, ratificó lo dicho en la denuncia, destacó que uno de los capturados era un persona que fue amiga de su hija, que se llamaba JULIÁN MANOSALVA, que hacía meses que su hija se había alejado de él, porque otras personas le habían dicho que andaba con malas amistades y él tenía los números celulares porque él se los vendió en Diciembre de dos  mil (2000), que cambiaron los teléfonos por una promoción que les ofreció y debido a que en Abril del mismo año los habían llamado a extorsionarlos, <<ver folio noventa (90) a noventa y uno  (91), cuaderno uno (1) del expediente>>.
13. El veintiocho (28) de Diciembre de dos mil uno (2001), la defensa de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA solicitó diversas pruebas con el fin de esclarecer la conducta de su defendido, tales como: ampliación de testimonio de CARMEN STELLA NEGRO CORTÉS, RIGOBERTO MEDINA CRUZ, GABRIEL RAMOS CARVAJAL, JAVIER OTAVO CONDE, VICTOR A. SUÁREZ MORENO, ADRIANA LÓPEZ NEGRO, JOSÉ EVARISTO MANOSALVA, OLGA CECILIA CASTAÑEDA, ALEJANDRO MANOSALVA; oficiar al Colegio Salesiano de Duitama para establecer sí el señor JULIÁN LEONARDO MANOSALVA estudió en esa institución, oficiar a la Universidad Nacional abierta y a distancia para verificar sí JULIÁN LONARDO MANOSALVA estuvo estudiando allí, oficiar a la empresa EMPODUITAMA, para que verificar sí JULIÁN LEONARDO MANOSALVA trabajó en esa empresa, oficiar a la Brigada Militar con sede en Sogamoso Batallón Turquí, para que certifique sí dentro del archivo de inteligencia militar sobre los grupos guerrilleros se encuentra el nombre de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, con lo cual se verifica que no es miembro de ningún grupo alzado en armas; prueba pericial de grafología, para verificar que JULIÁN LONARDO MANOSALVA no escribió las cartas extorsivas, prueba pericial espectográfica o de voz, para verificar que JULIÁN LEONARDO MANOSALVA no es la persona que realizó las llamadas extorsivas, <<ver folios noventa y dos (92) a noventa y seis (96), cuaderno uno (1) del expediente>>.
14. El nueve (9) de Enero de dos mil dos (2002), voluntariamente  rinde ampliación de indagatoria ALEX FERNANDO HERNÁNDEZ BENAVIDES alias el GORDO, en la que SE RETRACTA de los cargos formulados a JULIÁN LEONARDO MANOSALVA CASTAÑEDA como responsable de la extorsión, narra que el motivo por el cual lo involucró fue porque los del GAULA le dijeron que dijera quien era el responsable de la extorsión, lo amenazaron con un arma, le metieron el fusil en la boca, le pusieron una bolsa plástica con una manta negra en la cabeza, le decían que cantara para encontrar a ese HP y matarlo, que colaborara con la justicia y saldría rápido, que debido al susto y para que no le hicieran nada, porque ya le habían pegado mucho dijo que el responsable era JULIÁN MANOSALVA, pero él no es responsable y también por vengarse de MANOSALVA, ya que él le dió unas esmeraldas y como no se las pagó, delante de unas personas lo hizo quedar mal; explicó cómo hizo la bandera, cómo contactó al sujeto que puso la bandera, cuánto le ofreció pagarle a cambio de que la enterrara en el césped y recogiera el paquete, <<ver folios noventa y siete (97) a ciento tres (103), cuaderno uno (1) del expediente>>.
15. El ocho (8) de Enero de dos mil dos (2002), la Fiscalía Primera delegada ente los Jueces Penales del Circuito Especializados, decretó las pruebas solícita das por la defensa de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, <<ver folios ciento cuatro (104) a ciento cinco (105), cuaderno uno (1) del expediente>>.
16. El diez (10) de JUNIO de don mil dos (2002), la defensa de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA presentó  diversas pruebas tales como: certificado de buena conducta de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, expedida por el Teniente Coronel DANIEL GREGORIO CLAVIJO,  constancia de buena conducta de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, expedida por Monseñor LUIS ANTONIO CORREDOR, de la Diócesis de Duitama, certificación de buena conducta de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, expedida por el Alcalde Municipal de Duitama, certificación de buena conducta de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, expedida por el Jefe de Talento Humano de la empresa Obras Sanitarias de Duitama, certificado de buena conducta de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, expedida por el  Vicario General de la Diócesis de Duitama, certificación de buena conducta de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, expedida por la Secretaria de de la Parroquia de San José Obrero, certificación de buena conducta de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, expedida por el Gerente de la empresa Educar Mundo Didáctico, constancia de buena conducta de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, expedida por el Representante Legal de COMCEL de Duitama, certificación de buena conducta de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, expedida por el DR. GONZALO GUARÍN VIVAS, certificación de buena conducta de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, expedida por LUIS HUMBERTO CABIELES CARO, constancia de buena conducta de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, expedida por el Gerente de Construcciones y Montajes Electroduitama, certificación de buena conducta de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, expedida por Presidente Ejecutivo de la Cámara de Comercio de Duitama, constancia de buena conducta de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, expedida por el Ingeniero OSCAR ALFREDO BOADA, referencia personal de los compañeros de estudio de Zootecnia en la UNAD, certificación de buena conducta de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, expedida por el DR. GERMAN R. GUITIERREZ, certificación de buena conducta de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, expedida por DRA. GLADYS ESTER VALDERRAMA, certificación de buena conducta de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, expedida por DR. SEGUNDO ARCENIO PORRAS SANDOVAL, certificación de buena conducta de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, expedida por el Gerente de RCN de Duitama, recomendación de la DRA. AIDÉ TABORDA GONZALEZ, el contrato de aprendizaje realizado entre  JULIÁN LEONARDO MANOSALVA y la empresa INGEMÁS de Boyacá y para demostrar la animadversión y las contradicciones en el testimonio de ADRIANA MARCRELA LOPEZ NEGRO y CARMEN STELLA NEGRO CORTÉS, se aporta copia de los correos electrónicos que ADRIANA MARCRELA LOPEZ NEGRO, le enviaba a JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, <<ver folios ciento catorce (114) a ciento cincuenta y cinco (155), cuaderno uno (1) del expediente>>.
17. El veintiuno (21) de Enero de dos mil dos (2002), rinde ampliación de declaración EVARISTO MANOSALVA BLANCO, en la que se sintetiza: que JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, estudia en el SENA aguas potables y saneamiento básico y en la UNAD Zootecnia, que en los ratos libres trabaja arreglando y vendiendo celulares en una oficina de COMCEL ubicada en la Calle dieciséis (16) con dieciséis (16) de Duitama, que el día de los hechos en que fue capturado uno de los extorsionistas, él se levantó a las siete (7) de la mañana, vio el noticiero en compañía de su mamá y luego salio con el, es decir, JULIÁN salio con EVARISTO, sobre las ocho (8) treinta(30) de la mañana y él se quedó en el parque los libertadores, para irse a la oficina de COMCEL, que conocía a ADRIANA por que iba a su casa frecuentemente, que JULIÁN le comentó que la familia de ADRIANA estaba siendo extorsionada y que él le aconsejó informar al GAULA, que su hijo no conformaba parte de grupos al margen de la ley, que un familiar de él había sido secuestrado y liberado en Bucaramanga, por el grupo GAULA en el mes de Noviembre del dos mil uno (2001), que en EMPODUITAMA hizo prácticas, que algunas veces traía esmeraldas de la mina ubicada en Maripí, las vendía o las mandaba tallar, describe el horario de estudio, de trabajo y la rutina diaria de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, <<ver folio ciento cincuenta y ocho (158) a ciento cementa  (160), cuaderno uno (1) del expediente>>.
18. El veintiuno (21) de Enero de dos mil dos (2002), rinde ampliación de declaración JUAN JOSÉ ALEJANDRO MANOSALVA CASTAÑEDA, hermano de JULIÁN, en la que se destaca que estuvo presente en el momento de la captura, la cual fue sobre las nueve (9) y treinta (30) de la mañana, unas personas se identificaron como funcionarios del GAULA, los cuales utilizaron la fuerza, sin decir la causa de la captura, tampoco tenía orden de captura, afirmó que los del GAULA le pegaron, sacaron las pistolas y fusiles, cuando se llamo a la policía al 112 intimidaron a todos los que se encontraban en la oficina, los sacaron de la oficina a los dos y los subieron a una camioneta, los esposaron y a cuadra y media lo soltaron, es decir, a JUAN JOSÉ ALEJANDO frente al Ley, dijo que su hermano estudiaba en el SENA y en la UNAD, en sus ratos libres trabajaba en el servicio técnico de celulares, que no pertenecía a ningún grupo al margen de la ley, que traía esmeraldas de la mima, que su hermano tenía una amistad muy íntima con ADRIANA, conseguía clientes en la oficina de COMCEL, asesoraba y revisaba el funcionamiento de celulares, <<ver folios ciento sesenta y uno (161) a ciento sesenta y tres (163), cuaderno uno (1) del expediente>>.
19. El veintiuno (21) de Enero de dos mil dos (2002), rinde ampliación de declaración JAVIER FERNANDO GÓMEZ BARRERA, gerente de la Oficina de COMCEL, en la que se destaca el procedimiento de captura de JULIÁN LONARDO MANOSALVA y su hermano, la hora en que JULIÁN llegó a trabajar, la llamada que se hizo a la policía pensado que se trataba de un secuestro, la violencia que usó el GAULA y las personas que estaban presentes en el lugar, <<ver folios ciento sesenta y cuatro (164) a ciento sesenta y cinco (165), cuaderno uno (1) del expediente>>.
20. El veintiuno (21) de Enero de dos mil dos (2002), rinde ampliación de declaración GABRIEL RAMOS CARVAJAL, funcionario del GUALA,  en la que se destaca que él no captura a ninguna persona, que él no dió ninguna información a las víctimas sobre los capturados, que él era quien acompañó en el vehiculo a la señora CARMEN STELLA LÓPEZ NEGRO el día que se dejó el paquete con el dinero en el punto señalado con la bandera del ELN tal y como decían las instrucciones de las cartas extorsivas,    <<ver folios ciento sesenta y seis (166) a ciento sesenta y siete (167), cuaderno uno (1) del expediente>>.
21.      El veintiuno (21) de Enero de dos mil dos (2002), rinde ampliación de declaración OLGA CECILIA CASTAÑEDA DE MANOSALVA, mamá de JULIÁN LONARDO MANOSALVA, en la que se destacó lo que hizo JULIÁN el día de los hechos, se levanto a las siete (7) A.M., vio con ella el noticiero hasta las ocho (8) A.M., luego se alisto y a las ocho (8) y treinta (30) salió de la casa en compañía del papá, se bajó del carro en el parque los libertadores, también manifestó que JULIÁN estudió en el SENA, en la UNAD y en sus ratos libres arregla y vende celulares en la oficina de COMCEL, que no es miembro de grupos al margen de la ley, conocía a ADRIANA, ella frecuentaba la casa que ella y su hijo tenían una relación íntima, que JULIÁN consiguió novia y ella por celos terminó con la amistad, que le parecía un absurdo la vinculación de su hijo en un delito como ese, <<ver folios ciento sesenta y ocho (168) a ciento setenta (170), cuaderno uno (1) del expediente>>.
22. El veinticuatro (24) de Enero de dos mil dos (2002), rinde ampliación de declaración CARMEN STELLA NEGRO CORTÉS, víctima de la extorsión, en la que se concretó lo siguiente: que recibieron dos llamadas, la primera la recibió el esposo, la segunda la recibió ella, era la voz de un hombre joven, pero no la identificó, que conocía a JULIÁN LONARDO MANOSALVA, porque era amigo de su hija, que ella hablaba con el, en los últimos meses el no llamó porque habían cambiado el numero telefónico, que la voz en la llamada extorsiva no era la de JULIÁN LONARDO MANOSALVA, que si hubiera estado enterada que JULIÁN LONARDO pertenecía a grupos al margen de la ley no le hubiera permitido a su hija estar con el, su hija iba a la casa de JULIÁN y él a la de ellos que eran muy amigos, que el fue quien les vendió los celulares y podía conocer los números porque era muy amigo de los porteros, los cuales conocían los números telefónicos debido a que ellos recibían los recibos, que las llamadas de la extorsión fueron al teléfono fijo, la primera llamada que hicieron fue al celular de ADRIANA, <<ver folios ciento setenta y cuatro (174) a ciento setenta y siete (177), cuaderno uno (1) del expediente>>.
23.   El veinticuatro (24) de Enero de dos mil dos (2002), rinde ampliación de declaración ADRIANA MARCELA LÓPEZ NEGRO, víctima de la extorsión, en la que se concretó lo siguiente: que su amistad con JULIÁN LONARDO MANOSALVA se terminó el día que lo capturaron, que en ninguna de las llamadas extorsivas era la voz de su amigo MANOSALVA, que tal vez por el hecho de estar en la Policía era que conocía gente que no es muy recomendable, la letras de las cartas extorsivas no se perecen a las de JULIÁN, que ella luego de la llamada extorsiva se comunicó con él para pedirle el favor que le averiguara a quien partencia el teléfono, que él dijo que fuera al GAULA que estaba muy peligroso, que en el identificador del celular salio un EDGAR, pero que JULIÁN le averiguó y le dijo que estaba a nombre de otra persona el teléfono, que no le consta que el forme parte de grupos al margen de la ley y finalmente menciona las personas que tenían su número celular, <<ver folios ciento setenta y siete  (177) a ciento setenta y ocho (178), cuaderno uno (1) del expediente>>.

24. El treinta  (30) de Enero de dos mil dos (2002), rinde  declaración JAVIER OTAVO CONDE, funcionario del DAS, en la que se destaca lo siguiente: que llegó minutos después de la captura del que puso la bandera del ELN y recogió el paquete, es decir JIMMY RODRÍGUEZ,  que él no capturó a ninguno porque su función era de apoyo, luego dice que sólo participó en la captura del que recogió el paquete y que dicho capturado dió inmediatamente los nombres de los otros sujetos que participaron en la extorsión,  que en la captura de JULIÁN sólo se lo llevaron a él en una camioneta del GAULA, que ALEX FERNANDO, es decir, el MONO O GORDO, en el momento de su captura les dijo que el responsable era MANOSALVA un muchacho que trabajaba en celulares y que vivía cerca de la familia NEGRO LÓPEZ, que se la pasaba en las minas y traía esmeraldas para vender y que le había dado unas para que se rebuscara y que él había propuesto sacarle dinero a esa familia, <<ver folios ciento ochenta y tres (183) a ciento ochenta y cuatro (184), cuaderno uno (1) del expediente>>.

25. El treinta  (30) de Enero de dos mil dos (2002), rinde  declaración RIGOBERTO MEDINA CRUZ, funcionario del grupo GAULA, en la que se destaca lo siguiente: que sirvió de apoyo en el operativo, que el capturado que recogió el paquete informó el nombre y la ubicación de los otros partícipes, los cuales fueron capturados y uno de ellos, ALEX FERNANDO dijo que el responsable de la extorsión era MANOSALVA. RIGOBERTO dijo que solo se capturó MANOSALVA en las oficinas de COMCEL, que su hermano obstaculizó la captura, que se lo llevaron y llamó a la policía, manifestó que a nadie se agredió, que como se conoce a MANOSALVA es un mucho más alto que él y no sería capaz de hacerlo, que ese no su proceder y más adelante dice que no participó en la captura de MANOSALVA ya que simultáneamente debía realizar otro operativo en la ciudad de Sogamoso y al no contar con personal suficiente debió desplazarse al otro operativo, luego dice que llegó momentos después de las capturas a hacer parte del operativo, <<ver folios ciento ochenta y cinco (185) a ciento ochenta y ocho (188), cuaderno uno (1) del expediente>>.

26. El cinco (5) de Febrero de dos mil dos (2002), se allega la repuesta de oficios por parte de la Universidad UNAD, mediante la cual se certifica que JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, estuvo matriculado en la carrera de zootecnia y la empresa EMPODUITAMA LTDA., mediante la cual se certifica que JULIÁN LEONARDO MANOSALVA había trabajado en dicha empresa realizando la pasantía del SENA, observando buena conducta, <<ver folios ciento ochenta y nueve (189) a ciento noventa (190), cuaderno uno (1) del expediente>>.

27. El cinco (5) de Marzo de dos mil dos (2002), la Fiscalía declara el cierre de la investigación y corre traslado para presentar alegatos de conclusión, <<ver folio doscientos nueve (209), cuaderno uno (1) del expediente>>.

28. El seis (6) de Marzo de dos mil dos (2002), llegó al expediente el dictamen grafológico en el que se concluye que luego de realizado en estudio científico se demuestra que JULIÁN LEONARDO MANOSALVA CASTAÑEDA no elaboro las cartas extorsivas, no corresponde a su gesto grafico, no son uníprocedentes, <<ver folios doscientos doce (212) a doscientos veintidós (222) y sus anexos a folio doscientos cincuenta y nueve (259), cuaderno uno (1) del expediente>>.

29.       ALEX FERNANDO HERNÁDEZ BENAVIDES, JULIÁN ENRIQUE SOLANO HIGUERA y JIMMY RODRÍGUEZ COGARIA antes de la ejecutoria del cierre de investigación manifestaron de forma voluntaria su deseo de acogerse a sentencia anticipada ante la Fiscalía y así procedieron suscribiendo el acta de aceptación de cargos  en la Fiscalía y la solicitud de sentencia anticipada, <<ver folios doscientos sesenta (260) a doscientos setenta y uno (271), cuaderno uno (1) del expediente>>.

30. El veintisiete (27) de Marzo de dos mil dos (2002),  el defensor de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, presentó  alegatos de conclusión, en los que sintetizó los hechos de la investigación, se pronunció sobre la imputación y desarrolló sus consideraciones respecto al cargo de rebelión argumentó que no se probó y que sin armamento es imposible derrocar al gobierno (…), 
Respecto del cargo de extorsión agravada en el grado de tentativa, manifestó que no se probó, que se colocó irresponsablemente a MANOSALVA en una flagrancia inexistente, que la única persona que implicaba a MANOSALVA fue ALEX FERNANDO bajo tortura y sin que lo hiciera bajo juramento, quien de manera voluntaria pidió ampliación de indagatoria y se retractó de la sindicación hecha, explicó que lo hizo para que lo dejaran de golpear los del GAULA y por venganza con MANOSALVA por haberlo hecho quedar mal con unas personas, por unas esmeraldas que no les había pagado, pero que esa persona no tenía nada que ver con la extorsión y que el verdadero culpable era un señor llamado JUAN. 
El no haber juramentado a ALEX FERNANDO en el momento de la indagatoria cuando hizo la sindicación a MANOSALVA, no sirve para condenar ya que el juramento fue al final, sólo para preguntarle si ratificaba que MANOSALVA fue el que dio la información a lo cual contestó que si, simplemente;  empero, cuando lo sindicó no estaba declarando bajo juramento y en su posterior declaración se retractó diciendo que MANOSALVA no es el responsable y que no tiene nada que ver con la extorsión, destaca las demás pruebas pronunciándose una a una con las que se demuestra que MANOSALVA no tuvo participación en los hechos, también destacó la violación de principios, derechos y garantías fundamentales y por ello pide se profiera resolución de preclusión a favor de MANOSALVA, <<ver folios doscientos setenta y tres (273) a doscientos ochenta y uno (281), cuaderno uno (1) del expediente>>.

31. El veinticinco (25) de Abril de dos mil dos (2002), la Fiscalía profiere resolución de acusación en contra de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA CASTAÑEDA, como presunto coautor del delito de extorsión en el grado de tentativa, mantiene vigente la medida de aseguramiento y rompe la unidad procesal para vincular a la investigación a OSCAR OOSWALDO MANRIQUE MURILLO por los mismos hechos, en firme la decisión ordena remitir la actuación a los Juzgados de reparto y concede los recursos de reposición y apelación contra la resolución de acusación, <<ver folios doscientos ochenta y tres (283) a doscientos noventa y ocho (298), cuaderno uno (1) del expediente>>.

32. El treinta (30) de Abril de do mil dos (2002) el procurador ciento sesenta y seis (166)  judicial en lo penal, interpone y sustenta el recurso de reposición y en subsidio el de apelación en contra de la resolución de acusación   con el fin de que la acusación se hiciera con el agravante de mayor punibilidad, <<ver folio doscientos  noventa y nueve (299) a trescientos uno (301), cuaderno uno (1) del expediente>>.

33. El diecisiete (17) de Mayo de dos mil dos (2002), la Fiscalía repone la resolución de acusación respecto de la calificación jurídica y en su lugar acusa a MANOSALVA como coautor, por el delito de extorsión agravada en la modalidad tentada, con circunstancia de mayor punibilidad, <<ver folios trescientos cuatro (304) a trescientos seis (306), cuaderno uno (1) del expediente>>.

34. El veinte (20) de Junio de dos mil dos (2002), es recibido el expediente de la Fiscalía en el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Tunja, al que se le asigna el radicado 2002-089, <<ver folio trescientos once (311), cuaderno uno (1) del expediente>>.

35.  El veintiuno (21) de Junio de dos mil dos (2002), el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Tunja, deja en la secretaría del Juzgado el expediente a disposición de los sujetos procesales, por el término de quince (15) días hábiles, para los fines del artículo cuatrocientos (400) del C. P. P., <<ver folio trescientos once (311), cuaderno uno (1) del expediente>>.

36. La defensa de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, fue el único sujeto procesal que solicitó pruebas en el juicio, pidió las siguientes: testimonio de JHON MARIO NIÑO, JIMMY RODRÍGUEZ COGARIA, ALEX FERNANDO HERNÁNDEZ BENAVIDES y el testimonio de JULIÁN ENRIQUE SOLANO HIGUERA, <<ver folios trescientos catorce (314) a trescientos diecisiete (317), cuaderno uno (1) del expediente>>.

37. El Secretario de la Fiscalía delegada ante los Jueces Penales del Circuito Especializados donde se continuó con la investigación, por el delito de extorsión en contra de OSCAR OOSWALDO MANRIQUE MURILLO, alias el GATO a quien nombra ALEX FERNANDO como JUAN, sin que mediara solicitud u orden de autoridad judicial competente, envió una copia simple de la indagatoria rendida el catorce (14) de Junio de dos mil dos (2002),  por OSCAR OOSWALDO, al Juzgado Penal del Circuito Especializado de Tunja, que estaba conociendo del juicio contra JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, para que obrara dentro de dicho proceso, trasladándose dicha copia de manera ilegal y sin que estuviera decretara como prueba dentro del mismo, <<ver folios trescientos dieciocho (318) a trescientos veintiséis (326), cuaderno uno (1) del expediente>>.

38. El veintitrés (23) de Julio de dos mil dos (2002), se ordena por el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Tunja, citar a los sujetos procesales a la audiencia preparatoria, de que trata el artículo cuatrocientos uno (401) del C. P. P., para el día doce (12) de Septiembre de dos mil dos (2002), a las diez (10) de la mañana, <<ver folios trescientos veintiséis (326) a trescientos veintisiete (327), cuaderno uno (1) del expediente>>.

39. El día doce (12) de Septiembre de dos mil dos (2002), se llevó a cabo la audiencia preparatoria con la participación de todos los sujetos procesales, en la que tenía por fin resolver la petición de pruebas solícita das por la defensa de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, sin embargo, se suspendió la misma, en razón a que con fundamento en el Decreto dos mil uno (2001) del nueve de Septiembre de dos mil dos (2002), la competencia del delito de extorsión le correspondía conocer a la justicia ordinaria y no a la especializada, por lo que se dispuso enviar el expediente a reparto, para que conociera el Juez Penal del Circuito de Duitama (Boyacá), <<ver folios trescientos veintinueve (329) a trescientos treinta y tres (333), cuaderno uno (1) del expediente>>.

40. El veintiséis (26) de Septiembre de dos mil dos (2002), el Juzgado Primero Penal del Circuito de Duitama (Boyacá), avoca conocimiento, <<ver folio trescientos treinta y cuatro (334), cuaderno uno (1) del expediente>>.

41. El primero (1) de Octubre de dos mil dos (2002), el Juez Primero Penal del Circuito de Duitama (Boyacá), ordenó citar a los sujetos procesales, para celebrar audiencia preparatoria de que trata el artículo cuatrocientos uno (401) del C. P. P., el día veintiuno (21) de Octubre de dos mil dos (2002), <<ver folio trescientos treinta y seis (336), cuaderno uno (1) del expediente>>.

42.  El veintiuno (21) de Octubre de dos mil dos (2002), se realizó la audiencia preparatoria en presencia de todos los sujetos procesales y se decretó exclusivamente el testimonio de JHON MARIO NIÑO, JIMMY RODRÍGUEZ COGARIA, ALEX FERNANDO HERNÁNDEZ BENAVIDES y  JULIÁN ENRIQUE SOLANO HIGUERA, la Fiscalía no solicitó pruebas, el Juez tampoco decretó pruebas de oficio y dio por terminada la audiencia preparatoria, <<ver folio trescientos treinta y  nueve  (339), cuaderno uno (1) del expediente>>. 
43. El catorce (14) de Noviembre de dos mil dos (2002), Juez Primero Penal del Circuito de Duitama, se constituyó en audiencia pública, en la que se interrogó al acusado JULIÁN LEONARDO MANOSALVA quien negó enfáticamente los cargos y los hechos, reiteró lo ya dicho en sus anteriores versiones sin contradicción, inexplicablemente se le interrogó con y sobre el contenido ilegal de un documento desconocido para los sujetos procesales, ya que fue radicado en el proceso sin que ninguno de los sujetos procesales lo hubiera solícita do, sin que ninguno de los sujetos procesales hubiera participado en su producción, sin que ninguno de los sujetos procesales hubiera ejercido la contradicción del contenido del documento, sin que ninguno de los sujetos procesales hubiera hecho su aducción al proceso y sin que ninguno de los sujetos procesales lo hubiera traslado al proceso, el cual no había sido solícita do como prueba por ningún sujeto procesal, ni había sido decretado como prueba en la audiencia preparatoria, ya que dicho documento fue enviado por el Secretario de la Fiscalía Primera delegada ente los Jueces Penales del Circuito Especializada a motu propio.

El documento radicado en el Juzgado contenía la indagatoria del señor OSCAR OOSWALDO MANRIQUE MURILLO quien sindicó a MANOSALVA de ser el informante en la extorsión, a lo cual el procesado dijo que era falso y negó en su integridad la sindicación de OSCAR, reiteró que no acostumbra a dar la información ni de sus familia, ni de sus amigos a nadie, dijo que conocía los números de teléfonos anteriores de la Dr. CARMEN STELLA NEGRO CORTÉS, pero los números actuales no los conocía, reiteró que él fue quien les vendió los celulares debido a que él trabajaba en su ratos libres en una oficina de COMCEL donde vendían celulares, reiteró la llamada que recibió de  ADRIANA en donde le pedía que averiguara a quien pertenecía el teléfono de donde la llamaron, reiteró que prestó su servicio militar en el Policía de Duitama, reiteró que estuvo estudiando zootecnia en la UNAD y como prácticante del SENA en tecnología de agua potable y saneamiento básico en el centro nacional minero en Maripí, en la empresa GEMÁSBOY, reiteró que él dío unas esmeraldas a ALEX FERNANDO para que las vendiera y lo que hizo fue robárselas, cuando se le preguntó que si conocía los nombres de los escoltas del Ingeniero LEGIZAMON, dijo que como en dos ocasiones que salio en Duitama con ellos conoció a un muchacho que le decían el GATO y que estaba con el MONO es decir, ALEX FERNANDO, posteriormente cuando se le pone de presente unas fotos para que identifique a la persona que conocía como el GATO, señaló la foto que correspondía a OSCAR OOSWALDO.  
Rinde declaración JIMMY RODRÍGUEZ COGARIA, quien dice que su participación en la extorsión fue la de recoger el paquete, que no conoce a MANOSALVA, ni lo había oído nombrar, lo vio en la celda cuando el GAULA lo capturó el cuatro (4) de Diciembre del año pasado, le preguntaron que si conocía a OSCAR OOSWALDO a lo que dijo que no, que sólo conocía al GORDO, es decir, ALEX FERNANDO, que él fue quien lo contactó, que no sabía nada, sólo lo mandaron a recoger el chiquero. 

Rinde declaración JULIÁN ENRIQUE SOLANO, quien dice no conocer a MANOSALVA, lo conoció en el GAULA cuando fueron capturados, que sí conocía a ALEX FERNANDO y que él le dijo que lo acompañara al mirador en donde OSCAR lo esperaba, que fue hasta el mirador y no encontró a nadie y se regresó, el GATO es la persona que el llama como OSCAR N., se le da lectura a las anteriores DECLARACIÓNES donde cuenta cómo se hicieron las llamadas y se enviaron las cartas de la extorsión, lo cual acepta que es verdad, dice que quien hablaba era ALEX FERNANDO y quien pasaba los datos era OSCAR el GATO, se le pone de presente la fotografía de OSCAR OOSWALDO para que identifique a la persona que conoce como el GATO y dijo no reconocerlo.
Rinde declaración ALEX FERNANDO HERNÁNDEZ BENAVIDES, quien manifiesta que JULIÁN MANOSALVA, no tiene nada que ver en la extorsión, que el autor intelectual de la extorsión es el GATO, que la información para la extorsión se la daba OSCAR MANRIQUE, alias el GATO, que gracias a él estaba ahí, reitera que el único culpable de la extorsión es OSCAR MANRIQUE y que el señor ahí presente, que está detrás de él, refiriéndose a MANOSALVA, no tienen nada que ver en eso (señala al procesado), reitera que en la primera versión dijo que el responsable era MANOSALVA, pero que eso fue por vengarse de  él, por haberlo hecho quedar mal al decirle que se robó las esmeraldas frente a unas personas, reiteró que en la ampliación de indagatoria dijo que MANOSALVA no tenía nada que ver y vuelve a repetirlo, afirma que el responsable es OSCAR MANRIQUE, que JUAN es el mismo OSCAR, una vez, se le da lectura a la parte pertinente de la anterior declaración dijo que eso era cierto, es decir, reafirmó que lo inculpo a MANOSALVA porque le cobró unas esmeraldas en presencia de unas muchachas y un muchacho, lo hizo quedar mal, dijo que OSCAR le entregó la bandera, reconoció en la foto que se le puso de presente a OSCAR OOSWALDO MANRIQUE.

Nuevamente y de manera inexplicable se utilizó el contenido ilegal del documento radicado en el proceso, es decir, la indagatoria de OSCAR OOSWALDO en la parte que sindica a JULIÁN MANOSALVA de ser el responsable de la extorsión, a lo cual respondió que eso es falso, que el señor presente no tiene nada que ver con la extorsión, refiriéndose a MANOSALVA, dijo que OSCAR no tiene nada de honesto, que es un peligro para la comunidad, que es un pícaro, que él es más honesto que OSCAR, que él sí participo y lo acepta, pero decir que él no estaba haciendo nada, es decir, OSCAR, que  eso si no lo entiende nadie, reitera que participó en la extorsión porque OSCAR MANRIQUE lo obligó y amenazó a su familia, que si no lo hacía mataba a su mamá, que había contratado a JULIÁN SOLANO y JIMMY.

Cuando le preguntan que si el GAULA lo torturó o lo amordazaron para que inculpara a otras personas, respondió sí, que lo encendieron a pata y le decían que dijera la verdad, que lo iban a matar y ahí fue cuando le hecho la culpa al señor, refiriéndose a MANOSALVA.

Nuevamente y de manera inexplicablemente se vuelve a usar el documento ilegal que contenía la indagatoria de OSCAR, luego que se da lectura a toda la indagatoria, responde ALEX FERNANDO que OSCAR no está diciendo la verdad, que está metiendo a JULIÁN MANOSALVA, que él acepta porque él si estaba en la extorsión, reiteró que JULIÁN MANOSALVA no sabía nada, que no había dado el verdadero nombre de OSCAR por miedo, porque había amenazado a su familia, él estaba suelto en la calle y le daba miedo, que una vez que se entera estaba encerrado pidió la ampliación para decir la verdad, manifestó estar arrepentido por lo que le hizo a JULIÁN MANOSALVA y le pidió disculpas públicas en la audiencia, que el único culpable es OSCAR y que JULIÁN MANOSALVA no tiene nada que ver.

Rinde declaración JHON MARIO NIÑO SALAZAR,  en la que se concreta que conoce a JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, que es una persona de bien al igual que toda su familia, que conoce a ADRIANA MARCELA LÓPEZ NEGRO, que es falso que el haya hecho comentarios de que JULIÁN andaba con gente mala, que supo que JULIÁN prestó su servicio militar en la policía de Duitama y por eso sabía de personas. 

La Fiscalía presentó sus alegatos de conclusión sustentando su escrito de acusación y solícita  se profiera sentencia condenatoria en contra JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, destacando la dificultad de determinar la autoría y responsabilidad de MANOSALVA en el ilícito, que él era quien tenía y suministró la información de las víctimas, por temer la condición doble se ser amigo de las víctimas y de por lo menos dos de los victimarios, lo cual es un indicio grave en su contra, que él era el autor intelectual de la empresa criminal porque no figuraba en ningún hecho y se imaginaba que se llevaría la mejor parte, hace diversas suposiciones tendiendo a explicar los hechos, manifestó no creer en la inocencia de JULIÁN, ni en la retractación de FERNANDO,  dice que no puede tenerse en cuenta la duda, cito inexplicablemente la indagatoria de OSCAR OSWALDO MANRIQUE, afirmando que coincide con la primera indagatoria de ALEX FERNANDO, lo cual le da un tinte de credibilidad a ALEX y por ello pide que se condene a JULIÁN en calidad de coautor del delito de extorsión tentada agravada.
El Ministerio Público presentó sus alegatos de conclusión,  en donde destaca el impacto social del delito de extorsión, se detiene a hacer comentarios sobre los beneficios de la comunidad con el proceder del GAULA, hace algunas manifestaciones sobre la situación del procesado y su familia, sobre la situación de la víctima y su familia, para concluir citando inexplicablemente la indagatoria de OSCAR OOSWALDO MANRIQUE, para decir que no habían pruebas que desmintieran su versión y que FERNANDO lo que había hecho esa mañana era ratificar lo dicho por OSCAR, que la información ALEX la obtuvo de OSCAR y OSCAR la obtuvo de JULIÁN por ser quien estaba en posibilidad de conocer la información, por ser el amigo y novio de la niña, estando el indicio de capacidad y oportunidad, apeló a los quince (15) años experiencia personal del Juez en Boyacá y a su convicción íntima, para que razonara frente a la retractación de ALEX, respecto de la venganza contra MANOSALVA, por haberlo hecho quedar mal por no pagarle unas esmeraldas, que eso si lo ofendió mientras que no sintió nada cuando JIMMY lo delato, que su  experiencia enseña que los delincuentes que son delatados se ofenden más frente al sapo y que el juez dirá si el testigo es mentiroso o no en su segunda versión, porque no se sabe, que en la prestación del servicio militar MANOSALVA pudo conocer delincuentes en su labor social, aduce que la voz del pueblo dice dime con quien andas y te diré quien eres.

El Ministerio Público manifestó que estaba establecido que ALEX FERNANDO y OSCAR OOSWALDO trabajaron con el Ingeniero LEGIZAMON y que JULIÁN posiblemente los conoció en su actividad, que conocía a las víctimas  CARMEN STELLA NEGRO CORTÉS y su hija ADRIANA MARCELA LÓPEZ NEGRO, tenía información sobre su situación económica, familiar, conocía sus números de teléfono lo que corroboraba la primera indagatoria de ALEX FERNANDO y la indagatoria de OSCAR OOSWALDO, en las que se acredita la participación de MANOSALVA y con todo eso el debe coadyuvar la solicitud de condena hecha por la Fiscalía... 

(El Ministerio Público olvidó mencionar que la información dada por ALEX FERNANDO fue obtenida bajo tortura y amenazas, por miedo y para que no lo siguieran golpeando  dio el nombre de MANOSALVA, lo sindicó en la indagatoria por miedo que le mataran su familia y una vez se enteró que estaba detenido OSCAR al que le tenía miedo, decide pedir ampliación de indagatoria para decir la verdad, también olvidó que inexplicablemente se radicó en el proceso un documento ilegal que contenía la indagatoria de OSCAR OOSWALDO y se utilizó como prueba, sin estar decretada, violando garantías fundamentales, desconocida para los sujetos procesales, ya que fue radicado en el proceso sin que ninguno de los sujetos procesales lo hubiera solícita do, sin que ninguno de los sujetos procesales hubiera participado en su producción, sin que ninguno de los sujetos procesales hubiera ejercido la contradicción de su contenido, sin que ninguno de los sujetos procesales hubiera hecho su aducción al proceso y sin que ninguno de los sujetos procesales lo hubiera traslado al proceso, el cual no había sido solícita do como prueba por ningún sujeto procesal, ni había sido decretado como prueba en la audiencia preparatoria y a pesar de su ilegalidad e ilicitud se utilizó como prueba siendo nula de pleno derecho y por ende inexistente).

El vocero de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA presentó sus alegatos de conclusión de donde se destaca,  la excelente conducta de JULIÁN y su familia,  que en Colombia lo más importante es el estudio del delito que el estudio del delincuente, siendo que lo más importante es el ser humano, se debe analizar su personalidad, manifestó que los intervinientes no habían hecho un estudio juicioso del expediente y por ello no se podía pedir alegremente una sentencia de condena a un muchacho inocente, mientras que unos piden que se administre justicia condenando, el también pide que se administre justicia de acuerdo con la ley dando lo que corresponde, no se puede pasar teoría y principios como la presunción de inocencia, el Estado es el que está obligado a demostrar la responsabilidad y no es como si se estuviera en una piñata donde la bancada de acusación mete la mano y saca lo que le conviene para pedir condena y esconde lo que no le sirve, dice simplemente creámosles a ALEX FERNANDO en su primera versión pero no le creamos en su retractación, sin decir por qué, cuando la ha reiterado y estando sentenciado y sin motivo lo hace nuevamente, creámosle a OSCAR OOSWALDO, pero lo que no sirve se esconde.

Que OSCAR dijo mentiras como las siguientes: que no tenía apodos, cuando en el proceso está demostrado que OSCAR OOSWALDO MANRIQUE MURILLO, se conoce con el apodo del GATO, que no ha sido detenido anteriormente cuando está demostrado que OSCAR estuvo detenido purgando una pena en la Cárcel de Santa Rosa de Viterbo, por una condena impuesta por el Juzgado Segundo de Santa Rosa de Viterbo, que el ideólogo era JULIÁN y que lo conoce porque estudió con MANOSALVA en el Colegio Salesiano y que tiene treinta (30) años de edad, cuando esta demostrado que JULIÁN MANOSALVA tiene a la fecha de la diligencia veintidós (22) años y terminó su bachillerato cuando tenía diecisiete (17), mientras OSCAR OOSWALDO, tenía treinta (30), evidenciándose lo falso del testimonio ya que para la época de estudio OSCAR era una persona mayor y de veinticinco (25) años y no podía estar estudiando con un menor de diecisiete (17) años, quedando demostrado que es falso que hubieran sido compañeros de estudio en el Colegio Salesiano, tan avezado que solícita sentencia anticipada como cómplice sabiendo los beneficios que tenía, distintos a los del autor, que estaba probado que el teléfono de donde se amenazó no era el de JULIÁN, que el conocer a la señora CARMEN STELLA sabía que era acaudalada sin haberla tratado debido a que estaban en un municipio con una población de ciento diecisiete mil (117.000) personas donde la mayor parte se conocen, que JULIÁN no tiene por qué padecer la omisión del aparato jurisdiccional de los magos de la investigación, afirma que ALEX FERNANDO en su primera declaración mintió y luego en un acto de conciencia se retractó diciendo que JULIÁN MANOSALVA no tenía nada que ver, reiteró que la indagatoria de OSCAR OOSWALDO, no se podía controvertir, violaba el derecho de defensa y se quebranta el debido proceso, las llamadas, ni los escritos los hizo JULIÁN, eso estaba probado, que todos los habitantes de Duitama conocen a la doctora como médico prestigiosa y saben que es rica, para evidenciar que el único que sabía no era sólo JULIÁN, que si tomaban un directorio cualquier persona sabe el nombre y los números telefónicos para poderle enviar anónimos, habló de que eso era una duda racional, que no existe certeza para condenar y la duda se resuelve a favor del procesado, termina diciendo que JULIÁN MANOSALVA es inocente.

El defensor de JULIÁN MANOSALVA presentó sus alegatos de conclusión en los que se destaca,  que ALEX FERNANDO fue quien en su primera indagatoria hizo la imputación que posteriormente se demostró que era falsa, desde luego con la misma ampliación de indagatoria del mismo ALEX FERNANDO, que se retractó y se debe atender su manifestación de manera integral, que en un Estado Social y Democrático de Derecho como el que rige, absurdo resulta decir con presunciones, probabilidades y suposiciones que JULIÁN MANOSALVA es responsable de una conducta que no realizó, explicó apoyado de doctrina la diferencia entre indicio y sospecha, en donde la sospecha no es un hecho indicante, es una conjetura, la sospecha no es una hipótesis, sospecha es un concepto inminentemente subjetivo, por un sentimiento íntimo y eso es lo que hay contra JULIÁN una sospecha de que es el verdadero autor, confundiéndose la sospecha con el indicio por la imputación que hizo ALEX FERNANDO, manifestó que la imputación era por REBELIÓN Y TENTATIVA DE EXTORSION, debido a que se anunciaron como del ELN, sin embargo, por obra y gracia del espíritu santo desapareció el cargo de REBELION ya que sólo se acusaron y aceptaron cargos por EXTORSIÓN, mientras que a su cliente si le había tocado demostrar que no era del ELN, para que le quitaran ese cargo.

Que no vio por ninguna parte que la Fiscalía solícita la pruebas para controvertir y llegar a la verdad real y material, que la Fiscalía nunca dijo en la audiencia ni al Juez cuáles son las pruebas para solícita r condena conforme lo ordena el artículo trescientos veintitrés (323) del C. P. P., que el Ministerio Público apeló la resolución de acusación y pidió sentencia condenatoria torciéndole el cuello a la jurisprudencia, pues no decía lo que él afirmaba decía, que pidió condenar a JULIÁN MANOSALVA debido a que andaba con delincuentes, apoyado en el dicho dime con quién andas y te diré quién eres que olvidó sus compromisos legales y constitucionales, es defender la sociedad, llegó a decir, que como JULIÁN estuvo en Maripí era peligroso para la sociedad, PURA RESPONSABILIDAD OBJETIVA, prohibida en Colombia.

Precisa que la captura de JULIÁN MANOSALVA es ilegal y conforme al artículo trescientos dieciséis (316) de C. P. P., lo funcionarios del GUALA no podían capturar a JULIÁN y necesitaban una orden del Fiscal, actuando contrario al ordenamiento, la Constitución y los tratados internacionales firmados por Colombia, que a voces del artículo trescientos cuarenta y cinco (345) JULIÁN no estaba en estado de flagrancia, no fue capturado cometiendo el delito, no fue capturado por voces de auxilio y no fue capturado con elementos u objetos fruto del delito o con los que se cometió el mismo, su captura fue varias horas después de cometido el delito y en su lugar de trabajo, que su captura fue arbitraria y solícita  se compulsen copias a la Fiscalía para que se investigue la conducta de los funcionarios del GAULA.

Resalta los testimonios de las víctimas CARMEN y ADRIANA  precisando que ninguna lo sindica, resalta las indagatorias y los testimonios de los capturados donde sólo ALEX FERNANDO lo sindica de ser el informante, de quien dice tener una conducta esquizoide de quien se sugirió un dictamen psiquiátrico, quien en un acto de conciencia se retracta diciendo que MANOSALVA no tiene nada que ver en la extorsión, lo inculpó bajo tortura y por vengarse de él, destacó los testimonios de JIMMY RODRIGUEZ COGARIA y JULIÁN ENRIQUE SOLANO quienes no sindican a JULIÁN y dicen no conocerlo, destaca que el teléfono del que se hicieron las llamadas extorsivas no era de MANOSALVA, que la voz del extorsionista no era la de MANOSALVA y que el grafólogo demostró que no era la letra de MANOSALVA, que él no participó en el envío de los paquetes, en las llamadas, en hacer, colocar la bandera y recoger el paquete o contratar a quienes lo hicieron, que al procesado no le tocaba demostrar su inocencia pues ella se presumía y que al Estado le correspondía demostrar la responsabilidad, lo cual no logró que la indagatoria de OSCAR OOSWALDO MANRIQUE, fue incorporada de manera ilegal, no se pudo controvertir por los sujetos procesales, que en el traslado para pedir pruebas ni el Ministerio Público, ni la Fiscalía, ni la defensa pidieron como prueba esa indagatoria, sin embargo, por una persona muy interesada y que no era sujeto procesal se allegó copia, que el juez tampoco la decretó como prueba y por ello no se podía utilizar para condenar, que era una acusación temeraria y falsa, quedando demostrado que JULIÁN LEONARDO MANOSALVA CASTAÑEDA es inocente y pide sea absuelto.<<ver folios trescientos cincuenta y cinco   (355) a trescientos noventa y nueve (399), cuaderno uno (1) del expediente>>. 

SENTENCIA DE LA PRIMERA INSTANCIA 
44. El Juez Primero Penal del Circuito de Duitama, dictó sentencia con base en la información obtenida de ALEX FERNANDO HERNADEZ BENAVIDES alias el GORDO, bajo amenazas, tortura física y psicológica, por parte de los funcionarios del GAULA que lo capturaron conforme obra en el expediente, ALEX dió el nombre de JULIÁN MANOSALVA para evitar que le siguieran pegando y lo reiteró en su primera indagatoria, por miedo a que si decía la verdad, la persona que él protegía, matara su familia, conforme había sido amenazado y a él se lo había dicho.
Luego de resuelta la situación jurídica de ALEX, se enteró que el responsable de la extorsión estaba privado de la libertad y al ver que su familia ya no corría peligro de ser asesinada, resolvió decir la verdad, solicitó voluntariamente ampliación de indagatoria en la que  declaró que JULIÁN LEONARDO MANOSALVA CASTAÑEDA no tenía nada que ver con la extorsión, que no sabía nada, que él está detenido por su culpa y que es inocente, acepta su responsabilidad y cuenta lo que hizo, delata al verdadero responsable como OSCAR MANRIQUE a quien él se refería como JUAN, que no había dado su nombre verdadero por miedo, pero que se llama OSCAR MANRIQUE, quien en el protocolo se logró identificar como OSCAR OOSWALDO MANRIQUE MURILLO conocido con el alias del GATO y que concuerda con la indagatoria y declaración en juicio del procesado JIMMY RODRÍGUEZ COGARIA y JULIÁN ENERIQUE SOLANO HIGERA.
La sentencia también se basó específicamente en la indagatoria ilegal e ilícita de OSCAR OOSWALDO MANRIQUE MURILLO, alias el GATO, diligencia que se practicó en otra investigación que no hacía parte del proceso contra JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, la cual fue radicada en el proceso de JULIÁN en la etapa del JUICIO, por el Secretario de la Fiscalía que la recibió, sin que fuera solícita da como prueba por los sujetos procesales, sin que ninguno de ellos la radicara y sin que el Juez la decretara como prueba o por lo menos la solícitará de oficio, documento que se valoró como prueba trasladada, por el juez de primera instancia, desconociendo su procedencia ilegal, ilícita, irregular e inoportuna y los efectos jurídicos que ocasionó violando de garantías fundamentales del procesado JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, al no poder defenderse de su contenido, dando por cierto y probado su contenido, de donde se violó entre otros, el principio y derecho fundamental de contradicción, el principio y derecho  fundamental de defensa, el principio y derecho fundamental del debido proceso y el principio de legalidad en aspectos sustanciales.  

La sentencia también se basó en la íntima convicción del Juez, conforme lo dice textualmente la sentencia en su hoja veintidós (22) así: “la certeza es la convicción de juzgador acerca de la ocurrencia del hecho y de la autoría y responsabilidad del mismo, la que nace de la prueba legalmente aportada al proceso”, sin embargo, en la parte final del mismo folio dice; “la prueba necesaria para condenar fue durante años valorada en términos  de la tarifa legal, por lo que para condenar era indispensable la plena prueba.  Una vez que la sana crítica reemplazó el criterio de la tarifa legal o fundamental pasó a ser el convencimiento del Juez en lugar del valor previamente establecido por el legislador para cada medio probatorio, los estados mentales a los que debe enfrentarse el Juzgador son básicamente la certeza y la duda, lo fundamental es que el funcionario llegue a un convencimiento espontáneo y libre que le permita realizar un juicio de valor sobre la existencia de una conducta punible y la responsabilidad del procesado”, es decir, el Juez de primera instancia confunde los sistemás de valoración, la tarifa legal, donde la ley le daba un valor determinado a la prueba y el Juez no puede asignar otro, sistema que en la actualidad no existe; la íntima convicción, que es subjetiva, el Juez está facultado para valorar la prueba a su antojo y sin observar la ley, sistema que ya no existe y finalmente el sistema de la sana crítica que está vigente y consiste en la apreciación razonada de la prueba donde se exige al Juez explicar el por qué esa prueba demuestra lo que él dice, debiendo ceñirse a la ciencia formal compuesta por la lógica, la filosofía, la antropología, la ética, la deontología, la axiología, la psicología, las matemáticas o ceñirse la ciencia fáctica compuesta por las reglas de la experiencia común, las leyes de la ciencias físicas, químicas, biológicas etc., de donde, para cualquier usuario de la justicia con la sola lectura de la sentencia y la confrontación con el medio de prueba se supera la duda y demuestra con certeza que eso que dice el sentenciador es eso y no otra cosa, lo cual no se advierte en la sentencia de primera instancia ya que el afirma que hay certeza para condenar, anunciando la duda y en realidad la sentencia no demuestra certeza, sino la duda.    
El Juez de primera instancia utilizó la enunciación del sistema la sana crítica, para dictar su sentencia con la íntima convicción, aduciendo que la primera remplazó la tarifa legal quedando la íntima convicción, lo cual no sólo es falso, sino que demuestra que la decisión es subjetiva y no en derecho conforme las reglas de la sana crítica, reglas que no son meramente enunciativas o retóricas, sino que el Juez debe explicar en su motivación cuáles reglas usó para demostrar que el medio de prueba dice realmente lo que en la sentencia se plasma, con el fin de que la sentencia sea ajustada a la ciencia fáctica o ciencia formal.                                
La  íntima convicción usada por el Juez de primera instancia es un sistema de valoración probatorio que se utilizaba en la época de los inquisidores, en donde su íntima convicción era la que determinaba la responsabilidad del procesado y no la valoración razonada y explicativa con las reglas de la sana crítica, de tal manera que el usuario de la justicia o cualquier profesional del derecho observe que no es un error la decisión, pues la prueba arroja certeza y no íntimás convicciones en donde el único que sabe las razones y motivos de la decisión es el sentenciador ya que no explica ni demuestra en la sentencia lo que dice, lo cual es un abuso del derecho, desborda la jurisdicción, haciendo que la decisión sea subjetiva y arbitraria por ser producto de una operación material irregular que desbordó el ámbito de la decisión,
por ser una decisión que no tiene los alcances y la obligatoriedad propios de un control constitucional, legal, probatorio  material  y sustancialmente de manera técnica y lógica, sin embargo, lo anterior desnaturaliza su carácter de jurídico. 
La sentencia también se basó en suponer que MANOSALVA tenía la oportunidad para delinquir, por la cercanía y confianza con la víctima, la información que sabía de la víctima, la amistad con ALEX FERNANDO HERNÁNDEZ  BENAVIDES, lo dicho en la indagatoria, por OSCAR OOSWALDO MANRIQUE MURILLO y su supuesta amistad debido a que se conocían desde el Colegio Salesiano, porque estudiaron juntos, lo cual es falso y porque OSCAR era escolta del Ingeniero conocido por ambos, se afirma sin estar demostrado en indicio de oportunidad para delinquir y ser más una creación subjetiva y una suposición caprichosa del sentenciador que un hecho indicador. 

En la sentencia existe duda sobre la responsabilidad de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA y la duda se resolvió en contra del procesado condenándolo, SIN TENER CERTEZA, con responsabilidad objetiva, prohibida en Colombia y con suposiciones personales a título indicio de oportunidad, con lo cual se violó de forma directa la Ley, por falta de aplicación del artículo doscientos treinta y dos (232) del C. P. P., que establece la necesidad de la prueba para condenar. Toda providencia debe fundarse en prueba legal, regular y oportunamente allegada al proceso. No se podrá dictar sentencia sin que obre en el proceso prueba que conduzca a la certeza de la conducta punible y la responsabilidad del procesado, con las pruebas legal, lícita , regulares y oportuna allegada al proceso no se demuestra que JULIÁN LEONARDO MANOSALVA sea autor del delito de tentativa de extorsión agravada, pero si es evidente aún si le creemos a la prueba ilegal e ilícita, es decir, la primera indagatoria de ALEX FERNANDO HERNÁNDEZ BENAVIDES y la indagatoria de OSCAR OOSWALDO MANRIQUE MURILLO  que existe una duda enorme sobre su presunta participación como autor y más sobre su presunta responsabilidad, lo que la sentencia no pudo ocultar y con la sola lectura se advierte, tanto que el mismo despacho la manifiesta, quedando demostrado el notable error judicial, por  desconocer el principio de in dubio pro reo. 

La sentencia se dictó con base en inexistencias jurídicas, es decir, elementos ilícitos e ilegales a los que se les ha tenido como pruebas y fueron valorados para condenar, estando prohibidas, por ser nulas de pleno derecho, desconociendo la Ley, la Constitución y los precedentes jurisprudenciales de la Corte Constitucional y la Corte Suprema de justicia sobre exclusión de pruebas ilícitas e ilegales.
 Corolario de lo anterior, JULIÁN LEONARDO MANOSALVA CASTAÑEDA, fue condenado como autor responsable del delito de tentativa de extorsión agravada, a la pena principal de siete (7) años de prisión, al pago en concreto de veinte (20) salarios mínimos legales mensuales como perjuicios morales a favor de CARMEN STELLA NEGRO CORTÉS, a la pena accesoria de inhabilidad para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo periodo de la pena principal, sin derecho a subrogado de suspensión condicional de ejecución de la pena, ni prisión domiciliaria, <<ver folios cuatrocientos tres (403) a  cuatrocientos cuarenta y cuatro (444) donde obra la sentencia, cuaderno uno (1) del expediente>>. 

SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA: 

45. El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santa Rosa de Viterbo, en ejercicio de su competencia, conoció del recurso ordinario de apelación, presentado por el Dr. FIDALGO JAVIER ESTUPIÑAN CARVAJAL, Abogado defensor de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA y corrigió los protuberantes errores de la primera instancia así:  
“REVOCÓ la sentencia  proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Duitama y en consecuencia ABSOLVIÓ al ciudadano JULIÁN LEONARDO MANOSALVA CASTAÑEDA del cargo de autor del delito de extorsión agravada, en la modalidad de tentativa por el que se condenó. 
Dejando en claro que existe duda sobre la responsabilidad de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA y que el principio del in dubio pro reo se resuelve a favor del procesado, que las pruebas ilegales, al igual que las ilícitas se deben excluir y no sirven para condenar, no se pueden valorar por ser nulas de pleno derecho, no obstante que las analizó para concluir que aún con ellas, si no estuvieran viciadas seguiría existiendo duda para condenar. 

Ordenó la libertar inmediata de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA CASTANEDA. <<ver folios tres (3), a veinte   (20) donde obra la sentencia del Tribunal de Santa Rosa de Viterbo, cuaderno tres (3) del expediente>>.
46. La Fiscalía y el Ministerio Público, interpusieron el recurso extraordinario de casación y los sustentaron en término. <<ver folios del cuarenta (40) en adelante, cuaderno tres (3) del expediente>>.
47. El defensor  de JULIÁN  MANOSALVA solicitó no casar la sentencia, destacó la falta de técnica y la duda probatoria, solícitando no se casara la sentencia.  <<ver folios cien (100) en adelante, cuaderno tres (3) del expediente>>.
48. La procuraduría delegada en Casación rindió su concepto aduciendo notables errores de técnica, desacuerdo con la solicitud de la Fiscalía y el Ministerio Público Y PIDIÓ NO CASAR LA SENTENCIA POR CONSIDERARLA AJUSTADA, DESTACANDO LA EXISTENCIA DEL IN DUBIO PRO REO. <<ver folios del seis (6) a treinta y siete (37), cuaderno cuatro (4) del expediente>>.
  SENTENCIA DE CASACIÓN: 
49. La Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, en la sentencia de Casación veintiún mil quinientos veintinueve (21529), del día siete (7) de Septiembre de dos mil seis (2006), resolvió revocar integralmente la sentencia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santa Rosa de  Viterbo, en la que se absolvió a JULIÁN LEONARDO MANOSALVA y en su lugar dejó vigente la sentencia de primera instancia, condenando a JULIÁN LEONARDO MANOSALVA en calidad de autor del delito de extorsión agravada tentada, le impuso siete (7) años de prisión, inhabilidad para el ejercicio de derechos y funciones públicas por igual lapso, lo condenó a indemnizar los perjuicios morales causados y le negó la suspensión condicional de la ejecución de la pena y la prisión domiciliaria, desbordado el ámbito de la decisión, lo cual desnaturaliza su carácter de jurídico, incurriendo en los siguientes errores: 
1. Los Magistrados la ey l Bloque Cosntitucional ejo de aplicar al caso concreto.






























































omitieron cumplir con lo que les ordena el Bloque Constitucional, la Constitución Política, la Ley quinientos noventa y nueve (599) de dos mil (2000) y la Ley seiscientos (600) de dos mil (2000), sobre principios, derechos y garantías sustanciales, violando de forma directa la Constitución, el Bloque Constitucional y la Ley.    
2. Los Magistrados para condenar a JULIÁN LEONARDO MANOSALVA utilizaron una prueba prohibida, es decir, ilícita, la cual es  inexistente y/o nula de pleno derecho, lo reconocen y aceptan en su sentencia; empero, utilizan, dicha prueba es decir: la primera indagatoria rendida por ALEX FERNANDO HERNÁNDEZ BENAVIDES a quien se le torturó de forma física y psicológicamente en su captura, para que diera nombres de más implicados y ALEX dió el nombre de JULIÁN MANOSALVA, para que los funcionarios del GAULA le dejaran de pegar y tratarlo mal a pesar de ser falso que JULIÁN MANOSALVA estuviera implicado, incurriendo en el delito de falso testimonio y el mismo ALEX FERNANDO de forma voluntaria una vez se entera que su familia está a salvo de OSCAR OSWALDO decide contar la verdad, solícita  ampliación de indagatoria y en dicha diligencia confiesa su falso testimonio al precisar que JULIÁN MANOSALVA no tiene nada que ver con la extorsión, lo reitera en Juicio de manera clara y detallada, sin embargo, los Magistrados le dan plena credibilidad a la prueba ilícita, más no a la retractación.
3. Los Magistrados para condenar a JULIÁN LEONARDO MANOSALVA utilizaron otra prueba prohibida, con doble vicio, es decir, ilícita e ilegal, la cual es inexistente y/o nula de pleno derecho, la reconocen y aceptan en su sentencia; empero, utilizan, dicha prueba es decir: la indagatoria rendida por OSCAR OSWALDO MANRIQUE MURILLO en una investigación aparte de la seguida contra JULIÁN MANOSALVA, quien en su diligencia faltó a la verdad, incurriendo en el delito de falso testimonio, de lo cual ALEX FERNANDO así lo declara al manifestar que OSCAR no está diciendo la verdad y reitera que JULIÁN MANOSALVA no tiene nada que ver en la extorsión, aunado a que el documento que la contenía no fue radicado en original y dicha copia no era auténtica, la cual se incorporó ilegalmente al proceso donde se Juzgaba a JULIÁN MANOSALVA, sin que mediara orden, solicitud o fuera decretada como prueba, con toda la arbitrariedad del caso fue valorada y tenida como prueba  dándosele plena credibilidad y fuerza vinculante, pues con ella se condenó a JULIÁN MANOSALVA, sin importar que su incorporación y aducción en el proceso fue de manera ilegal, sin importar que su contenido era ilícito y sin importar que ese proceder viola los principios, derechos y garantías mínimas del procesado. 
4. Los Magistrados para condenar convalidaron la prueba ilegal e ilícita, responsabilizando al procesado y su deficiente defensa técnica, de haber consentido la irregularidad cuando por disposición constitucional y legal los principios, derechos y garantías constitucionales fundamentales no son saneables, ni convalidables, no obstante, que el procesado no tiene por qué saber derecho, no sabe y tampoco puede sufrir los errores del Estado, el sistema y sus funcionarios.  
5. Los Magistrados convalidaron la íntima convicción utilizada en primera instancia para condenar, al dejar vigente la sentencia, método de valoración probatoria prohibido y derogado, haciéndola pasar como regla de la sana crítica, quedando la sentencia con el vicio de la íntima convicción del sentenciador. 
La íntima convicción radica en la sospecha que tiene el sentenciador respecto de la responsabilidad de JULIÁN MANOSALVA, al hacer ver como un indicio de oportunidad para delinquir, el hecho que JULIÁN MANOSALVA conocía a las víctimas, conocía información de ellos y conocía dos (2) de los victimarios, indicio que dio por probado con las pruebas ilícitas e ilegales que convalidó, cuando en realidad, no es un hecho indicador del delito de extorsión, de su autoría o responsabilidad el saber información sobre las víctimas y ser conocido de ellas y los victimarios, lo que sí constituye una convicción personal y debido al uso de ese sistema de valoración fue que se convalidaron las pruebas ilícitas e ilegales, para legitimar la suposición como indicio y condenar. 
6. En la sentencia de Casación es evidente la absoluta desconexión del ordenamiento jurídico respecto de la duda probatoria y su aplicación a favor del procesado, ya que se invirtió la carga probatoria exigiéndole al procesado JULIÁN MANOSALVA que demostrará con certeza su inocencia y como existía duda debido a las pruebas ilícitas e ilegales valoradas, se resolvió condenarlo por sospecha, omitiendo los Magistrados que el Estado es el que tiene la carga probatoria y la Fiscalía está en la  obligación de demostrar con pruebas legales y lícita s, regulares y oportunamente allegadas al proceso,    que hay certeza sobre la tipicidad, la antijuridicidad formal, material y la culpabilidad del procesado, lo cual no se logró; empero, la duda se resolvió en contra de JULIÁN MANOSALVA condenándolo.   
7. Los Magistrados desconocieron la línea jurisprudencial y el precedente judicial sobre la prueba ilegal, la prueba ilícita, sobre la certeza de la tipicidad, antijuridicidad y culpabilidad para condenar y sobre el sistema de valoración y la duda probatoria.
8. La sentencia de Casación no está debidamente motivada, pues las razones de hecho, derecho, probatorias y su valoración no corresponden a la realidad del proceso y lo resuelto, se acepta la irregularidad de la prueba e incluso se citan sentencias sobre prueba ilícita e ilegal, se aceptan y citan los requerimientos de la prueba trasladada artículo 239 del C. P. P., se acepta y cita la necesidad de prueba regular y oportuna para condena artículo 232 del C. P. P., se acepta y cita que las medidas que afecten derechos fundamentales se tienen que motivar y notificar para ejercer el derecho de defensa y contradicción artículo 13 del C. P. P., para finalmente aceptar y citar el artículo 310 del C. P. P., aduciendo que las irregularidades aceptadas, pueden convalidarse por consentimiento del perjudicado, siempre que se observen las garantías fundamentales, reconoce su quebrantamiento y a la vez se lo niega, al concluir erróneamente que el comportamiento procesal de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, su vocero y defensor, convalidaron las irregularidades.
9. Afirmar que sus prerrogativas fundamentales quedaron indemnes, es decir, le achacaron la irregularidad a la deficiente defensa y al procesado, para poder convalidar lo inconvalidable debido a que se trataba de garantías fundamentales que no son saneables, debiendo excluir las pruebas ilegales e ilícitas como se acepta que son, por ser nulas de pleno derecho, no lo hicieron, como sí lo hizo el Tribunal de Santa Rosa de Viterbo y contrario a lo sustentado, aceptado y citado convalidan la violación de las garantías fundamentales omitiendo lo ordenado en el Bloque de Constitucionalidad, la Constitución y la Ley, quedado en evidencia la parte contradicción en la parte motiva y la no correspondencia con la parte resolutiva. <<ver folios del cuarenta (40) al ochenta y nueve (89), cuaderno cuatro (4) del expediente>>.
Colofón de lo anterior, los yerros son patentes, protuberantes, vale decir, que repercuten, ramifican y trascienden en la desnaturalización jurídica de la sentencia, por la voluntad subjetiva y caprichosa de la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, en la sentencia de Casación veintiún mil quinientos veintinueve (21529), del día siete (7) de Septiembre de dos mil seis (2006), en donde se equivoca por acción y omisión, incurriendo a simple vista en sendas vías de hecho, de tal manera que su conducta se encuadra incontrastablemente en las causales de tutela así:
CAPÍTULO CUARTO

Causal de tutela invocada
Es motivo de acción de tutela el evidente defecto sustantivo en la sentencia de Casación, debido a un error de intelección por parte de los sentenciadores, es decir: falta de aplicación, interpretación errónea o aplicación indebida de una norma del Bloque de Constitucionalidad, constitucional o legal, llamada a regular el caso. 

1.1.
CARGO: 

Acuso la sentencia de Casación de ser violatoria del Bloque Constitucional, la Constitución Política y la Ley, de forma directa en aspectos sustanciales, por exclusión evidente, consistente en: 

La falta de aplicación de los principios descritos en los artículos: uno (1), dos (2) cuatro (4) y quinto (5) de la CONSTITUCIÓN POLÍTICA.

La falta de aplicación de los derechos y garantías descritos en los artículos: trece (13),  veintiocho (28), veintinueve (29) de la CONSTITUCIÓN POLÍTICA.

La falta de aplicación de los artículos: uno (1), dos (2),  cuarto (4), cinco (5) seis (6), siete (7) y once (11) de la DECLARACIÓN DE LOS DERECHOS DEL HOMBRE Y EL CIUDADANO.

La falta de aplicación de los artículos: uno (1), dos (2) siete (7), nueve (9), diez (10), once (11) y veintinueve (29) numerales dos (2) y tres (3)  y  el artículo treinta (30) de la CARTA INTERNACIONAL DE DERECHOS HUMANOS.

La falta de aplicación de los artículos: catorce (14) numerales uno (1), dos (2), tres (3) y diecinueve (19) del PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS ECONOMICO, SOCIALES Y CULTURALES.

La falta de aplicación de los artículos: uno (1), diecisiete (17), veinticinco (25) y veintiséis (26) de la DECLARACIÓN AMERICANA DE LOS DERECHOS Y DEBERES DEL HOMBRE.

La falta de aplicación de los artículos: siete (7), ocho (8) y nueve (9) de la CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS. 
La falta de aplicación de los artículos: dos (2), seis (6) y siete (7) de la Ley quinientos noventa y nueve (599) de dos mil (2000). 

La falta de aplicación de los artículos: dos (2), tres (3), cinco (5), seis (6), siete (7), ocho (8), nueve (9), trece (13), dieciséis (16), veinticuatro (24), doscientos treinta y dos (232), doscientos treinta y cuatro (234), doscientos treinta y cinco (235),  doscientos treinta y ocho (238), doscientos treinta y nueve (239), doscientos cincuenta y nueve (259), doscientos sesenta y seis (266), doscientos sesenta y seis (276), doscientos ochenta y seis (286), doscientos ochenta y siete (287), trescientos cinco (305) y trescientos seis (306) numerales dos (2) y tres (3) de la Ley seiscientos (600) de dos mil (2000).  
1.2. GARANTÍAS SUSTANCIALES VIOLADAS: 

La falta de aplicación de los principios descritos en los artículos: uno (1), dos (2) cuatro (4) y quinto (5) de la CONSTITUCIÓN POLÍTICA.
ARTICULO 1o. Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés genera.
ARTICULO 2o. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. 

Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares. 

ARTICULO 4o. La Constitución es norma de normas. En todo caso de incompatibilidad entre la Constitución y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales. 

Es deber de los nacionales y de los extranjeros en Colombia acatar la Constitución y las leyes, y respetar y obedecer a las autoridades. 

ARTICULO 5o. El Estado reconoce, sin discriminación alguna, la primacía de los derechos inalienables de la persona y ampara a la familia como institución básica de la sociedad.

La falta de aplicación de los derechos y garantías descritos en los artículos: trece (13) veintiocho (28) y veintinueve (29) de la CONSTITUCIÓN POLÍTICA.

ARTICULO 13. Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. 

El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados. 

El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan.

ARTICULO 28. Toda persona es libre. Nadie puede ser molestado en su persona o familia, ni reducido a prisión o arresto, ni detenido, ni su domicilio registrado, sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad judicial competente, con las formalidades legales y por motivo previamente definido en la ley. 

La persona detenida preventivamente será puesta a disposición del juez competente dentro de las treinta y seis horas siguientes, para que éste adopte la decisión correspondiente en el término que establezca la ley. 

 En ningún caso podrá haber detención, prisión ni arresto por deudas, ni penas y medidas de seguridad imprescriptibles. 

ARTICULO 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. 

Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas  propias de cada juicio. 

En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. 

Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho.

Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso

La falta de aplicación de los artículos: uno (1), segundo (2) cuarto (4), quinto (5) sexto (6), siete (7), once (11) de la DECLARACIÓN DE LOS DERECHOS DEL HOMBRE Y EL CIUDADANO
ARTÍCULO 1. Los hombres nacen y permanecen libres e iguales en derechos. Las distinciones sociales sólo pueden fundarse en la utilidad común.

ARTÍCULO 2. La finalidad de toda asociación política es la conservación de los derechos naturales e imprescriptibles del hombre. Tales derechos son la libertad, la propiedad, la seguridad y la resistencia a la opresión.

ARTÍCULO 4. La libertad consiste en poder hacer todo aquello que no perjudique a otro: por eso, el ejercicio de los derechos naturales de cada hombre no tiene otros límites que los que garantizan a los demás miembros de la sociedad el goce de estos mismos derechos. Tales límites sólo pueden ser determinados por la ley.

ARTÍCULO 5. La ley sólo tiene derecho a prohibir los actos perjudiciales para la sociedad. Nada que no esté prohibido por la ley puede ser impedido, y nadie puede ser constreñido a hacer algo que ésta no ordene.

ARTÍCULO 6. La ley es la expresión de la voluntad general. Todos los ciudadanos tienen derecho a contribuir a su elaboración, personalmente o por medio de sus representantes. Debe ser la misma para todos, ya sea que proteja o que sancione. Como todos los ciudadanos son iguales ante ella, todos son igualmente admisibles en toda dignidad, cargo o empleo públicos, según sus capacidades y sin otra distinción que la de sus virtudes y sus talentos.

ARTÍCULO 7. Ningún hombre puede ser acusado, arrestado o detenido, como no sea en los casos determinados por la ley  y con arreglo a las formas  que ésta ha prescrito.
Quienes soliciten, cursen, ejecuten o hagan ejecutar órdenes arbitrarias deberán ser castigados; pero todo ciudadano convocado o aprehendido en virtud de la ley debe obedecer de inmediato; es culpable si opone resistencia.

ARTÍCULO 11. La libre comunicación de pensamientos y de opiniones es uno de los derechos más preciosos del hombre; en consecuencia, todo ciudadano puede hablar, escribir e imprimir libremente, a trueque de responder del abuso de esta libertad en los casos determinados por la ley.

La falta de aplicación de los artículos: uno (1), dos (2) siete (7), nueve (9), diez (10), once (11) y veintinueve (29) numerales dos (2) y tres (3) de la CARTA INTERNACIONAL DE DERECHOS HUMANOS.
ARTÍCULO 1o. Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como están de razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con los otros. 

ARTÍCULO 2o. Toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados en esta declaración, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición. 

ARTÍCULO 7o. Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a igual protección de la ley. Todos tienen derecho a igual protección contra toda discriminación que infrinja esta Declaración y contra toda provocación a tal discriminación.

ARTÍCULO 9o. Nadie podrá ser arbitrariamente detenido, preso ni desterrado.

ARTÍCULO 10o.  Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser oída públicamente y con justicia por un tribunal independiente e imparcial, para la determinación de sus derechos y obligaciones o para el examen de cualquier acusación contra ella en materia penal.
ARTÍCULO 11. Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y en juicio público en el que se le hayan asegurado todas las garantías necesarias para su defensa.

ARTÍCULO 29. 1. Toda persona tiene deberes respecto a la comunidad, puesto que sólo en ella puede desarrollar libre y plenamente su personalidad. 2. En el ejercicio de sus derechos y en el disfrute de sus libertades, toda persona estará solamente sujeta a las limitaciones establecidas por la ley con el único fin de asegurar el reconocimiento y el respeto de los derechos y libertades de los demás, y de satisfacer las justas exigencias de la moral, del orden público y del bienestar general en una sociedad democrática. 3. Estos derechos y libertades no podrán, en ningún caso, ser ejercidos en oposición a los propósitos y principios de las Naciones Unidas.

La falta de aplicación de los artículos: catorce (14) numerales uno (1), dos (2), tres (3) y diecinueve (19) del PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES.

ARTÍCULO 14.  1. Todas las personas son iguales ante los tribunales y CORTÉS de justicia. Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las debidas garantías por un tribunal competente, independiente e imparcial, establecido por la ley, en la substanciación de cualquier acusación de carácter penal formulada contra ella o para la determinación de sus derechos u obligaciones de carácter civil. La prensa y el público podrán ser excluidos de la totalidad o parte de los juicios por consideraciones de moral, orden público o seguridad nacional en una sociedad democrática, o cuando lo exija el interés de la vida privada de las partes o, en la medida estrictamente necesaria en opinión del tribunal, cuando por circunstancias especiales del asunto la publicidad pudiera perjudicar a los intereses de la justicia; pero toda sentencia en materia penal o contenciosa será pública, excepto en los casos en que el interés de menores de edad exija lo contrario, o en las acusaciones referentes a pleitos matrimoniales o a la tutela de menores. 
2. Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley. 

3. Durante el proceso, toda persona acusada de un delito tendrá derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas: 

a) A ser informada sin demora, en un idioma que comprenda y en forma detallada, de la naturaleza y causas de la acusación formulada contra ella; 

b) A disponer del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa y a comunicarse con un defensor de su elección; 

c) A ser juzgado sin dilaciones indebidas; 

d) A hallarse presente en el proceso y a defenderse personalmente o ser asistida por un defensor de su elección; a ser informada, si no tuviera defensor, del derecho que le asiste a tenerlo, y, siempre que el interés de la justicia lo exija, a que se le nombre defensor de oficio, gratuitamente, si careciere de medios suficientes para pagarlo; 

e) A interrogar o hacer interrogar a los testigos de cargo y a obtener la comparecencia de los testigos de descargo y que éstos sean interrogados en las mismas condiciones que los testigos de cargo; 

f) A ser asistida gratuitamente por un intérprete, si no comprende o no habla el idioma empleado en el tribunal; 

g) A no ser obligada a declarar contra sí misma ni a confesarse culpable. 

4. En el procedimiento aplicable a los menores de edad a efectos penales se tendrá en cuenta esta circunstancia y la importancia de estimular su readaptación social. 

5. Toda persona declarada culpable de un delito tendrá derecho a que el fallo condenatorio y la pena que se le haya impuesto sean sometidos a un tribunal superior, conforme a lo prescrito por la ley. 

6. Cuando una sentencia condenatoria firme haya sido ulteriormente revocada, o el condenado haya sido indultado por haberse producido o descubierto un hecho plenamente probatorio de la comisión de un error judicial, la persona que haya sufrido una pena como resultado de tal sentencia deberá ser indemnizada, conforme a la ley, a menos que se demuestre que le es imputable en todo o en parte el no haberse revelado oportunamente el hecho desconocido. 

7. Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un delito por el cual haya sido ya condenado o absuelto por una sentencia firme de acuerdo con la ley y el procedimiento penal de cada país.

ARTÍCULO 19. 1. Nadie podrá ser molestado a causa de sus opiniones. 2. Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión; este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección. 3. El ejercicio del derecho previsto en el párrafo 2 de este artículo entraña deberes y responsabilidades especiales. Por consiguiente, puede estar sujeto a ciertas restricciones, que deberán, sin embargo, estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para: a) Asegurar el respeto a los derechos o a la reputación de los demás; b) La protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas

La falta de aplicación de los artículos: uno (1), once (11),  (9), diez (10), once (11),































































































diecisiete (17), veinticinco (25), veintiséis (26) de la DECLARACIÓN AMERICANA DE LOS DERECHOS Y DEBERES DEL HOMBRE.
ARTÍCULO 1o. Todo ser humano tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona.
ARTÍCULO 11o. Todas las personas son iguales ante la Ley y tienen los derechos y deberes consagrados en esta declaración sin distinción de raza, sexo, idioma, credo ni otra alguna.
ARTÍCULO 17. Toda persona tiene derecho a que se le reconozca en cualquier parte como sujeto de derechos y obligaciones, y a gozar de los derechos civiles fundamentales.

ARTÍCULO 25. Nadie puede ser privado de su libertad sino en los casos y según las formas  establecidas por leyes preexistentes. 

Nadie puede ser detenido por incum- plimiento de obligaciones de carácter netamente civil.

Todo individuo que haya sido privado de su libertad tiene derecho a que el juez verifique sin demora la legalidad de la medida y a ser juzgado sin dilación injustificada, o, de lo contrario, a ser puesto en libertad. Tiene derecho también a un tratamiento humano durante la privación de su libertad.

ARTÍCULO 26. Se presume que todo acusado es inocente, hasta que se pruebe que es culpable. 

Toda persona acusada de delito tiene derecho a ser oída en forma imparcial y pública, a ser juzgada por tribunales anteriormente establecidos de acuerdo con leyes preexistentes y a que no se le imponga penas crueles, infamantes o inusitadas.

La falta de aplicación de los artículos: siete (7), ocho (8) y nueve (9) de la CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS. 

ARTÍCULO 7o. DERECHO A LA LIBERTAD PERSONAL.
1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales.

2. Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de los Estados partes o por las leyes dictadas conforme a ellas.

3. Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios.
4. Toda persona detenida o retenida debe ser informada de las razones de su detención y notificada, sin demora, del cargo o cargos formulados contra ella.

5. Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso. Su libertad podrá estar condicionada a garantías que aseguren su comparecencia en el juicio.

6. Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez o tribunal competente, a fin de que éste decida, sin demora, sobre la legalidad de su arresto o detención y ordene su libertad si el arresto o la detención fueran ilegales. En los Estados partes cuyas leyes prevén que toda persona que se viera amenazada de ser privada de su libertad tiene derecho a recurrir a un juez o tribunal competente a fin de que éste decida sobre la legalidad de tal amenaza, dicho recurso no puede ser restringido ni abolido. Los recursos podrán interponerse por sí o por otra persona.

7. Nadie será detenido por deudas. Este principio no limita los mandatos de autoridad judicial competente dictados por incumplimientos de deberes alimentarios.

ARTÍCULO 8. GARANTÍAS JUDICIALES
1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.

2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas:

a. Derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o intérprete, si no comprende o no habla el idioma del juzgado o tribunal;

b. Comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada;

c. Concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa;

d. Derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su defensor;

e. Derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, remunerado o no según la legislación interna, si el inculpado no se defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del plazo establecido por la ley;

f. Derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas que puedan arrojar luz sobre los hechos;

g. Derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable, y

h. Derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior.

3. La confesión del inculpado solamente es válida si es hecha sin coacción de ninguna naturaleza.

4. El inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido a nuevo juicio por los mismos hechos.

5. El proceso penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario para preservar los intereses de la justicia.

ARTÍCULO 9. PRINCIPIO DE LEGALIDAD Y DE RETROACTIVIDAD
Nadie puede ser condenado por acciones u omisiones que en el momento de cometerse no fueran delictivos según el derecho aplicable. Tampoco se puede imponer pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito. Si con posterioridad a la comisión del delito la ley dispone la imposición de una pena más leve, el delincuente se beneficiará de ello.
La falta de aplicación de los artículos: dos (2), seis (6), siete (7) de la Ley quinientos noventa y nueve (599) de dos mil (2000). 

ARTICULO 2o. INTEGRACION. Las normas y postulados que sobre derechos humanos se encuentren consignados en la Constitución Política, en los tratados y convenios internacionales ratificados por Colombia, harán parte integral de este código.
ARTICULO 6o. LEGALIDAD. Nadie podrá ser juzgado sino conforme a las leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante el juez o tribunal competente y con la observancia de la plenitud de las formas  propias de cada juicio. La preexistencia de la norma también se aplica para el reenvío en materia de tipos penales en blanco. 

La ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior se aplicará, sin excepción, de preferencia a la restrictiva o desfavorable. Ello también rige para los condenados. La analogía sólo se aplicará en materias permisivas. 

 ARTICULO 7o. IGUALDAD. La ley penal se aplicará a las personas sin tener en cuenta consideraciones diferentes a las establecidas en ella. El funcionario judicial tendrá especial consideración cuando se trate de valorar el injusto, la culpabilidad y las consecuencias jurídicas del delito, en relación con las personas que se encuentren en las situaciones descritas en el inciso final del artículo 13 de la Constitución Política. 

ARTICULO 9o. CONDUCTA PUNIBLE. Para que la conducta sea punible se requiere que sea típica, antijurídica y culpable. La causalidad por sí sola no basta para la imputación jurídica del resultado. 

Para que la conducta del inimputable sea punible se requiere que sea típica, antijurídica y se constate la inexistencia de causales de ausencia de responsabilidad. 

La falta de aplicación de los artículos: dos (2), tres (3), cinco (5), seis (6), siete (7), ocho (8), nueve (9), trece (13), catorce (14), dieciséis (16), veinticuatro (24), doscientos treinta y dos (232), doscientos treinta y cuatro (234), doscientos treinta y cinco (235), doscientos treinta y seis  (236), doscientos treinta y siete (237), doscientos treinta y ocho (238), doscientos treinta y nueve (239), doscientos cincuenta y nueve (259), doscientos sesenta y seis (266), doscientos setenta y seis (276), doscientos ochenta y seis (286), doscientos ochenta y siete (287), trescientos cinco (305) y trescientos seis (306) numerales dos (2) y tres (3) de la Ley seiscientos (600) de dos mil (2000).  

ARTICULO 2o. INTEGRACION. En los procesos penales se aplicarán las normas que en materia de garantías se hallan consignadas en la Constitución Política y en los Tratados y Convenios internacionales ratificados por el Estado Colombiano.
ARTICULO 3o. LIBERTAD. Toda persona tiene derecho a que se respete su libertad. Nadie puede ser molestado en su persona o familia, ni privado de su libertad, ni su domicilio registrado, sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad judicial competente, emitido con las formalidades legales y por motivos previamente definidos en la ley.
 La detención preventiva, en los términos regulados en este código, estará sujeta a la necesidad de asegurar la comparecencia al proceso del sindicado, la preservación de la prueba y la protección de la comunidad. 

ARTICULO 5o. IGUALDAD. Es deber de los servidores judiciales hacer efectiva la igualdad de los intervinientes en el desarrollo de la actuación procesal y proteger especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental se encuentren en circunstancias de debilidad manifiesta. 

ARTICULO 6o. LEGALIDAD. Nadie podrá ser investigado, ni juzgado sino conforme a la ley procesal vigente al tiempo de la actuación procesal, con observancia de las formas  propias de cada juicio. 

La ley procesal de efectos sustanciales permisiva o favorable, aun cuando sea posterior a la actuación, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. 

La ley procesal tiene efecto general e inmediato. 

ARTICULO 7o. PRESUNCION DE INOCENCIA. Toda persona se presume inocente y debe ser tratada como tal mientras no se produzca una sentencia condenatoria definitiva sobre su responsabilidad penal. 

En las actuaciones penales toda duda debe resolverse en favor del procesado. Únicamente las condenas proferidas en sentencias judiciales en firme tienen la calidad de antecedentes penales y contravencionales. 

ARTICULO 8o. DEFENSA. En toda actuación se garantizará el derecho de defensa, la que deberá ser integral, ininterrumpida, técnica y material. 

Nadie podrá ser incomunicado. 

ARTICULO 9o. ACTUACION PROCESAL. La actuación procesal se desarrollará teniendo en cuenta el respeto a los derechos fundamentales de los sujetos procesales y la necesidad de lograr la eficacia de la administración de justicia en los términos de este código.

ARTICULO 13. CONTRADICCION. En desarrollo de la actuación los sujetos procesales tendrán derecho a presentar y controvertir las pruebas.
El funcionario judicial deberá motivar, incluso cuando se provea por decisión de sustanciación, las medidas que afecten derechos fundamentales de los sujetos procesales. 

ARTICULO 16. FINALIDAD DEL PROCEDIMIENTO. En la actuación procesal los funcionarios judiciales harán prevalecer el derecho sustancial y buscarán su efectividad.

ARTICULO 24. PREVALENCIA. Las normas rectoras son obligatorias y prevalecen sobre cualquier otra disposición de este código. Serán utilizadas como fundamento de interpretación.
ARTICULO 232. NECESIDAD DE LA PRUEBA. Toda providencia debe fundarse en pruebas legal, regular y oportunamente allegadas a la actuación. 

No se podrá dictar sentencia condenatoria sin que obre en el proceso prueba que conduzca a la certeza de la conducta punible y de la responsabilidad del procesado. 

ARTICULO 234. IMPARCIALIDAD DEL FUNCIONARIO EN LA BUSQUEDA DE LA PRUEBA. El funcionario judicial buscará la determinación de la verdad real. Para ello debe averiguar, con igual celo, las circunstancias que demuestren la existencia de la conducta punible, las que agraven, atenúen o exoneren de responsabilidad al procesado y las que tiendan a demostrar su inocencia
La carga de la prueba de la conducta punible y de la responsabilidad del procesado corresponde a la Fiscalía. El juez podrá decretar pruebas de oficio. 

ARTICULO 235. RECHAZO DE LAS PRUEBAS. Se inadmitirán las pruebas que no conduzcan a establecer la verdad sobre los hechos materia del proceso o las que hayan sido obtenidas en forma ilegal. 
El funcionario judicial rechazará mediante providencia interlocutoria la práctica de las legalmente prohibidas o ineficaces, las que versen sobre hechos notoriamente impertinentes y las manifiestamente superfluas.

ARTICULO 238. APRECIACION DE LAS PRUEBAS. Las pruebas deberán ser apreciadas en conjunto, de acuerdo con las reglas de la sana crítica. 

El funcionario judicial expondrá siempre razonadamente el mérito que le asigne a cada prueba. 

ARTICULO 239. PRUEBA TRASLADADA. Las pruebas practicadas válidamente en una actuación judicial o administrativa dentro o fuera del país, podrán trasladarse a otra en copia auténtica y serán apreciadas de acuerdo con las reglas previstas en este código.
 Si se hubieren producido en otro idioma, las copias deberán ser vertidas al castellano por un traductor oficial

ARTICULO 266. DEBER DE RENDIR TESTIMONIO.  Toda persona está en la obligación de rendir bajo juramento, el testimonio que se le solícita  en la actuación procesal, salvo las excepciones constitucionales y legales. Al testigo menor de doce (12) años no se le recibirá juramento y en la diligencia deberá estar asistido, en lo posible, por su representante legal o por un pariente mayor de edad a quien se le tomará juramento acerca de la reserva de la diligencia

ARTICULO 276. PRÁCTICA DEL INTERROGATORIO. La recepción del testimonio se sujetará a las siguientes reglas: 

1. Presente e identificado el testigo, el funcionario le tomará el juramento y le advertirá sobre las excepciones al deber de declarar. 

2. A continuación, el funcionario le informará sucintamente al testigo acerca de los hechos objeto de su declaración y le ordenará que haga un relato de cuanto le conste sobre los mismos. 

Terminado éste, procederá el funcionario a interrogarlo si lo considera conveniente. Cumplido lo anterior, se le permitirá a los sujetos procesales interrogar. 

Se permitirá provocar conceptos del declarante cuando sea una persona especialmente calificada por sus conocimientos técnicos, científicos o artísticos sobre la materia. 

El funcionario podrá interrogar en cualquier momento que lo estime necesario. Las respuestas se registrarán textualmente. El funcionario deberá requerir al testigo para que sus respuestas se limiten a los hechos que tengan relación con el objeto de la investigación. 

ARTICULO 259. APORTE.  Los documentos se aportarán en original o copia auténtica. En caso de no ser posible, se reconocerán en inspección, dentro de la cual se obtendrá copia. Si fuere indispensable, se tomará el original y se dejará copia auténtica.
ARTICULO 286. PRUEBA DEL HECHO INDICADOR. El hecho indicador debe estar probado.

ARTICULO 287. APRECIACION. El funcionario apreciará los indicios en conjunto teniendo en cuenta su gravedad, concordancia y convergencia, y su relación con los medios de prueba que obren en la actuación procesal.
ARTICULO 305. INEXISTENCIA DE DILIGENCIAS. Se consideran inexistentes para todos los efectos procesales, las diligencias practicadas con la asistencia e intervención del procesado sin la de su defensor.

ARTICULO 306. CAUSALES DE NULIDAD. Son causales de nulidad: 

1. La falta de competencia del funcionario judicial. 

2. La comprobada existencia de irregularidades sustanciales que afecten el debido proceso. 

3. La violación del derecho a la defensa 

Negrilla y subraya fuera de texto, lo que se encuentra marcado es la parte pertinente de la norma que se violó por falta de aplicación al caso concreto.

1.3. 
DEMOSTRACIÓN DEL CARGO: 
En el presente cargo, no sólo se demostrará el defecto sustantivo de la providencia, también se defenderán la existencia y vigencia de normas del Bloque de Constitucionalidad, la Constitución y la Ley, aplicables al caso concreto, las cuales no fueron aplicadas real y materialmente, en la parte en negrillas y subrayada. 
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La vía de hecho en el presente caso, se caracteriza básicamente por la actuación caprichosa y subjetivada del operador judicial, pues la sentencia de Casación veintiún mil quinientos veintinueve (21529), del siete (7) de Septiembre de dos mil seis (2006), mediante la cual se condenó a JULIÁN LEONARDO MANOSALVA CASTAÑEDA es una completa trasgresión de principios, derechos y garantías fundamentales del Bloque de Constitucionalidad, la Constitución Política y la Ley.

La decisión es aparentemente ajustada a derecho, para el descuidado e imparcial lector; empero, resulta abiertamente ilegítima y contraria a derecho, para el acucioso e imparcial analista del derecho, ya que frente al ordenamiento jurídico la sentencia de Casación  es una ejemplificación de violación de derechos fundamentales y una convalidación de la Corte Suprema de Justicia abiertamente infundada y prohibida; por tanto, esta sentencia hace parte excepcional de los errores judiciales en que incurre la Corte Suprema de Justicia, ya que desde luego, en la mayor parte de los casos es acertada, no obstante, en el caso de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA se equivocó gravemente,     en donde la única institución que puede corregir la actividad e inactividad intelectiva del operador en el acto de Juzgamiento de las sentencias, es la acción de tutela. 
Por tanto, la decisión de la Corte Suprema de Justicia no es  absoluta e intocable, su función pública de administrar justicia, se encuentra limitada por el orden jurídico preestablecido y principalmente, por los valores, principios, derechos y garantías que identifican al actual Estado Social de Derecho, artículo uno (1) de la Constitución.  Así entonces, pese a ser el órgano de cierre en la jurisdicción ordinaria y tener autonomía para elegir las normas jurídicas pertinentes y aplicables al caso en concreto, en esta labor no les es dable apartarse de las disposiciones del Bloque de Constitucionalidad, la Constitución y la Ley, por falta de aplicación, aplicación indebida o interpretación errónea, ya que la justicia se administra con sujeción a los contenidos, postulados, principios, derechos y garantías constitucionales y legales que son de forzosa aplicación y no de discrecionalidad artículo dos (2) y doscientos treinta (230) de la Constitución, precisamente los mismos que se quebrantaron en la sentencia y hoy se reclama su amparo.
La causal de defecto sustantivo y  el cargo de violación directa de la Ley sustancial, se advierte con la sola lectura de los hechos, no es necesario hacer mayores esfuerzos para que los hechos se demuestren, basta con cotejarlos con las pruebas que se solicitarán en la presente acción de tutela, que no son otras sino las piezas procesales con las que se construyó erróneamente el expediente de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA CASTAÑEDA y las normas vulneradas; empero, como se trata de una Sentencia de Casación, por exclusión evidente, consistente en la falta de aplicación real y material de los principios, derechos y garantías contenidos en los siguientes artículos: 

La falta de aplicación de los principios descritos en los artículos: uno (1), dos (2) cuatro (4) y quinto (5) de la CONSTITUCIÓN POLÍTICA.

La falta de aplicación de los derechos y garantías descritos en los artículos: trece (13),  veintiocho (28) y veintinueve (29) de la CONSTITUCIÓN POLÍTICA.

La falta de aplicación de los artículos: uno (1), dos (2),  cuarto (4), cinco (5) seis (6), siete (7) y once (11) de la DECLARACIÓN DE LOS DERECHOS DEL HOMBRE Y EL CIUDADANO.

La falta de aplicación de los artículos: uno (1), dos (2) siete (7), nueve (9), diez (10), once (11) y veintinueve (29) numerales dos (2) y tres (3) de la CARTA INTERNACIONAL DE DERECHOS HUMANOS.

La falta de aplicación de los artículos: catorce (14) numerales uno (1), dos (2), tres (3) y diecinueve (19) del PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS ECONOMICO, SOCIALES Y CULTURALES.

La falta de aplicación de los artículos: uno (1), once (11), diecisiete (17), veinticinco (25) y veintiséis (26) de la DECLARACIÓN AMERICANA DE LOS DERECHOS Y DEBERES DEL HOMBRE.

La falta de aplicación de los artículos: siete (7), ocho (8) y nueve (9) de la CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS. 

La falta de aplicación de los artículos: dos (2), seis (6) y siete (7) de la Ley quinientos noventa y nueve (599) de dos mil (2000). 

La falta de aplicación de los artículos: dos (2), tres (3), cinco (5), seis (6), siete (7), ocho (8), nueve (9), trece (13),  dieciséis (16), veinticuatro (24), doscientos treinta y dos (232), doscientos treinta y cuatro (234), doscientos treinta y cinco (235), doscientos treinta y ocho (238), doscientos treinta y nueve (239), doscientos cincuenta y nueve (259), doscientos sesenta y seis (266), doscientos sesenta y siete (267), doscientos ochenta y seis (286), doscientos ochenta y siete (287), trescientos cinco (305) y trescientos seis (306) numerales dos (2) y tres (3) de la Ley seiscientos (600) de dos mil (2000).  

Me veo en la obligación de hacer un mayor esfuerzo en la presente demanda de tutela, pues las normas citadas en apariencia fueron aplicadas y otras formalmente enunciadas, sin ninguna incidencia de fondo en el caso, ya que no están real y materialmente aplicadas, tanto que de haberlas acatado y aplicado, la Corte Suprema de Justicia estaría obligada en derecho a desestimar los cargos formulados en las demandas de Casación, debiendo excluir de oficio inclusive la prueba ilícita e ilegal en contra de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, reiterar la jurisprudencia sobre el particular y valorar la prueba  aplicando las reglas de la sana crítica, no la íntima convicción, para finalmente concluir con el principio del la presunción de inocencia, en concordancia con el principio del in dubio pro reo, artículo veintinueve (29) constitucional, declarando inocente a JULIÁN del cargo de autor de extorsión agravada tentada, conforme lo hizo el Tribunal de Santa Rosa de Viterbo.        

Las inexistencias jurídicas, por comprobada existencia de irregularidades que afectan el debido proceso, la contradicción, la igualdad, la defensa, la legalidad, la presunción de inocencia y el in dubio pro reo, artículo veintinueve (29) constitucional,  violan los fundamentales del procesado y tales irregularidades son absolutas salvo cuando son simplemente vicios de aducción o producción, es decir, mera legalidad, los cuales se rigen por los siguientes principios:
INSTRUMENTALIDAD DE LAS FORMAS : es decir, que no se declara la invalidez de un acto cuando cumpla las finalidades para las cuales estaba destinado, pues bien, el recurso extraordinario de Casación está destinado a revisar la legalidad y constitucionalidad de las sentencias de instancia, en cumplimiento de los fines del recurso, esto es: la efectividad del derecho material, el restablecimiento de las garantías fundamentales, la reparación de los agravios y la unificación de la jurisprudencia, fines de la Casación que no se cumplieron en la sentencia y por el contrario se violaron, conforme otea en los hechos y las normas dejadas de aplicar, tan grave su transgresión que precisamente se presenta acción de tutela contra la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, por el defecto sustantivo en que incurrieron. 
PRINCIPIO DE TRASCENDENCIA: es decir, que quien alega la nulidad debe demostrar la irregularidad sustancial que afecta a los sujetos procesales o desconoce la base fundamental de la instrucción o el juzgamiento, pues bien, al casar la sentencia del Tribunal y confirmar el fallo del a quo, la Corte Suprema incurrió en el mismo yerro de violación directa de la Ley sustancial de primera instancia, pues no aplicó normas y valoró pruebas prohibidas, por ser ilícitas e ilegales, sin las cuales no hubiera podido condenar, hizo ver una suposición subjetiva de íntima convicción como indicio de oportunidad para delinquir, apoyado en la prueba ilícita, desconoció las reglas de valoración en sana crítica, la presunción de inocencia y el in dubio pro reo, lo cual condujo a que se incurriera en el vicio sustancial insaneable e inconvalidable por comprometer garantías fundamentales en el juzgamiento.

Irregularidad con las que se condenó a JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, quedando como panacea la acción tutela frente a la sentencia de Casación, en busca de amparo a los fundamentales, la vía de hecho, en la sentencia de casación se ramifican y repercute en la parte resolutiva, pues el la Corte Suprema contaminó lo que el Tribunal había sanado, no obstante, que la Corte convalidó aspectos prohibidos, que de no haber incurrido en los vicios de la vía de hecho por defecto sustantivo, no le hubiera quedado otro remedio que absolver y en el peor de los casos aplicar la duda probatoria a favor del procesado estando obligada de la misma manera a llegar a la conclusión de la absolución; sin embargo, como no lo hizo y dejó de aplicar normas, la duda se utilizó para condenar desconociendo el principio, derecho y garantía, en medio de una reacción en cadena de quebrantos.          
PRINCIPIO DE PROTECCIÓN:  es decir, que no puede invocar la nulidad quien haya provocado o coadyuvado la ejecución del acto irregular, salvo que se trate de falta de defensa técnica, pues bien la defensa de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA si fue deficiente sobre la particular prueba ilícita e ilegal con la que se le condenó, su negligencia permitió que se le interrogara al procesado JULIÁN LEONARDO en la etapa del juicio sobre el contenido de la indagatoria de OSCAR OSWALDO MANRIQUE, la cual se había trasladado y radicado ilegalmente al proceso, tenía contenido ilícito y fue valorada como prueba sin estar decretada y sin que se pudiera defender el procesado, violándole sus garantías mínimas de debido proceso, contradicción, igualdad, legalidad y defensa, no obstante, a que la vulneración de fundamentales la convierte en prueba ilícita.

Se tiene como prueba a modo de enunciación, pues realmente no lo es, es una inexistencia jurídica, artículo doscientos treinta y dos (232), doscientos treinta y cinco (235), doscientos treinta y nueve (239), cuatrocientos (400) del C. P. P., y, veintinueve (29) constitucional, siendo nula de pleno derecho, más sin cumplir con el procedimiento de trasladado, debiéndose excluir, por mandato constitucional y legal, ya que lo que se obtiene con violación de derechos fundamentales es nulo, no se puede usar, ni sus derivadas o las que se pueden explicar en razón de su existencia, por no existir, ni pueden dar lugar actos reflejos de existencias jurídicas, ni convalidarse, aún con o sin la coadyuvancia de la defensa, quedado demostrada la irregularidad de la sentencia de Casación, en donde no sólo se convalidó, sino que se usó y valoró para condenar, vale la pena decir que como prueba reina.

Claro lo anterior, los principios, derechos y garantías fundamentales no son saneables sino mediante la sanción de la expulsión de la actuación ilícita o ilegal o su reenvió, no es dable como lo pretende hacer ver la Corte Suprema que la defensa en juicio controvirtió la indagatoria y por ello quedaron a salvo los fundamentales de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, en razón a que sólo las ilegalidades se pueden coadyuvar; empero, no los ilícitos, ni la violación de fundamentales y este elemento es ilícito e ilegal, aunado a la falta de defensa técnica que debió tacharlo en su momento y oponerse a que se usara y valorara en el juicio, con todo y los yerros del defensor sobre este aspecto, es más grave el proceder del Juez de primera instancia y la convalidación de la Corte Suprema de Justicia, al lavarlo, permitir su ingreso, utilizarlo, valorarlo y ser el sustento de la sentencia tanto de primera instancia, como la Casación.

Por otra parte la Fiscalía y el Ministerio Público delegado en el presente caso no podían ni estaban legitimados para alegar su propia torpeza, ya que fue por la falta de investigación integral que OSCAR OSWALDO no llegó a tiempo a declarar en el proceso, para que pudiera ser interrogado conforme las reglas del testimonio, contrainterrogado y tachado de falso su testimonio artículo doscientos sesenta y seis (266) y doscientos setenta y seis (276) del C. P. P., quedado sin defensa y sin poder ejercerla frente a la prueba irregular, lo cual no es atribuible, ni coadyuvado   por parte se la defensa y ni el mismo procesado, debiendo recurrir la Fiscalía y el Ministerio Público a otras causales en las que no se evidenciara su omisión, por tanto se sintieron en la obligación de corregir su error en sede casacional, al ver que el Tribunal absolvió por la irregularidad de la prueba de cargo, viéndose avocados a  defender la prueba a capa y espada, la que de  repente aparece en juicio, en copia simple, documento que se incorporó indebidamente, se tuvo en cuenta como prueba sin estar decretada y se valoró para condenar, cercenándole al procesado toda defensa, toda contradicción, toda posibilidad de debida obtención, producción y aducción, ya que las falencias no son respecto del documento, sino respecto del testigo, el testimonio y la acusación que no se hizo en el juicio, ni en la instrucción, debiendo hacerse para garantizar los fundamentales del procesado, tan equivocada la Corte Suprema sobre el particular, que terminó coadyuvando un vicio insaneable.
Existe falta de defensa técnica, pero no es atribuible a ella la inejecución y ejecución del acto irregular, la incorporación de la indagatoria, su uso o valoración, tanto así, que en juicio y apelación se refutó y censuró, logrando la absolución por parte del Tribunal Superior de Santa Rosa de Viterbo, es decir, no fue coadyuvado dicho error por la defensa, menos por el procesado,  quien no sabe derecho y no tiene porque saber que ese elemento era ilícito e ilegal, que no se podía usar en su contra, que fue incorporado arbitradamente y que se quebrantaron sus derechos, sin embargo, obsérvese como el procesado fue asaltado en su buena fe y la confianza en un debido proceso, lo cual fue utilizado en su contra para interrogarlo y condenarlo, al colmo de tener por indemnes la violación de principios, derechos y garantías que se han conculcado.

PRINCIPIO DE CONVALIDACIÓN; es decir, que los actos irregulares se pueden convalidar por el consentimiento del perjudicado, siempre que se observen las garantías fundamentales, es evidente que JULIÁN LEONARDO MANOSAVA, en ninguna de sus DECLARACIONES, ni en la indagatoria o las piezas procesales en general, a hecho o dicho que se convalide la prueba ilegal e ilícita de OSCAR OSWALDO MANRIQUE o la de ALEX FERNANDO HERNÁNDEZ  BENAVIDES, por el contrario, a dicho que OSCAR y ALEX están faltando a la verdad, lo que no significa que esté convalidando el vicio, por el contrario está resaltando el falso testimonio, para poder convalidar las irregularidades se requería que JULIÁN LEONARDO MANOSALVA diera su consentimiento expreso, lo cual no existe.  Como no se observaron las garantías fundamentales, la Corte Suprema de Justicia, de oficio debió garantizarlas y ampararlas artículo doscientos treinta y cinco (235) del C. P. P. Y, veintinueve (29) Constitucional, sin embargo, no lo hizo, inaplicando la norma y por el contrario a rechazarlas y excluirlas, las legitimó desconociendo que al Estado y sus funcionarios les corresponde velar por la real y material efectividad de las garantías articulo dos (2) constitucional, no pueden convalidar o legitimar los abusos.                                              
PRINCIPIO DE NATURALEZA RESIDUAL: es decir, que sólo se puede decretar cuando no exista otro medio procesal para subsanar la irregularidad, pues bien, en el caso que no ocupa no existe otro medio de defensa judicial eficaz, se agotaron las recursos ordinarios y el extraordinario de Casación y precisamente en este último fue donde se presentaron las vías hecho, estando agotados los medios procesales ordinarios en donde se corrigió el yerro, en el extraordinario de Casación se genera nuevamente el error y por ello sólo resta en Colombia recurrir a las acciones y en este caso se dispone de la acción de tutela para corregir la vía de hecho en que se incurrió al valorar la indagatoria inicial de ALEX FERNANDO HERNÁNDEZ  BENAVIDES y la de indagatoria de OSCAR OSWALDO MARIQUE MURILLO, no hay otra forma de excluirse, sino mediante el amparo de los fundamentales violados.   
Los errores en la Sentencia de Casación son sustanciales, la forma de corregirlos es restableciendo la seguridad jurídica amparando los principios, derechos y garantías vulneradas, con lo cual se excluyen las pruebas ilícitas e ilegales y sus derivadas  reparando el agravio causado al ciudadano JULIÁN LEONARDO MANOSALVA.  

PRINCIPIO DE TAXATIVIDAD: es decir, que no se podrá decretar la nulidad sino por las causales previstas taxativamente, dentro de las cuales esté comprobada la existencia de irregularidades sustanciales que afecta la igualdad, la legalidad, la contradicción, la defensa, la favorabilidad, la presunción de inocencia,  el in dubio pro reo, la motivación y el debido proceso.    
Así las cosas, es preciso que nos detengamos a demostrar la violación de las garantirás sustanciales que hacen que la Sentencia de Casación sea  una completa vía de hecho.
a) VIOLACIÓN A LA NORMA DE IGUALDAD:
El artículo trece (13) constitucional, establece que todas las personas nacen iguales ante la Ley, recibirán el mismo trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades, sin ninguna discriminación, que el Estado promoverá las condiciones para que su igualdad sea real y efectiva, pues bien, si eso ordena la Constitución, las normas internacionales y las normas ordinarias, no se entiende el por qué la Corte Suprema de Justicia, trató con desigualdad a JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, le cercenó sus garantías, inaplicó normas existentes y vigentes llamadas a regular el caso, con las cuales estaba obligada a excluir las pruebas ilegales e ilícitas y no lo hizo, por el contrario las convalidó para poder condenarlo, quedando demostrado el trato discriminatorio y marginal que se le dio al procesado y que los Magistrados no hicieron real y efectiva la igualdad.             

   En situaciones como las aquí examinadas, donde principios derechos y garantías se dicen respetar y aplicar en apariencia, menester considerar; si la autonomía judicial puede ser ilegalmente invocada y crear efectos reflejos de existencias jurídicas con pruebas ilícitas e ilegales, cuando involucran irregularidades sustanciales y no se tienen facultades para generar tales efectos; por cuanto ello tornaría nugatorio los fines del Estado Social de Derecho, artículo segundo (2) de la Constitución Política, donde se ordena que las autoridades de la República están instituidas para proteger a las personas y garantizar la efectividad de los principios, derechos y garantías, lo cual no cumplió la Corte Suprema, de ahí su vulneración a los principios, derechos y garantías, por falta de aplicación, desconociendo la supremacía de la Constitución artículo cuarto (4), quedando en efecto quebrantada la norma superior, por dicho proceder y la desigualdad, artículo trece (13), con la que se procedió en el presente caso al tener como válida y legal, una prueba ilegal e ilícita para condenar, cuando no sólo es prohibido sino que desencadena la violación directa de la Ley sustancial en sus artículos uno (1), dos ( 2), cinco (5), trece (13), veintiocho (28) y veintinueve (29) de la Constitución, uno (1), dos (2), cuatro (4), cinco (5) y once (11) de la Declaración De Los Derechos Del Hombre, uno (1), dos (2), siete (7), nueve (9), diez (10) y veintinueve (29) de la Carta Internacional De Derechos Humanos, catorce (14) y diecinueve (19) del Pacto Internacional De Derechos Civiles y Políticos, Uno (1), once (11) y diecisiete (17) de la Declaración Americana De Los Derechos y Deberes del Hombre, siete (7) y ocho (8) de la Convención Americana De Derecho Humanos, dos (2), siete (7) y nueve (9) de la Ley quinientos noventa y nueve (599) de dos mil (2000), dos (2), tres (3), cinco (5), nueve (9) y doscientos treinta y cinco (235) de la Ley seiscientos (600) de dos mil (2000), cercenando el fundamental de la Igualdad y generando una reacción en cadena de inaplicaciones.

De tal manera que si la Corte Suprema de Justicia hubiera aplicado el contenido de la norma, dando un trato y oportunidad  igual a JULIÁN LENONARDO MAOSALVA, haciéndola real y efectiva, aunado a que es la parte débil en el proceso, exigiéndose mayor amparo, se desmaterializó la norma, pues se aplicó a la inversa, es decir, con desigualdad en la sentencia de Casación, aspecto que condujo a que se le violara su derecho a la libertad ya restablecido por el Tribunal y por ende a que se le violara el debido proceso penal a que tiene derecho todo colombiano.

Por el alcance dado a la desigualdad, con ausencia de sustento legal y del control de legalidad casacional, en cuanto a su forma y contenido; se configuran la decisión por vía de hecho, lo que amerita conceder el amparo solícitado, en lo concerniente, específicamente, al mismo derecho de igualdad, libertad y debido proceso.  Así las cosas, se debe disponer aplicar las normas con igualdad, revocar la sentencia de casación, amparar los fundamentales con sujeción y alcance de lo comprometido constitucional y legalmente.

b) VIOLACIÓN A LA NORMA DE DEBIDO PROCESO:

Frente al debido proceso, encontramos violado la norma reglamentaria de la contradicción, defensa, legalidad, motivación, presunción de inocencia y duda probatoria,  es patente su quebrantamiento, pues si la norma ordena que el debido proceso se debe aplicar a toda clase de actuaciones judiciales, la Corte Suprema no puede hacer modificaciones o excepciones a lo que la Constitución, el Bloque de Constitucionalidad y la Ley ordenan, pues ellas son la declaración de la voluntad soberana y  la Corte Suprema está sujeta a su cumplimiento como todos los jueces de la República artículo doscientos treinta (230) constitucional, pues bien, el debido proceso es un completo plexo de principios, derechos y garantías dentro de la dialéctica de dos extremos, la Fiscalía con sus cargos y la Defensa con los descargos si a bien lo tiene, de donde el operador judicial es quien resuelve el silogismo dialéctico de la acusación y defensa, cargos y descargos, en donde el Estado de una manera legal y lícita debe con certeza determinar la tipicidad, antijuridicidad y responsabilidad, con sujeción a la Constitución y la Ley artículo doscientos treinta y dos (232) del C. P. P.

La Corte Suprema de Justicia no puede dejar de aplicar las normas de obligatorio cumplimiento y tampoco puede reducir el debido proceso a la función mecánica y acéfala de reunir prueba en un canasto, limpiando las que están contaminadas para usarlas y valorarlas, sin importar de donde vengan, como vengan, quien las aporte o si se incorpora adecuadamente y o se controvierten, pues dichos actos cuando no se hacen con el ejercicio del debido proceso, se acaba con el Estado Social de Derecho artículo uno (1) y dos (2) constitucional y comienza la arbitrariedad en donde lo que impera no son las reglas de juego, la sana crítica, la legalidad o la licitud, la contradicción, la defensa, la presunción  de inocencia o la duda probatoria, sino íntima voluntad del operador judicial de turno.

En el caso que nos ocupa existen disposiciones legales como el artículo doscientos treinta y dos (232) del C. P. P., en donde se ordena que toda providencia debe fundarse en prueba legal, regular y oportunamente allegada a la actuación, el artículo doscientos treinta y cinco  (235) y ss del C. P. P., el artículo doscientos sesenta y seis (266) y ss del C. P. P., regla el testimonio, su amonestación a decir la verdad, su recepción, examen, contradicción y tacha, siendo esto así, no se entiende el por qué la Corte Suprema de Justicia, sabiendo que no se cumplieron ninguna de las anteriores reglas del debido proceso, que son las formas como se deban producir, aducir y llegar al convencimiento, resuelve inaplicarlas pues lavó, aceptó y valoró la indagatoria de OSCAR OSWALDO y la de ALEX FERNANDO lo que genera el defecto sustantivo, por la violación del todo debido sustancial y el plexo que lo integra, la vía de hecho es patente pues con ella se condenó a JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, desconociendo las reglas procesales que ordenan la manera de tratar la prueba, incorporarla, haciendo aún más desigual la situación del procesado, incluso al exigirle actuaciones procesales propias de un profesional del derecho y no de un usuario del servicio de la justicia,  pues su posición de dominado, frente a la posición dominante del Estado y el actuar de la Corte Suprema, demuestra un completo abuso de la jurisdicción, más con la fragante desobediencia de las normas referentes a la pruebas. 
El debido proceso es indiscutiblemente una categoría jurídica compleja, con un plexo de convergencia en principios, derechos y garantías que se conjugan y dependen unas de las otras, tanto supraconstitucionales, como constitucionales e infraconstitucionales, entendido esto como el todo categorial que  recoge un conjunto de instituciones, convirtiéndose en un  fin en sí mismo, para la aplicación de las normas en donde se les da respuesta a una conducta, como en el caso que nos ocupa, donde unas personas fueron extorsionadas y dicha conducta se sometió a un proceso, donde la Fiscalía estaba obligada a llevar por un método inobjetable, legal y lícito la prueba, de tal manera que la búsqueda de la verdad no se logre a costa de la libertad o el sacrificio de los derechos de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, pero como la indagatoria del OSCAR OSWALDO, ni la aportó el mismo Fiscal, pero si la usó, debiendo actuar e investigar y juzgarse por el método debido y reglado, con la observancia de las normas preestablecidas para ellos, ya que de hacerse el proceso violándose sus reglas no es un debido proceso y la  finalidad del proceso artículo nueve (9) y dieciséis (16 ) del C. P. P., no es la de aplicar la pena al procesado a cualquier modo, ya que resultaría más fácil decirle: lo condenó a tanto sin proceso, sin Ley y sin importar  sus garantías.

La reconstrucción de los hechos y la verdad procesal debe ser obtenida, junto con las pruebas que así lo demuestran de manera inobjetable, lícita, legal y moral, constituyendo el método a través del cual se indaga, un valor restringido, sin que las operadores de justicia puedan soslayar las reglas de juego preestablecidas, dejar de aplicarlas en la verificación o reconstrucción de unos hechos, de tal manera que la Corte Suprema, dejó de lado el debido proceso, las normas de aducción y producción de la prueba, violando las garantías mínimas de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA para poder condenarlo, si las hubiera respetado no lo hubiera podido condenar. 
Lo que hizo la Corte Suprema de Justicia, en la sentencia de casación, fue coadyuvar y convalidar la irregularidad de la prueba ilícita e ilegal de OSCAR OSWALDO MARIQUE MURILLO y ALEX FERNANDO HERNÁNDEZ  BENAVIDES y atribuírselas injustificadamente a JULIÁN LEONARDO MANOSALVA para poder justificar su actuar inconstitucional e ilegal, ya que como bien lo hizo ver en la parte motiva de la sentencia la prueba ilegal e ilícita se debe excluir, es inexistente y no se puede valorar, ni dar efectos reflejos y tampoco lavarla o convalidarla, por ser violatorio del debido proceso penal, tema que la misma Corte Suprema paradójicamente reitera una y otra vez en la sentencia; empero, no  aplicó.

La Corte Suprema de Justicia desbordando el ámbito de la decisión e incurrió en defecto sustantivo, es tan protuberante la vía de hecho, que nos da la razón la propia Corte Suprema de Justicia en sus reiteradas sentencias, entre las que se destaca la veintinueve mil cuatrocientos dieciséis (29416) del veintitrés (23) de Abril de dos mil ocho (2008), con ponencia del Magistrado YESID RAMIREZ BASTIDAS, en donde unifica la jurisprudencia sobre el tema y dice claramente cuál es el tratamiento que se debe dar a las pruebas aquí censuradas, así:                                                             

El artículo 29 de la Constitución Política consagra la regla general de exclusión al disponer que “es nula de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso.

La exclusión opera de maneras diversas y genera consecuencias distintas dependiendo si se trata de prueba ilícita o prueba ilegal.

Se entiende por prueba ilícita la que se obtiene con vulneración de los derechos fundamentales de las personas, entre ellos la dignidad, el debido proceso, la intimidad, la no autoincriminación, la solidaridad íntima, y aquellas en cuya producción, práctica o aducción se somete a las personas a torturas, tratos cueles, inhumanos o degradantes, sea cual fuere el género o la especie de la prueba así obtenida.

La prueba ilícita debe ser indefectiblemente excluida y no podrá formar parte de los elementos de convicción que el juez sopese para adoptar la decisión en el asunto sometido a su conocimiento, si que pueda anteponer su discrecionalidad ni la prevalencia de los intereses sociales.

La prueba ilegal se genera cuando en su producción, práctica o aducción se incumplen los requisitos legales esenciales, caso en el cual debe ser excluida como lo indica el artículo 29 Superior.

En esta eventualidad, corresponde al juez determinar si el requisito legal pretermitido es esencial y discernir su proyección y trascendencia sobre el debido proceso, toda vez que la omisión de alguna formalidad insustancial por sí sola no autoriza la exclusión del medio de prueba.

La prueba ilícita como su propio texto lo expresa: 

Es aquella que se encuentra afectada por una conducta dolosa en cuanto a la forma de obtención, es decir, aquella que ha sido obtenida de forma fraudulenta a través de una conducta ilícita.
Mayoritariamente se ha concebido por la doctrina nacional, extranjera y la jurisprudencia –como la citada entre otras- que la prueba ilícita es aquella que se ha obtenido o producido con violación de derechos y garantías fundamentales, género entre las que se encuentran las pruebas prohibidas cuyas vedas son objeto de consagración específica en la ley (art. 224 C. Penal). Ella puede tener su génesis en varias causalidades a saber:

        (i) Puede ser el resultado de una violación al derecho fundamental de la dignidad humana (art. 1º Constitución Política), esto es, efecto de una tortura (arts. 137 y 178 C. Penal), constreñimiento ilegal (art. 182 C.P.), constreñimiento para delinquir (art. 184 C.P.) o de un trato cruel, inhumano o degradante (art. 12 Constitución Política).

(ii) Así mismo la prueba ilícita puede ser consecuencia de una violación al derecho fundamental de la intimidad (art. 15 Constitución Política), al haberse obtenido con ocasión de unos allanamientos y registros de domicilio o de trabajo ilícitos (art. 28 C. Política, arts. 189, 190 y 191 C. Penal), por violación ilícita de comunicaciones (art. 15 C. Política, art. 192 C. Penal), por retención y apertura de correspondencia ilegales (art. 15 C. Política, art. 192 C. Penal), por acceso abusivo a un sistema informático (art. 195 C. Penal) o por violación ilícita de comunicaciones o correspondencia de carácter oficial (art. 196 C. Penal).

(iii) En igual sentido, la prueba ilícita puede ser el efecto de un falso testimonio (art. 442 C. Penal), de un soborno (art. 444 C. Penal) o de un soborno en la actuación penal (art. 444 A C. Penal) o de una falsedad en documento público o privado (arts. 286, 287 y 289 C. Penal).

La prueba ilegal o prueba irregular que extiende sus alcances hacia los “actos de investigación” y “actos probatorios” propiamente dichos, es aquella 

En cuya obtención se ha infringido la legalidad ordinaria y/o se ha prácticado sin las formalidades legalmente establecidas para la obtención y práctica de la prueba, esto es, aquella cuyo desarrollo no se ajusta a las previsiones o al procedimiento previsto en la ley.
Desde una interpretación constitucional y en orden a la visión y concepción de la Casación penal como un control de constitucionalidad y legalidad de las sentencias proferidas en segunda instancia, se debe considerar que tanto en los eventos de ilicitud y de ilegalidad probatoria como de ilicitudes o ilegalidades que recaen sobre los elementos materiales probatorios y evidencias físicas, lo que se produce normativamente son efectos idénticos de exclusión dadas las inexistencias jurídicas por tratarse en esos eventos de medios de convicción que constitucionalmente se predican “nulos de pleno derecho” y que, de consecuencia, dichos resultados de “inexistencia jurídica” de igual se transmiten a los que dependan o sean consecuencia de aquellos o a los que sólo puedan explicarse en razón de la existencia de las excluidas, pues como es de lógica jurídica y por sobre todo constitucional, las “inexistencias jurídicas” no pueden dar lugar a “reflejos de existencias jurídicas”.

En efecto: si de acuerdo a los mandatos constitucionales del artículo 29 y de los artículos 23, 455, 232 y 360 de la Ley 906 de 2004, las pruebas como elementos materiales probatorios y evidencias físicas que se hubiesen obtenido con violación del debido proceso reportan un efecto-sanción de nulidad de pleno derecho por lo que deben excluirse, porque comportan efectos de inexistencia jurídica, de correspondencia con ese imperativo de la Carta Política a su vez desarrollado en el Código de Procedimiento Penal, se podrá comprender y desde luego interpretar que por virtud de esa exclusión, las inexistencias jurídicas de carácter probatorio no tienen la potencialidad de dar génesis, ni de las mismás se pueden derivar existencias jurídicas, esto es, no pueden dar lugar a efectos reflejos de licitudes ni legalidades probatorias. 
Conforme a lo anterior, y reiterando que la indagatoria de OSCAR OSWALDO MANRIQUE MURILLO, se adujo e incorporó de manera ilegal y con violación de derechos fundamentales los que hace que sea ilícita, no obstante, el falso testimonio que ella reviste, por otra parte los funcionarios del GAULA obtuvieron de ALEX FERNANDO HERNÁNDEZ  BENAVIDES, el nombre de JULIÁN MANOSALVA, bajo tortura, quien en su primera indagatoria lo inculpó por miedo y bajo amenaza de muerte, empero, cuando se enteró de la captura de OSCAR OSWALDO perdió el temor de sus amenazas y resolvió solicitar ampliación de indagatoria, para decir, que había declarado en falso ya que JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, no tenía nada que ver en la extorsión, lo cual reiteró en juicio y le pidió disculpas públicas.

Quedando en evidencia la ilicitud de la prueba y de ser usado sólo es válido en lo favorable y lícito, no en lo desfavorable e ilícito, pues lo correcto era excluirla en su integridad y no darle actos reflejos de existencia jurídica al coadyuvar y convalidar su irregularidad, valer y creerle para condenar, pero no creerle en la segunda indagatoria de ALEX FERNANDO y demás DECLARACIONES para absolver, de lo que se puede destacar el patente vicio que la hace nula de pleno derecho, el silogismo jurídico para proferir la decisión correcta de manera preliminar, es que cada una de las etapas se realicen conforme a las reglas propias del juicio;  con tal sigilo, que no se haga más gravosa la situación del procesado, sobretodo en la preinterpretativa y la interpretativa, pues pueden ser en mayor o menor medida adecuadas a la realidad y caer en la suposiciones como en el caso que nos ocupa, a la hora de interpretar las normas que se deban aplicar al caso concreto, comporta el análisis ontológico de las circunstancias que acompañan lo que se indaga, pero en manera alguna la Corte Suprema en el presente caso puede actuar como rueda suelta dejando de lado los argumentos del silogismo; lavar la prueba y utilizarla, dándole paso a su subjetividad parcializándose, procedimiento difícil de aceptar, pues con ello se sesgó la oportunidad de administrar justicia y lo que se hizo fue violar los derechos fundamentales de JULIÁN LONARDO MANOSALVA, que de haberlos respetado su decisión habría sido distinta a la censurada.
Los Magistrados en una actuación exorbitante se apartaron del debido proceso y por su íntima convicción de responsabilidad, dejaron de lado la trilogía de la conducta delictiva concretamente, vieron la tipicidad, artículo diez (10) del C.P., pero se olvidaron del dolo, artículo veintidós (22) del C.P., nada dijeron de la antijuridicidad  formal y material artículo once (11) del C.P. y suponen la responsabilidad por ende el juicio de desvalor o de culpabilidad artículo doce (12) del C.P, es totalmente nefasto y constitutivo de la vía de hecho, distinto a como reglamentariamente se debe producir la sentencia en concordancia con el artículo doscientos treinta y dos (232) del C. P. P., consintiendo ilegalidades e ilicitudes en las pruebas, debido a que eran con las únicas con las que se podía condenar a JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, optando según ellos, por lo menos malo, las coadyuvaron y convalidaron, ocasionando un daño grave al procesado, al apartarse de los artículos uno (1), dos  (2), cuatro (4), cinco (5), veintiocho (28) y veintinueve (29) del Constitución Política, siete (7) de la Declaración de los Derechos del Hombre, once (11) de la Carta Interamericana de Derechos Humanos, catorce (14) del Pacto Intencional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, veinticinco (25) de la Declaración Americana de los Derechos del Hombre, setenta y nueve (79) de Convención Americana de los Derechos Humanos, dos (2), seis  (6) de la Ley quinientos noventa y nueve (599) de dos mil (2000), dos (2), tres (3), seis (6), nueve (9), doscientos treinta y dos  (232), doscientos treinta y cinco (235), doscientos treinta y nueve (239), doscientos cincuenta y nueve (259), dos cientos sesenta y seis (266), doscientos setenta y seis (276), doscientos setenta y siete (277), trescientos cinco (305) y trescientos seis (306) de la Ley seiscientos (600) de dos mil (2000), las cuales se debieron aplicar y no se pueden reemplazar por un criterio personal y opuesto a la tradición constitucional y legal del debido proceso, estas pautas nos invitan a pensar sobre la lingüística, la historia, la lógica y sistemática donde sobra por contera traer a colación más normas, pues los hechos de la tutela, están demostrados con la lectura de la normas y su confrontación con las pruebas que se aportan, de lo cual es indiscutible que se violaron las reglas propias que sigue la acción judicial penal y lo que de ella se deriva.  <<ver las piezas procesales>> 
Por esa misma vía se desprende el quebrantamiento del derecho de defensa, contradicción, legalidad y motivación, los cuales hacen parte del debido proceso penal, en gracia de discusión, JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, no pudo interrogar de forma real y material al testigo que lo acusaba, artículo doscientos setenta y seis (276) del C. P. P., conforme ordena las normas nacionales e internacionales se quebrantaron las normas descritas en los artículos: cuarto (4), trece (13) y veintinueve (29) de la Constitución, uno (1) y once (11) de la Carta Internacional de Derechos Humanos, catorce (14) del Pacto Intencional De Derechos Económicos, Sociales y Culturales, octavo (8) de la Convención Americana de Derechos Humanos, dos (2), seis (6) y siete (7) de la Ley quinientos noventa y nueve (599) de dos mil (2000), dos (2), tres (3), seis (6), ocho (8), trece (13), catorce (14), veinticuatro (24), doscientos treinta y dos (232), doscientos treinta y nueve (239), doscientos cincuenta y nueve (259), doscientos sesenta y seis (266), doscientos setenta y seis (276), trescientos cinco (305) y trescientos seis (306) de Ley seiscientos (600) de dos mil (2000), lo cual indefectiblemente viola desde todo punto de vista los derechos de defensa, contradicción, legalidad, motivación, pues no es lo mismo presentar el testigo ante el procesado, el vocero y su defensor para que declare y sea interrogado y contrainterrogado, a presentar una hoja inerte, que no fue decretada como prueba, con una indagatoria en la que se la acusa al procesado y con la que se interroga sin poderse defender de su contenido, controvertirlo en debida forma, quedando sin defensa, como bien lo reconoce la misma sentencia, aunado a que se allegó de manera ilegal y con violación de fundamentales, se valoró su contenido, lo que hace que se quiebre el debido proceso sustancial y por ello la Corte Suprema de Justicia contrario a remediar la irregularidad, la justifica y se la achaca al procesado para condenarlo, debiendo ampararlo, mediante la aplicación de las normas sustanciales, así tuviera la íntima convicción de responsabilidad, la cual le está prohibida utilizarla en un proceso.       
El error sobre la existencia y la validez de la norma se verifica, pues las Corte Suprema de Justicia ignoró las normas citadas como violadas, es decir, marginó el contenido de los preceptos, al apartarse de las reglas de derecho aplicables, las cuales existen y  están vigentes, no obstante de conocerlas, haberlas aceptado y reconocerlas y al igual que sabía de la existencia de irregularidades y/o ilicitudes e ilegalidades que revisten la declaración de OSCAR OSWALDO MANRIQUE MURILLO y ALEX FERNANDO HERNÁNDEZ BENAVIDES, las cuales reconoce y acepta, para finalmente negarse a aplicar los artículos uno (1), dos (2), cuatro (4), cinco (5), trece (13), veintiocho (28) y veintinueve (29) de la Constitución, ya que en la parte resolutiva contravino e ignoró lo que dice la Constitución, pues a sabiendas que debía excluir dichas pruebas por ser nulas de pleno derecho, lo que hizo fue rescatarlas dándoles efectos reflejos de legalidad y licitud, para usarlas y poder condenar al procesado debido a su íntima convicción de responsabilidad, quedando plenamente demostrado el desacato del contenido normativo y la deficiente motivación con la que no demostró lo que se resolvía, sino que dejó en evidencia la vía de hecho.
c) VIOLACIÓN  A LA NORMA DE  INDUBIO PRO REO: 

Así mismo, procedió al aceptar y reconocer la existencia de la duda probatoria, de cara a la ausencia de certeza para condenar, artículo séptimo (7) de la Ley seiscientos (600) de dos mil (2000) y el artículo doscientos treinta y dos (232) del C.P.P., pues en la parte resolutiva contraviene e ignora el in dubio pro reo, artículo veintinueve (29) constitucional, aceptado y decretado por el Tribunal de Santa Rosa de Viterbo y por la misma Corte Suprema de Justicia, para culminar casando la sentencia que lo reconocía, dejarla sin valor y efecto y condenar a JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, existiendo duda.        

Por tanto, se configura una vía de hecho; por defecto sustantivo, dentro de una actuación judicial, pues la operación material o  acto de Juzgar en casación superó el ámbito de la decisión, desnaturalizó su carácter jurídico y causa una grave lesión o vulneración a los derechos fundamentales del justiciable, aspecto que se observa ostensiblemente en el caso sub examine; toda vez, que, como ya se dijo, la conducta de la Corte Suprema de Justicia, respecto de la marginación normativa, es una defecto sustantivo, insaneable, sustentado en la íntima convicción del sentenciador, más no en las normas pretermitidas.

  Si se quitan las pruebas irregulares, es decir, la declaración de OSCAR OSWALDO y ALEX FERNANDO, la Corte no tenía prueba para condenar, salvo la suposición por el hecho de ser JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, conocido de estas dos (2) personas y conocer a las víctimas y su situación económica, lo cual según la Corte Suprema de Justicia es un indicio de oportunidad para delinquir, indicio que más parece una suposición subjetiva, ya que por tal circunstancia no se puede judicializar y condenar a un ciudadano, pues toda clase de responsabilidad objetiva como esa, está proscrita en Colombia, por otra parte, las demás pruebas que obran en el proceso lo que demuestran es la buena conducta de JULIÁN MANOSALVA, no existe en el proceso otra prueba incriminatoria o con la que se demuestre la tipicidad, antijuridicidad y culpabilidad con certeza que MANOSALVA es el responsable de la conducta extorsiva, no quedando otro camino que el de seguir presumiéndolo inocente y resolver la duda a favor del procesado, absolviendo tal como lo hizo el Tribunal de Santa Rosa de Viterbo y lo ordena la Constitución en su artículo veintinueve (29) el artículo séptimo (7) del C.P.P, además de ser la norma más permisiva y favorable .           

1.4. 

PETICIÓN:

Comedidamente solcito al Juez constitucional lo siguiente:

1.4.1) Se sirva admitir la presente acción de tutela, por ser procedente.

1.4.2) Se sirva efectuar un control constitucional y legal de la sentencia de Casación, restableciendo los principios derechos y garantías violadas, aplicando las normas dejadas de aplicar, superando la vía de hecho y,
1.4.3) Como consecuencia:   

1.4.3.1. 
TUTELAR el principio, derecho y garantía fundamental al debido procedo.

1.4.3.2.
TUTELAR el principio, derecho y garantía fundamental de contradicción.

1.4.3.4. TUTELAR el principio, derecho y garantía        fundamental de  defensa.

1.4.3.5. TUTELAR el principio, derecho y garantía fundamental de igualdad. 

1.4.3.6. TUTELAR el principio, derecho y garantía fundamental de presunción de inocencia.

1.4.3.7. TUTELAR el principio, derecho y garantía fundamental  de in dubio pro reo o duda probatoria.

1.4.4) EXCLUYA la indagatoria rendida por OSCAR OSWALDO MANRIQUE MURILLO, y las dos (2) indagatorias rendidas por ALEX FERNANDO HERNÁNDEZ  BENAVIDES, junto con su testimonio en juicio y/o las que dependan o sean consecuencia de ellas o sólo se puedan explicar en razón de la existencia de las excluidas.
1.4.5) REVOQUE la sentencia de Casación veintiún mil quinientos veintinueve (21529), del día siete (7) de Septiembre de dos mil seis (2006), aprobada con el acta cero noventa y tres (093) de la misma fecha, dejándola sin valor y efecto y en su lugar decretar la   vigencia de la sentencia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santa Rosa de Viterbo, en la que se absolvió a JULIÁN LEONARDO MANOSALVA CASTANEDA, por in dubio pro reo.
1.4.6) ORDÉNESE Y OFICIESE a las centrales de información AFIS, SIJIN, DIJIN y DAS que se cancele la anotación del antecedente y la orden de captura en contra de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA CASTAÑEDA.
CAPÍTULO  QUINTO
Causal de tutela invocada
Es motivo de acción de tutela el evidente defecto fáctico en la sentencia de Casación, debido a un error de intelección por parte de los sentenciadores, es decir: se cometieron yerros de intelección sobre los hechos y las pruebas, incurriendo en violación indirecta de la Ley sustancial, por errores de hecho o de derecho al valorar inadecuadamente y soportar la providencia en  apreciaciones equivocadas. 

1.1. 
PRIMER CARGO: 

Acuso la sentencia de Casación de ser violatoria en forma indirecta de la Constitución Política y la Ley, en aspectos sustanciales, por error de derecho, consistente en un falso juicio de legalidad al apreciar como legal y lícita la indagatoria rendida por OSCAR OSWALDO MANRIQUE MURILLO y ALEX FERNANDO HERNÁNDEZ  BENAVIDES, lo cual trascendiendo en la violación de normas llamadas a regular el caso, que fueron excluidas, tales como: 
La falta de aplicación de los principios descritos en los artículos: uno (1), dos (2), cuatro (4) y quinto (5) de la CONSTITUCIÓN POLÍTICA.

La falta de aplicación de los derechos y garantías descritos en los artículos: trece (13),  veintiocho (28), veintinueve (29) de la CONSTITUCIÓN POLÍTICA.

La falta de aplicación de los artículos: dos (2), seis (6) y siete (7) de la Ley quinientos noventa y nueve (599) de dos mil (2000). 

La falta de aplicación de los artículos: dos (2), tres (3), cinco (5), seis (6), siete (7), ocho (8), nueve (9), trece (13), catorce (14), dieciséis (16), veinticuatro (24), doscientos treinta y dos (232), doscientos treinta y cuatro (234), doscientos treinta y cinco (235), doscientos treinta y ocho (238), doscientos treinta y nueve (239), doscientos cincuenta y nueve (259), doscientos sesenta y seis (266), doscientos sesenta y siete (267), doscientos setenta y seis (276), doscientos ochenta y seis (286), doscientos ochenta y siete (287), trescientos cinco (305) y trescientos seis (306) numerales dos (2) y tres (3) de la Ley seiscientos (600) de dos mil (2000).  

1.2. GARANTÍAS SUSTANCIALES VIOLADAS: 

La falta de aplicación de los principios descritos en los artículos: uno (1), dos (2) cuatro (4) y quinto (5) de la CONSTITUCIÓN POLÍTICA.

ARTICULO 1o. Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés genera.
ARTICULO 2o. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. 

Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares. 

ARTICULO 4o. La Constitución es norma de normas. En todo caso de incompatibilidad entre la Constitución y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales. 

Es deber de los nacionales y de los extranjeros en Colombia acatar la Constitución y las leyes, y respetar y obedecer a las autoridades. 

ARTICULO 5o. El Estado reconoce, sin discriminación alguna, la primacía de los derechos inalienables de la persona y ampara a la familia como institución básica de la sociedad.

La falta de aplicación de los derechos y garantías descritos en los artículos: trece (13) veintiocho (28) y veintinueve (29) de la CONSTITUCIÓN POLÍTICA.

ARTICULO 13. Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. 

El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados. 

El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan.

ARTICULO 28. Toda persona es libre. Nadie puede ser molestado en su persona o familia, ni reducido a prisión o arresto, ni detenido, ni su domicilio registrado, sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad judicial competente, con las formalidades legales y por motivo previamente definido en la ley. 

La persona detenida preventivamente será puesta a disposición del juez competente dentro de las treinta y seis horas siguientes, para que éste adopte la decisión correspondiente en el término que establezca la ley. 

En ningún caso podrá haber detención, prisión ni arresto por deudas, ni penas y medidas de seguridad imprescriptibles. 

ARTICULO 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. 

Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas  propias de cada juicio. 

En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. 

Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho.

Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso

La falta de aplicación de los artículos: dos (2), seis (6) y siete (7) de la Ley quinientos noventa y nueve (599) de dos mil (2000). 

ARTICULO 2o. INTEGRACION. Las normas y postulados que sobre derechos humanos se encuentren consignados en la Constitución Política, en los tratados y convenios internacionales ratificados por Colombia, harán parte integral de este código.

ARTICULO 6o. LEGALIDAD. Nadie podrá ser juzgado sino conforme a las leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante el juez o tribunal competente y con la observancia de la plenitud de las formas  propias de cada juicio. La preexistencia de la norma también se aplica para el reenvío en materia de tipos penales en blanco. 

La ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior se aplicará, sin excepción, de preferencia a la restrictiva o desfavorable. Ello también rige para los condenados. La analogía sólo se aplicará en materias permisivas. 

 ARTICULO 7o. IGUALDAD. La ley penal se aplicará a las personas sin tener en cuenta consideraciones diferentes a las establecidas en ella. El funcionario judicial tendrá especial consideración cuando se trate de valorar el injusto, la culpabilidad y las consecuencias jurídicas del delito, en relación con las personas que se encuentren en las situaciones descritas en el inciso final del artículo 13 de la Constitución Política. 

La falta de aplicación de los artículos: dos (2), tres (3), cinco (5), seis (6), siete (7), ocho (8), nueve (9), trece (13), catorce (14), dieciséis (16), veinticuatro (24), doscientos treinta y dos (232), doscientos treinta y cuatro (234), doscientos treinta y cinco (235), doscientos treinta y ocho (238), doscientos treinta y nueve (239), doscientos cincuenta y nueve (259), doscientos sesenta y seis (266),  doscientos setenta y seis (276), doscientos ochenta y seis (286), doscientos ochenta y siete (287), trescientos cinco (305) y trescientos seis (306) numerales dos (2) y tres (3) de la Ley seiscientos (600) de dos mil (2000).  

ARTICULO 2o. INTEGRACION. En los procesos penales se aplicarán las normas que en materia de garantías se hallan consignadas en la Constitución Política y en los Tratados y Convenios internacionales ratificados por el Estado Colombiano.

ARTICULO 3o. LIBERTAD. Toda persona tiene derecho a que se respete su libertad. Nadie puede ser molestado en su persona o familia, ni privado de su libertad, ni su domicilio registrado, sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad judicial competente, emitido con las formalidades legales y por motivos previamente definidos en la ley.

 La detención preventiva, en los términos regulados en este código, estará sujeta a la necesidad de asegurar la comparecencia al proceso del sindicado, la preservación de la prueba y la protección de la comunidad. 

ARTICULO 5o. IGUALDAD. Es deber de los servidores judiciales hacer efectiva la igualdad de los intervinientes en el desarrollo de la actuación procesal y proteger especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental se encuentren en circunstancias de debilidad manifiesta. 

ARTICULO 6o. LEGALIDAD. Nadie podrá ser investigado, ni juzgado sino conforme a la ley procesal vigente al tiempo de la actuación procesal, con observancia de las formas  propias de cada juicio. 

La ley procesal de efectos sustanciales permisiva o favorable, aun cuando sea posterior a la actuación, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. 

La ley procesal tiene efecto general e inmediato. 

ARTICULO 7o. PRESUNCION DE INOCENCIA. Toda persona se presume inocente y debe ser tratada como tal mientras no se produzca una sentencia condenatoria definitiva sobre su responsabilidad penal. 

En las actuaciones penales toda duda debe resolverse en favor del procesado. Únicamente las condenas proferidas en sentencias judiciales en firme tienen la calidad de antecedentes penales y contravencionales. 

 ARTICULO 8o. DEFENSA. En toda actuación se garantizará el derecho de defensa, la que deberá ser integral, ininterrumpida, técnica y material. 

Nadie podrá ser incomunicado. 

ARTICULO 9o. ACTUACION PROCESAL. La actuación procesal se desarrollará teniendo en cuenta el respeto a los derechos fundamentales de los sujetos procesales y la necesidad de lograr la eficacia de la administración de justicia en los términos de este código.

ARTICULO 13. CONTRADICCION. En desarrollo de la actuación los sujetos procesales tendrán derecho a presentar y controvertir las pruebas.

 El funcionario judicial deberá motivar, incluso cuando se provea por decisión de sustanciación, las medidas que afecten derechos fundamentales de los sujetos procesales. 

ARTICULO 14. PUBLICIDAD. Dentro del proceso penal el juicio es público. La investigación será reservada para quienes no sean sujetos procesales. Se aplicarán las excepciones previstas en este código.
ARTICULO 16. FINALIDAD DEL PROCEDIMIENTO. En la actuación procesal los funcionarios judiciales harán prevalecer el derecho sustancial y buscarán su efectividad.

ARTICULO 24. PREVALENCIA. Las normas rectoras son obligatorias y prevalecen sobre cualquier otra disposición de este código. Serán utilizadas como fundamento de interpretación.

ARTICULO 232. NECESIDAD DE LA PRUEBA. Toda providencia debe fundarse en pruebas legal, regular y oportunamente allegadas a la actuación. 

No se podrá dictar sentencia condenatoria sin que obre en el proceso prueba que conduzca a la certeza de la conducta punible y de la responsabilidad del procesado. 

ARTICULO 234. IMPARCIALIDAD DEL FUNCIONARIO EN LA BUSQUEDA DE LA PRUEBA. El funcionario judicial buscará la determinación de la verdad real. Para ello debe averiguar, con igual celo, las circunstancias que demuestren la existencia de la conducta punible, las que agraven, atenúen o exoneren de responsabilidad al procesado y las que tiendan a demostrar su inocencia

La carga de la prueba de la conducta punible y de la responsabilidad del procesado corresponde a la Fiscalía. El juez podrá decretar pruebas de oficio. 

ARTICULO 235. RECHAZO DE LAS PRUEBAS. Se inadmitirán las pruebas que no conduzcan a establecer la verdad sobre los hechos materia del proceso o las que hayan sido obtenidas en forma ilegal. 

El funcionario judicial rechazará mediante providencia interlocutoria la práctica de las legalmente prohibidas o ineficaces, las que versen sobre hechos notoriamente impertinentes y las manifiestamente superfluas.

ARTICULO 238. APRECIACION DE LAS PRUEBAS. Las pruebas deberán ser apreciadas en conjunto, de acuerdo con las reglas de la sana crítica. 

El funcionario judicial expondrá siempre razonadamente el mérito que le asigne a cada prueba. 

ARTICULO 239. PRUEBA TRASLADADA. Las pruebas practicadas válidamente en una actuación judicial o administrativa dentro o fuera del país, podrán trasladarse a otra en copia auténtica y serán apreciadas de acuerdo con las reglas previstas en este código.

 Si se hubieren producido en otro idioma, las copias deberán ser vertidas al castellano por un traductor oficial

ARTICULO 259. APORTE.  Los documentos se aportarán en original o copia auténtica. En caso de no ser posible, se reconocerán en inspección, dentro de la cual se obtendrá copia. Si fuere indispensable, se tomará el original y se dejará copia auténtica.

ARTICULO 266. DEBER DE RENDIR TESTIMONIO. Toda persona está en la obligación de rendir bajo juramento, el testimonio que se le solícita  en la actuación procesal, salvo las excepciones constitucionales y legales.
ARTICULO 276. PRÁCTICA DEL INTERROGATORIO. La recepción del testimonio se  sujetara a las siguientes reglas: 

1. Presente e identificado el testigo, el funcionario le tomara el juramento y la advertirá sobre las excepciones al deber de declarar.

2. A continuación, el funcionario le informará sucintamente el testigo acerca de los hechos objeto de su declaración y le ordenará que haga un relato de cuento le conste sobre los mismos.

3. Terminado éste, el funcionario procederá a interrogarlo si lo considera conveniente. Cumplido lo anterior se le permitir a los sujetos procesales interrogar.

Se permite provocar conceptos del declarante cuando se trate de una persona especialmente calificada por sus conocimientos técnicos, científicos o artísticos sobre la materia.

El funcionario podrá interrogar en cualquier momento  que lo estime necesario. Las respuestas se registraran textualmente. El funcionario deberá requerir al testigo para que sus respuestas se limiten  a los hechos que tenga relación con el objeto de la investigación.                

ARTICULO 286. PRUEBA DEL HECHO INDICADOR. El hecho indicador debe estar probado.

ARTICULO 287. APRECIACION. El funcionario apreciará los indicios en conjunto teniendo en cuenta su gravedad, concordancia y convergencia, y su relación con los medios de prueba que obren en la actuación procesal.

ARTICULO 305. INEXISTENCIA DE DILIGENCIAS. Se consideran inexistentes para todos los efectos procesales, las diligencias practicadas con la asistencia e intervención del procesado sin la de su defensor.

ARTICULO 306. CAUSALES DE NULIDAD. Son causales de nulidad: 

1. La falta de competencia del funcionario judicial. 

2. La comprobada existencia de irregularidades sustanciales que afecten el debido proceso. 

3. La violación del derecho a la defensa 

Negrilla y subraya fuera de texto, lo que se encuentra marcado es la parte pertinente de la norma que se violó por falta de aplicación al caso concreto.

1.3. 
DEMOSTRACIÓN DEL CARGO: 
La vía de hecho en el presente cargo, se caracteriza básicamente por la actuación caprichosa del operador judicial, pues en la sentencia de Casación veintiún mil quinientos veintinueve (21529), del siete (7) de Septiembre de dos mil seis (2006), mediante la cual se condenó a JULIÁN LEONARDO MANOSALVA CASTAÑEDA, a pesar de reconocer y aceptar la irregularidad de la indagatoria de OSCAR OSWALDO MANRIQUE MURILLO, la Corte Suprema de Justicia, la apreció como legal y lícita, a sabiendas que la indagatoria de OSCAR OSWALDO es ilegal e ilícita y se utilizó como prueba legal y lícita, sin estar decretada como prueba, violando garantías fundamentales, era desconocida para los sujetos procesales, ya que fue radicado en el proceso sin que ninguno de los sujetos procesales lo hubiera solícitado, sin que ninguno de los sujetos procesales hubiera participado en su producción, sin que ninguno de los sujetos procesales hubiera ejercido la contradicción de su contenido, sin que ninguno de los sujetos procesales hubiera hecho su aducción al proceso y sin que ninguno de los sujetos procesales la hubiera traslado al proceso.

No había sido solícitada como prueba por ningún sujeto procesal, ni había sido decretada de oficio en la audiencia preparatoria y a pesar de su ilegalidad e ilicitud se utilizó como prueba trasladada sin que cumpliera con el procedimiento de aducción y producción, siendo nula de pleno derecho y por ende inexistente, lo que trascendió a la violación indirecta de la Ley sustancial por exclusión evidente, consistente en la falta de aplicación de las normas constitucionales y legales citadas, por ser las llamadas a regular la prueba, su decreto, aducción, práctica, valoración y exclusión, las cuales no se aplicaron. 
Por otra parte, la Corte Suprema de Justicia incurre en el mismo error de la primera instancia, por falso juicio de regularidad respecto de la primera indagatoria de ALEX FERNANDO HERNÁNDEZ  BENAVIDES, la cual se produjo por temor, fruto de la tortura y se desconoció la ampliación de indagatoria, donde se retracta al igual que la declaración rendida en juicio, en la que ALEX FERNANDO reitera que JULIÁN MANOSALVA no tiene nada que ver en la extorsión, cometiendo un falso juicio de legalidad al creer en la primera indagatoria y tenerla por regularmente producida, más no en la ampliación y demás deposiciones, cuando se advertía y aceptó la mendacidad, debiendo decretar su exclusión total, por la ilicitud que revestía y fue confesada por el mismo testigo, quien dice ahora si voy a decir la verdad, es decir, que en la primera indagatoria mintió y sin embargo, la Corte Suprema de Justicia la valora como legal y lícita su primera parte ya que es la que le sirve para condenar a JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, incurriendo en una violación indirecta de las normas citadas, por ser las llamadas a regular la prueba, su práctica, valoración y exclusión, las cuales no se aplicaron. 

Siendo estas dos (2) pruebas el soporte de la sentencia, vale decir que son la prueba reina, con las que se demostró el indicio oportunidad para delinquir, quedando, al ser excluidas estas pruebas en una mera suposición al indicio, que de no haberse cometido el error de Derecho, la sentencia habría sido absolutoria, pues quedaba plenamente la duda probatoria.       

Al leer los hechos y contrastarlos con las normas citadas como violadas en el presente cargo y las pruebas solícitadas, se observa el falso juicio de legalidad, más si se detienen en la misma sentencia de Casación, en donde textualmente la página treinta y uno (31) dice: 

“Ocurrió que la copia de la indagatoria de MANRIQUE MURILLO se incorporó al expediente donde se juzgaba a MANOSALVA CASTAÑEDA, sin orden previa, no obstante, fue controvertida en audiencia publica y valorada por el Juez de primera instancia en la sentencia condenatoria”.     
Y citan entre comillas: 

“En criterio de la Sala, el Juez de primera instancia que tuvo conocimiento de la incorporación de esta prueba, ha debido pronunciarse de manera oficiosa en la audiencia preparatoria, en el sentido de ordenar se tuviera como prueba dentro del proceso y para los consiguientes efectos, de la indagatoria rendida por el señor OSCAR OSWALDO MANRIQUE MURILLO, pues de esta manera regular le daba entrada válida. No se obró de esta manera y, por ende, no se cumplieron las reglas propias de la aducción de la prueba en el juicio”

Para concluir luego de decir, decir y decir sobre la prueba ilegal e ilícita, en la página treinta y nueve (39) lo siguiente: 

“En consecuencia, puede colegirse que por no cumplir los requisitos legales para su aducción, fue irregular la incorporación de la copia de la indagatoria de OSCAR OSWALDO MANRIQUE MURILLO”   

Y en la misma pagina, luego de aceptar la irregularidad de la prueba, procede a coadyuvarla y la convalida incurriendo en el error de derecho por falso juicio de legalidad, al decir: 

“JULIÁN LEONARDO MANOSALVA  - quien intervino a través de vocero- y su defensor técnico, con su comportamiento procesal convalidaron la irregularidad, al punto que sus prerrogativas fundamentales quedaron indemnes, porque tuvieron la oportunidad de controvertirla en la audiencia publica” 

La Corte Suprema de Justicia se equivocó, es patente el error de derecho, con el que prosperó el primer cargo propuesto por los casacionistas; empero, con un falso juicio de legalidad, pues el quebrantamiento de fundamentales no es convalidable y la forma, soterrada como llegó dicha copia al expediente, no se puede aceptar, aunado que es la misma Corte Suprema la que reconoce y acepta que no fue decretada como prueba y que el Juez de primera instancia debió decretarla para que se incorporara al proceso, razones más que suficientes con las que se demuestra que no estaba decretada como prueba, ingresó irregularmente al proceso y se valoró para condenar estando prohibido dicho proceder, lo que trasciende en la marginación de las normas, quedando en evidencia la vía de hecho.
Partiendo del falso juicio de legalidad enuncia la Corte Suprema de Justicia otro claro error de regularidad, pues al valorar y tener por cierto lo dicho en la indagatoria de OSCAR OSWALDO, afirmó que era cierto lo dicho por ALEX FERNANDO HERNÁNDEZ  BENAVIDES, indicando: 

“HERNÁNDEZ  BENAVIDES se expresó con sinceridad en su primera indagatoria, cuando en forma hilvanada y escueta hizo un relato acerca de la participación delictiva de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA CASTAÑEDA en la extorsión que se le atribuye; y no en la ampliación de la indagatoria, cuando se retractó  con argumentos baladíes”    

Y, continúa: 

“Es que desde el instante mismo de la captura, ALEX FERNANDO HERNÁNDEZ BENAVIDES ya informó a los detectives comisionados que MANOSALCA CASTAÑEDA era el promotor de la extorsión” 

Luego dice:

“HERNÁNDEZ  BENAVIDES, por su propia iniciativa solicitó  ampliación de indagatoria, donde se retractó por completo, aduciendo que declaró contra JULIÁN MANOSALVA, porque quería vengarse de el, debido a que lo hizo quedar mal delante de unas muchachas al reclamarle el dinero de unas esmeraldas; y porque el Grupo Gaula lo había presionado a suministrar nombres de implicados, esta segunda versión la reiteró en audiencia pública”

Obsérvese que la Corte Suprema de Justicia acepta que ALEX FERNANDO HERNÁNDEZ BENAVIDES, fue presionado por los funcionarios del GAULA, empero, la presión fue una tortura física, psicológica, lo insultaron, le pusieron el fusil en la boca, le pegaron y para evitar que le siguieran pegando ALEX FERNANDO dio un nombre y lo reiteró en su primera indagatoria, faltando a la verdad, lo cual él confiesa, en su ampliación de indagatoria, es decir, que la prueba no se produjo de manera lícita, por tanto es evidente el falso juicio de regularidad, ya que dicha prueba se debió excluir en su totalidad, violándose de forma indirecta las normas reglamentarias de la prueba que han sido citadas, ya que el nombre de JULIÁN MANOSALVA se obtuvo bajo tortura y fue acusado bajo falso testimonio. 

Así las cosas, la sentencia de Casación es violatoria en forma indirecta de la Constitución Política y la Ley, en aspectos sustanciales, por error de derecho, consistente en un falso juicio de legalidad al apreciar como legal y lícita la indagatoria rendida por OSCAR OSWALDO MANRIQUE MURILLO y ALEX FERNANDO HERNÁNDEZ  BENAVIDES, lo cual trascendió en la violación de normas llamadas a regular el caso, que fueron excluidas, tales como: 

La falta de aplicación de los principios descritos en los artículos: uno (1), dos (2), cuatro (4) y quinto (5) de la CONSTITUCIÓN POLÍTICA.

La falta de aplicación de los derechos y garantías descritos en los artículos: trece (13),  veintiocho (28), veintinueve (29) de la CONSTITUCIÓN POLÍTICA.

La falta de aplicación de los artículos: dos (2), seis (6) y siete (7) de la Ley quinientos noventa y nueve (599) de dos mil (2000). 

La falta de aplicación de los artículos: dos (2), tres (3), cinco (5), seis (6), siete (7), ocho (8), nueve (9), trece (13), catorce (14), dieciséis (16), veinticuatro (24), doscientos treinta y dos (232), doscientos treinta y cuatro (234), doscientos treinta y cinco (235), doscientos treinta y ocho (238), doscientos treinta y nueve (239), doscientos cincuenta y nueve (259), doscientos sesenta y seis (266), doscientos sesenta y siete (267), doscientos setenta y seis (276), doscientos ochenta y seis (286), doscientos ochenta y siete (287), trescientos cinco (305) y trescientos seis (306) numerales dos (2) y tres (3) de la Ley seiscientos (600) de dos mil (2000).  

No quedando otro remedio sino la acción de tutela para que se amparen los principios, derechos, garantías y normas reglamentarias violadas de forma indirecta, por el error de derecho en que incurrió la  Corte Suprema de Justicia, en la sentencia de casación configurándose el defecto fáctico.   

1.4. 

PETICIÓN:

Comedidamente solicito al Juez constitucional:

1.4.1.  
Se sirva admitir la presente acción de tutela, por ser procedente.

1.4.2.  
Se sirva efectuar un control constitucional y legal de la sentencia de Casación, restableciendo los principios derechos y garantías violados indirectamente, corrigiendo la vía de hecho y,

1.4.3.  Como consecuencia:   

1.4.3.1. TUTELE el principio, derecho y garantía fundamental al debido proceso.

1.4.3.2. TUTELE el principio, derecho y garantía fundamental de contradicción.

1.4.3.3. TUTELE el principio, derecho y garantía fundamental de  defensa.

1.4.3.4. TUTELE el principio, derecho y garantía fundamental de igualdad. 

1.4.3.5. TUTELE el principio, derecho y garantía fundamental de presunción de inocencia.

1.4.3.6. TUTELE el principio, derecho y garantía fundamental de in dubio pro reo o duda probatoria.

1.4.4. EXCLUYA la indagatoria rendida por OSCAR  OSWALDO MANRIQUE MURILLO, y las dos (2) indagatorias rendidas por ALEX FERNANDO HERNÁNDEZ BENAVIDES, junto con su testimonio en juicio y las que dependan o sean consecuencia de ellas o sólo se puedan explicar en razón a la existencia de las excluidas.
1.4.5. REVOQUE la sentencia de Casación veintiún mil quinientos veintinueve (21529), del día siete (7) de Septiembre de dos mil seis (2006), aprobada con el acta cero noventa y tres (093) de la misma fecha dejándola sin valor y efecto y en su lugar decrete la vigencia de la sentencia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santa  Rosa de Viterbo, en  la que se absolvió a JULIÁN LEONARDO MANOSALVA CASTAÑEDA, por in dubio pro reo.
1.4.6. ORDÉNESE Y OFICIESE a las centrales de información AFIS, SIJIN, DIJIN y DAS que se cancele la anotación del antecedente y la orden de captura en contra de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA CASTAÑEDA.
2. SEGUNDO CARGO SUBSIDIARIO: 

Acuso la sentencia de Casación de ser violatoria en forma indirecta de la Constitución Política y la Ley, en aspectos sustanciales, por error de derecho, consistente en un falso juicio de convicción al dictar la sentencia con una suposición que se a hecho ver como indicio de oportunidad de delinquir, el cual dice que se prueba con la información contenida en la indagatoria rendida por OSCAR OSWALDO MANRIQUE MURILLO y la primera indagatoria de ALEX FERNANDO HERNÁNDEZ  BENAVIDES, las cuales además de ilegales e ilícitas se les ha valorado con íntima convicción y no con las reglas de la sana crítica, trascendiendo en la violación de normas llamadas a regular el caso, que fueron excluidas, tales como: 

La falta de aplicación de los principios descritos en los artículos: uno (1), dos (2), cuatro (4) y quinto (5) de la CONSTITUCIÓN POLÍTICA.

La falta de aplicación de los derechos y garantías descritos en los artículos: trece (13),  veintiocho (28), veintinueve (29) de la CONSTITUCIÓN POLÍTICA.

La falta de aplicación de los artículos: dos (2), seis (6) y siete (7) de la Ley quinientos noventa y nueve (599) de dos mil (2000). 

La falta de aplicación de los artículos: dos (2), tres (3), cinco (5), seis (6), siete (7), ocho (8), nueve (9), trece (13), catorce (14), dieciséis (16), veinticuatro (24), doscientos treinta y dos (232), doscientos treinta y cuatro (234), doscientos treinta y cinco (235), doscientos treinta y ocho (238), doscientos treinta y nueve (239), doscientos cincuenta y nueve (259), doscientos sesenta y seis (266), doscientos sesenta y siete (267), doscientos setenta y seis (276), doscientos ochenta y seis (286), doscientos ochenta y siete (287), trescientos cinco (305) y trescientos seis (306) numerales dos (2) y tres (3) de la Ley seiscientos (600) de dos mil (2000).  

2.1. GARANTÍAS SUSTANCIALES VIOLADAS: 

La falta de aplicación de los principios descritos en los artículos: uno (1), dos (2) cuatro (4) y quinto (5) de la CONSTITUCIÓN POLÍTICA.

ARTICULO 1o. Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés genera.
ARTICULO 2o. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. 

Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares. 

ARTICULO 4o. La Constitución es norma de normas. En todo caso de incompatibilidad entre la Constitución y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales. 

Es deber de los nacionales y de los extranjeros en Colombia acatar la Constitución y las leyes, y respetar y obedecer a las autoridades. 

ARTICULO 5o. El Estado reconoce, sin discriminación alguna, la primacía de los derechos inalienables de la persona y ampara a la familia como institución básica de la sociedad.

La falta de aplicación de los derechos y garantías descritos en los artículos: trece (13) veintiocho (28) y veintinueve (29) de la CONSTITUCIÓN POLÍTICA.

ARTICULO 13. Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. 

El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados. 

El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan.

ARTICULO 28. Toda persona es libre. Nadie puede ser molestado en su persona o familia, ni reducido a prisión o arresto, ni detenido, ni su domicilio registrado, sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad judicial competente, con las formalidades legales y por motivo previamente definido en la ley. 

La persona detenida preventivamente será puesta a disposición del juez competente dentro de las treinta y seis horas siguientes, para que éste adopte la decisión correspondiente en el término que establezca la ley. 

 En ningún caso podrá haber detención, prisión ni arresto por deudas, ni penas y medidas de seguridad imprescriptibles. 

ARTICULO 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. 

Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas  propias de cada juicio. 

En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. 

Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho.

Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso

La falta de aplicación de los artículos: dos (2), seis (6) y siete (7) de la Ley quinientos noventa y nueve (599) de dos mil (2000). 

ARTICULO 2o. INTEGRACION. Las normas y postulados que sobre derechos humanos se encuentren consignados en la Constitución Política, en los tratados y convenios internacionales ratificados por Colombia, harán parte integral de este código.

ARTICULO 6o. LEGALIDAD. Nadie podrá ser juzgado sino conforme a las leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante el juez o tribunal competente y con la observancia de la plenitud de las formas  propias de cada juicio. La preexistencia de la norma también se aplica para el reenvío en materia de tipos penales en blanco. 

La ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior se aplicará, sin excepción, de preferencia a la restrictiva o desfavorable. Ello también rige para los condenados. La analogía sólo se aplicará en materias permisivas. 

 ARTICULO 7o. IGUALDAD. La ley penal se aplicará a las personas sin tener en cuenta consideraciones diferentes a las establecidas en ella. El funcionario judicial tendrá especial consideración cuando se trate de valorar el injusto, la culpabilidad y las consecuencias jurídicas del delito, en relación con las personas que se encuentren en las situaciones descritas en el inciso final del artículo 13 de la Constitución Política. 

La falta de aplicación de los artículos: dos (2), tres (3), cinco (5), seis (6), siete (7), ocho (8), nueve (9), trece (13), catorce (14), dieciséis (16), veinticuatro (24), doscientos treinta y dos (232), doscientos treinta y cuatro (234), doscientos treinta y cinco (235), doscientos treinta y ocho (238), doscientos treinta y nueve (239), doscientos cincuenta y nueve (259), doscientos sesenta y seis (266),  doscientos setenta y seis (276), doscientos ochenta y seis (286), doscientos ochenta y siete (287), trescientos cinco (305) y trescientos seis (306) numerales dos (2) y tres (3) de la Ley seiscientos (600) de dos mil (2000).  

ARTICULO 2o. INTEGRACION. En los procesos penales se aplicarán las normas que en materia de garantías se hallan consignadas en la Constitución Política y en los Tratados y Convenios internacionales ratificados por el Estado Colombiano.

ARTICULO 3o. LIBERTAD. Toda persona tiene derecho a que se respete su libertad. Nadie puede ser molestado en su persona o familia, ni privado de su libertad, ni su domicilio registrado, sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad judicial competente, emitido con las formalidades legales y por motivos previamente definidos en la ley.

 La detención preventiva, en los términos regulados en este código, estará sujeta a la necesidad de asegurar la comparecencia al proceso del sindicado, la preservación de la prueba y la protección de la comunidad. 

ARTICULO 5o. IGUALDAD. Es deber de los servidores judiciales hacer efectiva la igualdad de los intervinientes en el desarrollo de la actuación procesal y proteger especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental se encuentren en circunstancias de debilidad manifiesta. 

ARTICULO 6o. LEGALIDAD. Nadie podrá ser investigado, ni juzgado sino conforme a la ley procesal vigente al tiempo de la actuación procesal, con observancia de las formas  propias de cada juicio. 

La ley procesal de efectos sustanciales permisiva o favorable, aun cuando sea posterior a la actuación, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. 

La ley procesal tiene efecto general e inmediato. 

ARTICULO 7o. PRESUNCION DE INOCENCIA. Toda persona se presume inocente y debe ser tratada como tal mientras no se produzca una sentencia condenatoria definitiva sobre su responsabilidad penal. 

En las actuaciones penales toda duda debe resolverse en favor del procesado. Únicamente las condenas proferidas en sentencias judiciales en firme tienen la calidad de antecedentes penales y contravencionales. 

ARTICULO 8o. DEFENSA. En toda actuación se garantizará el derecho de defensa, la que deberá ser integral, ininterrumpida, técnica y material. 

Nadie podrá ser incomunicado. 

ARTICULO 9o. ACTUACION PROCESAL. La actuación procesal se desarrollará teniendo en cuenta el respeto a los derechos fundamentales de los sujetos procesales y la necesidad de lograr la eficacia de la administración de justicia en los términos de este código.

ARTICULO 13. CONTRADICCION. En desarrollo de la actuación los sujetos procesales tendrán derecho a presentar y controvertir las pruebas.

El funcionario judicial deberá motivar, incluso cuando se provea por decisión de sustanciación, las medidas que afecten derechos fundamentales de los sujetos procesales. 

ARTICULO 14. PUBLICIDAD. Dentro del proceso penal el juicio es público. La investigación será reservada para quienes no sean sujetos procesales. Se aplicarán las excepciones previstas en este código.
ARTICULO 16. FINALIDAD DEL PROCEDIMIENTO. En la actuación procesal los funcionarios judiciales harán prevalecer el derecho sustancial y buscarán su efectividad.

ARTICULO 24. PREVALENCIA. Las normas rectoras son obligatorias y prevalecen sobre cualquier otra disposición de este código. Serán utilizadas como fundamento de interpretación.

ARTICULO 232. NECESIDAD DE LA PRUEBA. Toda providencia debe fundarse en pruebas legal, regular y oportunamente allegadas a la actuación. 

No se podrá dictar sentencia condenatoria sin que obre en el proceso prueba que conduzca a la certeza de la conducta punible y de la responsabilidad del procesado. 

ARTICULO 234. IMPARCIALIDAD DEL FUNCIONARIO EN LA BUSQUEDA DE LA PRUEBA. El funcionario judicial buscará la determinación de la verdad real. Para ello debe averiguar, con igual celo, las circunstancias que demuestren la existencia de la conducta punible, las que agraven, atenúen o exoneren de responsabilidad al procesado y las que tiendan a demostrar su inocencia

La carga de la prueba de la conducta punible y de la responsabilidad del procesado corresponde a la Fiscalía. El juez podrá decretar pruebas de oficio. 

ARTICULO 235. RECHAZO DE LAS PRUEBAS. Se inadmitirán las pruebas que no conduzcan a establecer la verdad sobre los hechos materia del proceso o las que hayan sido obtenidas en forma ilegal. 

El funcionario judicial rechazará mediante providencia interlocutoria la práctica de las legalmente prohibidas o ineficaces, las que versen sobre hechos notoriamente impertinentes y las manifiestamente superfluas.

ARTICULO 238. APRECIACION DE LAS PRUEBAS. Las pruebas deberán ser apreciadas en conjunto, de acuerdo con las reglas de la sana crítica. 

El funcionario judicial expondrá siempre razonadamente el mérito que le asigne a cada prueba. 

ARTICULO 239. PRUEBA TRASLADADA. Las pruebas practicadas válidamente en una actuación judicial o administrativa dentro o fuera del país, podrán trasladarse a otra en copia auténtica y serán apreciadas de acuerdo con las reglas previstas en este código.

 Si se hubieren producido en otro idioma, las copias deberán ser vertidas al castellano por un traductor oficial

ARTICULO 259. APORTE.  Los documentos se aportarán en original o copia auténtica. En caso de no ser posible, se reconocerán en inspección, dentro de la cual se obtendrá copia. Si fuere indispensable, se tomará el original y se dejará copia auténtica.

ARTICULO 266. DEBER DE RENDIR TESTIMONIO. Toda persona está en la obligación de rendir bajo juramento, el testimonio que se le solícita  en la actuación procesal, salvo las excepciones constitucionales y legales.

ARTICULO 276. PRÁCTICA DEL INTERROGATORIO. La recepción del testimonio se  sujetara a las siguientes reglas: 

4. Presente e identificado el testigo, el funcionario le tomara el juramento y la advertirá sobre las excepciones al deber de declarar.

5. A continuación, el funcionario le informará sucintamente el testigo acerca de los hechos objeto de su declaración y le ordenará que haga un relato de cuento le conste sobre los mismos.

6. Terminado éste, el funcionario procederá a interrogarlo si lo considera conveniente. Cumplido lo anterior se le permitir a los sujetos procesales interrogar.

Se permite provocar conceptos del declarante cuando se trate de una persona especialmente calificada por sus conocimientos técnicos, científicos o artísticos sobre la materia.

El funcionario podrá interrogar en cualquier momento  que lo estime necesario. Las respuestas se registraran textualmente. El funcionario deberá requerir al testigo para que sus respuestas se limiten  a los hechos que tenga relación con el objeto de la investigación.                

ARTICULO 286. PRUEBA DEL HECHO INDICADOR. El hecho indicador debe estar probado.

ARTICULO 287. APRECIACION. El funcionario apreciará los indicios en conjunto teniendo en cuenta su gravedad, concordancia y convergencia, y su relación con los medios de prueba que obren en la actuación procesal.

ARTICULO 305. INEXISTENCIA DE DILIGENCIAS. Se consideran inexistentes para todos los efectos procesales, las diligencias practicadas con la asistencia e intervención del procesado sin la de su defensor.

ARTICULO 306. CAUSALES DE NULIDAD. Son causales de nulidad: 

1. La falta de competencia del funcionario judicial. 

2. La comprobada existencia de irregularidades sustanciales que afecten el debido proceso. 

3. La violación del derecho a la defensa 

Negrilla y subraya fuera de texto, lo que se encuentra marcado es la parte pertinente de la norma que se violó por falta de aplicación al caso concreto.

2.3. 
DEMOSTRACIÓN DEL CARGO: 
La vía de hecho en el presente cargo, se caracteriza básicamente por la creación subjetiva del operador judicial, pues en la sentencia de Casación veintiún mil quinientos veintinueve (21529), del siete (7) de Septiembre de dos mil seis (2006), mediante la cual se condenó a JULIÁN LEONARDO MANOSALVA CASTAÑEDA, a pesar de reconocer y aceptar la irregularidad de la indagatoria de OSCAR OSWALDO MANRIQUE MURILLO y la de ALEX FERNANDO HERNÁDEZ BENAVIDES, la Corte Suprema de Justicia, parte de su íntima convicción sobre la responsabilidad del procesado, al punto de tener por saneada las irregularidades de la pueda, para dar por demostrado el indicio de oportunidad, según el cual JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, por el hecho de conocer a las víctimas de la extorsión, ser allegado a ellas, haberles vendido el celular y saber sobre su situación económica y conocer a dos (2) de los victimaros, es decir, ALEX y OSCAR, por ese hecho tenía la oportunidad y facilidad para delinquir, lo cual se tiene por demostrado con estas dos (2) pruebas según las cuales JULIÁN era el informante, incurriéndose en vías de hecho por defecto fáctico, entronizado en las dos (2) indagatorias y el indicio, al valorarlas con íntima convicción o corazonada, más no con las reglas de la sana crítica, no obstante su ilicitud e ilegalidad, que las hace inexistentes, lo cual trascendió indirectamente a la violación sustancial de la Constitución Política y la Ley en las normas citadas, concretándose el yerro judicial, que debe ser corregido mediante el amparo de los fundamentales de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA CASTAÑEDA.

El sentenciador no puede resolver con corazonadas o pareceres subjetivados, debe sujetarse a la prueba legal y regularmente aportada, valorarla con objetividad, la íntima convicción es un sistema derogado y caduco que se usó en la época de los inquisidores y la historia cuenta las numerosas arbitrariedades que se cometieron con la convicción privada del sentenciador, luego pasamos a la tarifa legal donde la Ley le asignaba un valor determinado al medio de prueba, sistema de valoración que también está derogado, prohibiéndose tener pruebas reinas o tarifadas, pues en la actualidad existe la sana crítica, en donde el sentenciador debe sustentar y demostrar que tiene la razón en su parte motiva sobre lo contenido en la parte resolutiva, lo cual es verificable por todo aquel que lea y analice la providencia y no depende de la íntima convicción en donde se impone la pena sin demostrar lo que se resuelve.

   En los hechos de la tutela y las pruebas está plenamente decantado que la primera instancia utilizó como sistema de valoración la íntima convicción y la Corte Suprema de Justicia dejó vigente dicha sentencia, aceptando y convalidando la forma de valoración de la primera instancia, tanto así, que la Corte Suprema comete el mismo error al advertir que la única prueba de cargo existente en el proceso son las dos (2) indagatorias censuradas, se aparta de lo dispuesto en las normas violadas indirectamente, la convalida y valora sin importar su irregularidad, con el fin de utilizarlas como pruebas reinas con las que se demuestra el indicio de oportunidad para delinquir. 
Es decir, que se condenó con base en las dos (2) indagatorias, olvidando que la indagatoria de OSCAR OSWALDO, además de su vicio, no era una prueba sino una información, sin ningún valor probatorio y la de ALEX FERNANDO, se practicó como prueba, empero, de manera ilícita y él mismo lo confiesa en su segunda indagatoria, quedando no más que la convicción íntima del sentenciador y el desconocimiento absoluto de los otros medios de prueba que demostraban inocencia y en el peor de los casos duda.          

2.4. 

PETICIÓN:

Comedidamente solicito  al Juez constitucional lo siguiente:
2.4.1.  
Se sirva admitir la presente acción de tutela, por ser    procedente.

2.4.2.   Se sirva efectuar un control constitucional y legal de la sentencia de Casación, restableciendo los principios derechos y garantías violados de forma indirecta, superando la vía de hecho y,

2.4.3.  
  Como consecuencia:   

2.4.3.1. TUTELE el principio, derecho y garantía fundamental al debido proceso.

2.4.3.2. TUTELE el principio, derecho y garantía fundamental de contradicción.

2.4.3.3. TUTELE el principio, derecho y garantía fundamental de  defensa.

2.4.3.4. TUTELE el principio, derecho y garantía fundamental de igualdad. 

2.4.3.5. TUTELE el principio, derecho y garantía fundamental de presunción de inocencia.

2.4.3.6. TUTELE el principio, derecho y garantía fundamental  de in dubio pro reo o duda probatoria.

2.4.4. EXCLUYA la indagatoria rendida por OSCAR OSWALDO MANRIQUE MURILLO, y las dos (2) indagatorias rendidas por ALEX FERNANDO HERNÁNDEZ BENAVIDES, junto con su testimonio en juicio y las que dependan o sean consecuencia de ellas o que sólo puedan explicarse en razón a la existencia de las excluidas.
2.4.5. REVOQUE la sentencia de Casación veintiún mil quinientos veintinueve (21529), del día siete (7) de Septiembre de dos mil seis (2006) dejándola sin valor y efecto y en su lugar decrete vigente la sentencia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santa Rosa de  Viterbo, en la que se absolvió a JULIÁN LEONARDO MANOSALVA CASTANEDA, por in dubio pro reo.
2.4.6. ORDÉNESE Y OFICIESE a las centrales de información AFIS, SIJIN, DIJIN y DAS que se cancele la anotación del antecedente y la orden de captura en contra de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA CASTAÑEDA.
CAPÍTULO SEXTO  

Causal de tutela invocada
Es motivo de acción de tutela el evidente defecto fáctico en la sentencia de Casación, debido a un error de intelección por parte de los sentenciadores, es decir, se cometieron yerros sobre los hechos y las pruebas, incurriendo en violación indirecta de la Ley sustancial, por errores de hecho o de derecho al valorar inadecuadamente y soportar la providencia en esas apreciaciones equivocadas. 

1.  CARGO: 

Acuso la sentencia de Casación de ser violatoria en forma indirecta de la Constitución política y la Ley, en aspectos sustanciales, por error de hecho, consistente en un falso juicio de existencia, por omisión absoluta de prueba existente en el proceso trascendiendo en la violación de normas llamadas a regular el caso, que fueron excluidas, tales como: 

La falta de aplicación de los principios descritos en los artículos: uno (1), dos (2), cuatro (4) y quinto (5) de la CONSTITUCIÓN POLÍTICA.

La falta de aplicación de los derechos y garantías descritos en los artículos: trece (13),  veintiocho (28), veintinueve (29) de la CONSTITUCIÓN POLÍTICA.

La falta de aplicación de los artículos: dos (2), seis (6) y siete (7) de la Ley quinientos noventa y nueve (599) de dos mil (2000). 

La falta de aplicación de los artículos: dos (2), tres (3), cinco (5), seis (6), siete (7), ocho (8), nueve (9), trece (13), catorce (14), dieciséis (16), veinticuatro (24), doscientos treinta y dos (232), doscientos treinta y cuatro (234), doscientos treinta y cinco (235), doscientos treinta y ocho (238), doscientos treinta y nueve (239), doscientos cincuenta y nueve (259), doscientos sesenta y seis (266), doscientos sesenta y siete (267), doscientos setenta y seis (276), doscientos ochenta y seis (286), doscientos ochenta y siete (287), trescientos cinco (305) y trescientos seis (306) numerales dos (2) y tres (3) de la Ley seiscientos (600) de dos mil (2000).  

1.1. GARANTÍAS SUSTANCIALES VIOLADAS: 

La falta de aplicación de los principios descritos en los artículos: uno (1), dos (2) cuatro (4) y quinto (5) de la CONSTITUCIÓN POLÍTICA.

ARTICULO 1o. Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés genera.
ARTICULO 2o. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. 

Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares. 

ARTICULO 4o. La Constitución es norma de normas. En todo caso de incompatibilidad entre la Constitución y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales. 

Es deber de los nacionales y de los extranjeros en Colombia acatar la Constitución y las leyes, y respetar y obedecer a las autoridades. 

ARTICULO 5o. El Estado reconoce, sin discriminación alguna, la primacía de los derechos inalienables de la persona y ampara a la familia como institución básica de la sociedad.

La falta de aplicación de los derechos y garantías descritos en los artículos: trece (13) veintiocho (28) y veintinueve (29) de la CONSTITUCIÓN POLÍTICA.

ARTICULO 13. Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. 

El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados. 

El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan.

ARTICULO 28. Toda persona es libre. Nadie puede ser molestado en su persona o familia, ni reducido a prisión o arresto, ni detenido, ni su domicilio registrado, sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad judicial competente, con las formalidades legales y por motivo previamente definido en la ley. 

La persona detenida preventivamente será puesta a disposición del juez competente dentro de las treinta y seis horas siguientes, para que éste adopte la decisión correspondiente en el término que establezca la ley. 

 En ningún caso podrá haber detención, prisión ni arresto por deudas, ni penas y medidas de seguridad imprescriptibles. 

ARTICULO 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. 

Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas  propias de cada juicio. 

En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. 

Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho.

Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso

La falta de aplicación de los artículos: dos (2), seis (6) y siete (7) de la Ley quinientos noventa y nueve (599) de dos mil (2000). 

ARTICULO 2o. INTEGRACION. Las normas y postulados que sobre derechos humanos se encuentren consignados en la Constitución Política, en los tratados y convenios internacionales ratificados por Colombia, harán parte integral de este código.

ARTICULO 6o. LEGALIDAD. Nadie podrá ser juzgado sino conforme a las leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante el juez o tribunal competente y con la observancia de la plenitud de las formas  propias de cada juicio. La preexistencia de la norma también se aplica para el reenvío en materia de tipos penales en blanco. 

La ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior se aplicará, sin excepción, de preferencia a la restrictiva o desfavorable. Ello también rige para los condenados. La analogía sólo se aplicará en materias permisivas. 

 ARTICULO 7o. IGUALDAD. La ley penal se aplicará a las personas sin tener en cuenta consideraciones diferentes a las establecidas en ella. El funcionario judicial tendrá especial consideración cuando se trate de valorar el injusto, la culpabilidad y las consecuencias jurídicas del delito, en relación con las personas que se encuentren en las situaciones descritas en el inciso final del artículo 13 de la Constitución Política. 

La falta de aplicación de los artículos: dos (2), tres (3), cinco (5), seis (6), siete (7), ocho (8), nueve (9), trece (13), catorce (14), dieciséis (16), veinticuatro (24), doscientos treinta y dos (232), doscientos treinta y cuatro (234), doscientos treinta y cinco (235), doscientos treinta y ocho (238), doscientos treinta y nueve (239), doscientos cincuenta y nueve (259), doscientos sesenta y seis (266),  doscientos setenta y seis (276),  doscientos ochenta y seis (286), doscientos ochenta y siete (287), trescientos cinco (305) y trescientos seis (306) numerales dos (2) y tres (3) de la Ley seiscientos (600) de dos mil (2000).  

ARTICULO 2o. INTEGRACION. En los procesos penales se aplicarán las normas que en materia de garantías se hallan consignadas en la Constitución Política y en los Tratados y Convenios internacionales ratificados por el Estado Colombiano.

ARTICULO 3o. LIBERTAD. Toda persona tiene derecho a que se respete su libertad. Nadie puede ser molestado en su persona o familia, ni privado de su libertad, ni su domicilio registrado, sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad judicial competente, emitido con las formalidades legales y por motivos previamente definidos en la ley.

 La detención preventiva, en los términos regulados en este código, estará sujeta a la necesidad de asegurar la comparecencia al proceso del sindicado, la preservación de la prueba y la protección de la comunidad. 

ARTICULO 5o. IGUALDAD. Es deber de los servidores judiciales hacer efectiva la igualdad de los intervinientes en el desarrollo de la actuación procesal y proteger especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental se encuentren en circunstancias de debilidad manifiesta. 

ARTICULO 6o. LEGALIDAD. Nadie podrá ser investigado, ni juzgado sino conforme a la ley procesal vigente al tiempo de la actuación procesal, con observancia de las formas  propias de cada juicio. 

La ley procesal de efectos sustanciales permisiva o favorable, aun cuando sea posterior a la actuación, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. 

La ley procesal tiene efecto general e inmediato. 

ARTICULO 7o. PRESUNCION DE INOCENCIA. Toda persona se presume inocente y debe ser tratada como tal mientras no se produzca una sentencia condenatoria definitiva sobre su responsabilidad penal. 

En las actuaciones penales toda duda debe resolverse en favor del procesado. Únicamente las condenas proferidas en sentencias judiciales en firme tienen la calidad de antecedentes penales y contravencionales. 

 ARTICULO 8o. DEFENSA. En toda actuación se garantizará el derecho de defensa, la que deberá ser integral, ininterrumpida, técnica y material. 

Nadie podrá ser incomunicado. 

ARTICULO 9o. ACTUACION PROCESAL. La actuación procesal se desarrollará teniendo en cuenta el respeto a los derechos fundamentales de los sujetos procesales y la necesidad de lograr la eficacia de la administración de justicia en los términos de este código.

ARTICULO 13. CONTRADICCION. En desarrollo de la actuación los sujetos procesales tendrán derecho a presentar y controvertir las pruebas.

El funcionario judicial deberá motivar, incluso cuando se provea por decisión de sustanciación, las medidas que afecten derechos fundamentales de los sujetos procesales. 

ARTICULO 14. PUBLICIDAD. Dentro del proceso penal el juicio es público. La investigación será reservada para quienes no sean sujetos procesales. Se aplicarán las excepciones previstas en este código.
ARTICULO 16. FINALIDAD DEL PROCEDIMIENTO. En la actuación procesal los funcionarios judiciales harán prevalecer el derecho sustancial y buscarán su efectividad.

ARTICULO 24. PREVALENCIA. Las normas rectoras son obligatorias y prevalecen sobre cualquier otra disposición de este código. Serán utilizadas como fundamento de interpretación.

ARTICULO 232. NECESIDAD DE LA PRUEBA. Toda providencia debe fundarse en pruebas legal, regular y oportunamente allegadas a la actuación. 

No se podrá dictar sentencia condenatoria sin que obre en el proceso prueba que conduzca a la certeza de la conducta punible y de la responsabilidad del procesado. 

ARTICULO 234. IMPARCIALIDAD DEL FUNCIONARIO EN LA BUSQUEDA DE LA PRUEBA. El funcionario judicial buscará la determinación de la verdad real. Para ello debe averiguar, con igual celo, las circunstancias que demuestren la existencia de la conducta punible, las que agraven, atenúen o exoneren de responsabilidad al procesado y las que tiendan a demostrar su inocencia

La carga de la prueba de la conducta punible y de la responsabilidad del procesado corresponde a la Fiscalía. El juez podrá decretar pruebas de oficio. 

ARTICULO 235. RECHAZO DE LAS PRUEBAS. Se inadmitirán las pruebas que no conduzcan a establecer la verdad sobre los hechos materia del proceso o las que hayan sido obtenidas en forma ilegal. 

El funcionario judicial rechazará mediante providencia interlocutoria la práctica de las legalmente prohibidas o ineficaces, las que versen sobre hechos notoriamente impertinentes y las manifiestamente superfluas.

ARTICULO 238. APRECIACION DE LAS PRUEBAS. Las pruebas deberán ser apreciadas en conjunto, de acuerdo con las reglas de la sana crítica. 

El funcionario judicial expondrá siempre razonadamente el mérito que le asigne a cada prueba. 

ARTICULO 239. PRUEBA TRASLADADA. Las pruebas practicadas válidamente en una actuación judicial o administrativa dentro o fuera del país, podrán trasladarse a otra en copia auténtica y serán apreciadas de acuerdo con las reglas previstas en este código.

 Si se hubieren producido en otro idioma, las copias deberán ser vertidas al castellano por un traductor oficial

ARTICULO 259. APORTE.  Los documentos se aportarán en original o copia auténtica. En caso de no ser posible, se reconocerán en inspección, dentro de la cual se obtendrá copia. Si fuere indispensable, se tomará el original y se dejará copia auténtica.

ARTICULO 266. DEBER DE RENDIR TESTIMONIO. Toda persona está en la obligación de rendir bajo juramento, el testimonio que se le solícita  en la actuación procesal, salvo las excepciones constitucionales y legales.

ARTICULO 276. PRÁCTICA DEL INTERROGATORIO. La recepción del testimonio se  sujetara a las siguientes reglas: 

7. Presente e identificado el testigo, el funcionario le tomara el juramento y la advertirá sobre las excepciones al deber de declarar.

8. A continuación, el funcionario le informará sucintamente el testigo acerca de los hechos objeto de su declaración y le ordenará que haga un relato de cuento le conste sobre los mismos.

9. Terminado éste, el funcionario procederá a interrogarlo si lo considera conveniente. Cumplido lo anterior se le permitir a los sujetos procesales interrogar.

Se permite provocar conceptos del declarante cuando se trate de una persona especialmente calificada por sus conocimientos técnicos, científicos o artísticos sobre la materia.

El funcionario podrá interrogar en cualquier momento  que lo estime necesario. Las respuestas se registraran textualmente. El funcionario deberá requerir al testigo para que sus respuestas se limiten  a los hechos que tenga relación con el objeto de la investigación.                

ARTICULO 286. PRUEBA DEL HECHO INDICADOR. El hecho indicador debe estar probado.

ARTICULO 287. APRECIACION. El funcionario apreciará los indicios en conjunto teniendo en cuenta su gravedad, concordancia y convergencia, y su relación con los medios de prueba que obren en la actuación procesal.

ARTICULO 305. INEXISTENCIA DE DILIGENCIAS. Se consideran inexistentes para todos los efectos procesales, las diligencias practicadas con la asistencia e intervención del procesado sin la de su defensor.

ARTICULO 306. CAUSALES DE NULIDAD. Son causales de nulidad: 

1. La falta de competencia del funcionario judicial. 

2. La comprobada existencia de irregularidades sustanciales que afecten el debido proceso. 

3. La violación del derecho a la defensa 

Negrilla y subraya fuera de texto, lo que se encuentra marcado es la parte pertinente de la norma que se violó por falta de aplicación al caso concreto.

1.2. 
DEMOSTRACIÓN DEL CARGO: 
La vía de hecho en el presente cargo, se caracteriza básicamente por la omisión de prueba plural y trascendental demostrativa de la buena conducta de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, pues en la sentencia de Casación veintiún mil quinientos veintinueve (21529), del siete (7) de Septiembre de dos mil seis (2006), mediante la cual se condenó a JULIÁN LEONARDO MANOSALVA CASTAÑEDA, no se mencionaron diversas pruebas existentes, con las que se demostraba la inocencia de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, su personalidad, arraigo, buena conducta, la veracidad de su indagatoria y testimonio en juicio, con las que se demostraba y reafirmaba la mendacidad o falsedad en la indagatoria de OSCAR OSWALDO y la falsedad en la primera indagatoria de ALEX FERNANDO, la omisión no es insignificante, ya que radica en varios medios de prueba los cuales omitió  la Corte Suprema de Justicia.

El falso juicio no es tenue, por el contrario es protuberante, tanto que en la sentencia no existen y por ello, se violaron normas de forma indirecta llamadas a regular el caso, las pruebas omitidas son:          

1. Se demostró la existencia de un celular de donde se llamó a extorsionar a las víctimas y no pertenecía a JULIÁN LEONARDO MANOSALVA.

2. Se demostró que los nombres de las víctimas que tenían las los extorsionistas y mencionan no eran exactos, verbo y gracia ellos le decían DIANA a ADRIANA a quien JULIÁN LEONARDO MANOSALVA siempre la llamó por su nombre correcto, lo cual indica que los nombres no los debió dar él. 
3. Se demostró que la voz del hombre que hacía las llamadas a las víctimas para extorsionarlas no era la de JULIÁN LENORADO MANOSALVA. 
4. Se demostró que CARMEN STELLA NEGRO LÓPEZ no acuso, ni sindicó en ninguna de sus DECLARACIONES a JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, a pesar de estar parcializada.
5. Se demostró RIGOBERTO MEDINA CRUZ, GABRIEL RAMOS CARVAJAL, JAVIER OTAVO CONDE Y VICTOR SUÁREZ MORENO, quienes procedieron con el operativo para el pago de la extorsión y captura no acusan, ni sindican a JULIÁN LEONARDO MANOSALVA del delito de extorsión. 
6. Se demostró que JIMMY RODRÍGUEZ COGARIA en el momento de su captura sólo dió los nombres y la ubicación de ALEX FERNANDO HERNÁNDEZ BENAVIDES y JULIÁN ENRIQUE SOLANO HIGUERA.
7. Se demostró que JULIÁN LEONARDO MANOSALVA el día de  los hechos se encontraba en otro lado trabajando en un   establecimiento de comercio de telefonía COMCEL, ubicado en la Calle dieciséis (16) con Carrera dieciséis (16) y fue capturado ilegalmente varias horas después de los hechos junto con su hermano ALEJANDRO MANOSALVA. 
8. Se demostró con la indagatoria de JIMMY RODRÍGUEZ COGARIA, que JULIÁN LEONARDO MANOSALVA CASATAÑEDA, no tenía nada que ver con la extorsión y no conocía el implicado. 

9. Se demostró con la indagatoria de JULIÁN ENRIQUE SOLANO HIGUERA que JULIÁN LEONARDO MANOSALVA CASTAÑEDA, no tenía nada que ver en la extorsión y que no conocía el implicado. 
10. Se demostró con la indagatoria de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA CASTAÑEDA, que el día de los hechos estaba en otra parte, que sobre las nueve (9) y cuarto (1/4) de la mañana, cuando se encontraba trabajando en la oficina de COMCEL, entró el GAULA y sin decir el motivo de la captura y sin orden de captura, lo sacaron a la fuerza de su lugar de trabajo junto con su hermano ALEJANDRO MANOSALVA, los esposaron y luego de media cuadra soltaron a ALEJANDRO frente al Ley.
Que conocía de vista y trato al MONO, es decir, ALEX FERNANDO, que unos días atrás le había dado unas esmeraldas, se las dio para que las vendiera y que se las había robado, que conocía a CARMEN STELLA NEGRO CORTÉS y su esposo, porque era los papás de su amiga ADRIANA MARCELA, que los conoció por medio unos amigos del CONJUNTO RESIDENCIAL NAPOLY donde viven y que se la presentó una amiga, que eran grandes amigos, de confianza para la familia, que él la visitaba seguido en su casa y ella a él, no reconoció las cartas extorsivas, ni sabía quien las había hecho, no conocía la cuantía de la extorsión, ni el grupo que la pedía, que no simpatizaba ni partencia a esos grupos, que nunca daba información de su familia y amigos a otras personas, que ALEX FERNANDO estaba mintiendo, el único negocio que tiene con él era el de las esmeraldas que se robó. 
Se demostró que él fue quien le averiguó a ADRIANA de quien era el celular de donde la llamaron a extorsionarla, porque ella lo llamó a pedirle el favor que lo averiguara, el pensó que era mamando gallo y finamente le sugiere a ADRIANA colocar la denuncia en el GAULA… 

11. Está demostrado con la declaración de ADRIANA MARCELA LÓPEZ NEGRO, amplió la denuncia y narró su versión de los hechos, contando cómo fueron las llamadas y cartas recibidas, destacó que eran grandes amigos con MANOSALVA, que eran de confianza, que iba con regularidad a la casa, ella iba a la de él, por eso se volvió amiga de los hermanos, los papás y una prima que estudiaba en el mismo curso, ella no acusó de la extorsión a JULIÁN LEONARDO MANOSALVA.
Que recibió la llamada de la extorsión y se comunicó con él, porque lo estimaba y confiaba mucho en él, a ciegas, como ella sabía que él estaba trabajando en celulares, le pidió el favor que le averiguara de dónde podía venir la llamada, él le dijo que si, que con mucho gusto le hacia el favor, que denunciara al GAULA, que Duitama estaba muy peligroso, le contó que le habían secuestrado un tío.
12. Se demostró con la ampliación del testimonio de CARMEN STELLA NEGRO CORTÉS, RIGOBERTO MEDINA CRUZ, GABRIEL RAMOS CARVAJAL, JAVIER OTAVO CONDE, VICTOR A. SUÁREZ MORENO, ADRIANA LÓPEZ NEGRO, JOSÉ EVARISTO MANOSALVA, OLGA CECILIA CASTAÑEDA, ALEJANDRO MANOSALVA, que ninguno lo acusara o sindicaba de ser uno de los extorsionistas.
13. Se demostró que JULIÁN LEONARDO MANOSALVA estudió en el  Colegio Salesiano de Duitama y se graduó a la edad de diecisiete (17) años. 
14. Se demostró que JULIÁN LEONARDO MANOSALVA estudió en la Universidad Nacional abierta y a distancia UNAD.
15. Se demostró que JULIÁN LEONARDO MANOSALVA trabajó en la empresa EMPODUITAMA.

16. Se demostró que la Brigada Militar con sede en Sogamoso Batallón Turquí, certificó que dentro del archivo de inteligencia militar sobre los grupos guerrilleros no se encontraba el nombre de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, con lo cual se verifica que no es miembro de ningún grupo alzado en armas (ELN).
17. Se demostró con la prueba pericial de grafología a JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, no escribió las cartas extorsivas.
18. Se demostró con la prueba espectográfica o de voz que JULIÁN LEONARDO MANOSALVA no era  la persona que realizó las llamadas extorsivas.
19. Se certificó la buena conducta de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, por el Teniente Coronel DANIEL GREGORIO CLAVIJO.
20. Se certificó la buena conducta de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, por Monseñor LUIS ANTONIO CORREDOR, de la Diócesis de Duitama.
21. Se certificó la buena conducta de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, por el Alcalde Municipal de Duitama.
22. Se certificó la buena conducta de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, por el Jefe de Talento Humano de la empresa Obras Sanitarias de Duitama.
23. Se certificó la buena conducta de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, por el Vicario General de la Diócesis de Duitama.
24. Se certificó la buena conducta de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, por la Secretaria de de la Parroquia de San José Obrero.
25. Se certificó la buena conducta de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, por el Gerente de la empresa Educar Mundo Didáctico.
26. Se certificó la buena conducta de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, por el Representante Legal de CONCEL de Duitama.
27. Se certificó la buena conducta de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, por el DR. GONZALO GUARÍN VIVAS.
28. Se certificó la buena conducta de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, por LUIS HUMBERTO CABIELES CARO.
29. Se certificó la buena conducta de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, por el Gerente de Construcciones y Montajes Electroduitama.
30. Se certificó la buena conducta de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, por Presidente Ejecutivo de la Cámara de Comercio de Duitama.
31. Se certificó la buena conducta de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, por el Ingeniero OSCAR ALFREDO BOADA.
32. Referencia personal de los compañeros de estudio de Zootecnia en la UNAD, sobre la buena conducta de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA.
33. Se certificó la buena conducta de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, por el DR. GERMAN R. GUITIERREZ.
34. Se certificó la buena conducta de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, por DRA. GLADYS ESTER VALDERRAMA.
35. Se certificó la buena conducta de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, por DR. SEGUNDO ARCENIO PORRAS SANDOVAL.
36. Se certificó la buena conducta de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, por el Gerente de RCN de Duitama.
37. Recomendación del DR. AIDÉ TABORDA GONZALEZ, el contrato de aprendizaje realizado entre  JULIÁN LEONARDO MANOSALVA y la empresa INGEMÁS de Boyacá.
38. Para demostrar la animadversión y las contradicciones en el testimonio de ADRIANA MARCELA LÓPEZ NEGRO y CARMEN STELLA NEGRO CORTÉS, a pesar de que no lo están acusando de la extorsión, se aporta copia de los correos electrónicos que ADRIANA MARCELA LÓPEZ NEGRO, le enviaba a JULIÁN LEONARDO MANOSALVA.
39. El testimonio de declaración EVARISTO MANOSALVA BLANCO, la que narra el buen proceder de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA,  que estudia en el SENA aguas potables y saneamiento básico y en la UNAD Zootecnia, que en los ratos libres trabaja arreglando y vendiendo celulares en una oficina de COMCEL ubicada en la Calle dieciséis (16) con dieciséis (16) de Duitama, que el día de los hechos en que fue capturado uno de los extorsionistas, él se levantó a las siete (7) de la mañana, vio el noticiero en compañía de su papá y luego salió con el, es decir, JULIÁN salio con EVARISTO, sobre las ocho (8) treinta(30) de la mañana y él se quedó en el parque los libertadores, para irse a la oficina de COMCEL, que conocía a ADRIANA porque iba a su casa frecuentemente, que JULIÁN le comentó que la familia de ADRIANA estaba siendo extorsionada y que él le aconsejó informar al GAULA, que su hijo no conformaba parte de grupos al margen de la ley, que un familiar de él había sido secuestrado y liberado en Bucaramanga, por el grupo GAULA en el mes de Noviembre del dos mil uno (2001), que en EMPODUITAMA hizo prácticas, que algunas veces traía esmeraldas de la mina ubicada en Maripí, las vendía o las mandaba tallar, describe el horario de estudio, de trabajo y rutina diaria de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA. 

40. El  testimonio de JUAN JOSÉ ALEJANDRO MANOSALVA CASTAÑEDA, hermano de JULIÁN, en la que se destaca que estuvo presente en el momento de la captura, la cual fue sobre las nueve (9) y treinta (30) de la mañana, unas personas se identificaron como funcionarios del GAULA, los cuales utilizaron la fuerza, sin decir la causa de la captura, tampoco tenía orden de captura, afirmó que los del GAULA le pegaron, sacaron las pistolas y fusiles, cuando se llamó a la policía al 112 intimidaron a todos los que se encontraban en la oficina, los sacaron de la oficina a los dos y los subieron a una camioneta, los esposaron y a cuadra y media lo soltaron, es decir a JUAN JOSÉ ALEJANDO frente al Ley, dijo que su hermano estudiaba en el SENA y en la UNAD,  en sus ratos libres trabajaba en el servicio técnico de celulares, que no pertenecía a ningún grupo al margen de la ley, que traía esmeraldas de la mina, que su hermano tenía una amistad muy íntima con ADRIANA, conseguía clientes en la oficina de COMCEL, asesoraba y revisaba el funcionamiento de celulares.
41. El testimonio de JAVIER FERNANDO GÓMEZ BARRERA, gerente de la Oficina de COMCEL, en la que se destaca el procedimiento de captura de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA y su hermano, la hora en que JULIÁN llegó a trabajar, la llamada que se hizo a la policía pensado que se trataba de un secuestro, la violencia que uso el GAULA y las personas que estaban presentes en el lugar.
42. El testimonio de GABRIEL RAMOS CARVAJAL, funcionario del GAULA, en la que se destaca que él no captura a ninguna persona, que él no dió ninguna información a las víctimas sobre los capturados, que él era quien acompañó en el vehículo a la señora CARMEN STELLA LÓPEZ NEGRO el día que se dejó el paquete con el dinero en el punto señalado con la bandera del ELN tal y como decían las instrucciones de las cartas extorsivas, tampoco acusó a JULIÁN MANOSALVA.
43.      El  testimonio de OLGA CECILIA CASTAÑEDA DE MANOSALVA, mamá de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, en la que se destacó lo que hizo JULIÁN el día de los hechos, se levantó a las siete (7) A.M., vio con ella el noticiero hasta las ocho (8) A.M., luego se alistó y a las ocho (8) y treinta (30) salió de la casa en compañía del papá, se bajó del carro en el parque los libertadores, también manifestó que JULIÁN estudió en el SENA, en la UNAD y en sus ratos libres arregla y vende celulares en la oficina de COMCEL, que no es miembro de grupos al margen de la ley, conocía a ADRIANA ella frecuentaba la casa que ella y su hijo tenían una relación íntima, que JULIÁN consiguió novia y ella por celos terminó con la amistad, que le parecía un absurdo la vinculación de su hijo en un delito como ese.
44. El testimonio de ADRIANA MARCELA LÓPEZ NEGRO, víctima de la extorsión,  en la que se concretó lo siguiente: que su amistad con JULIÁN LONARDO MANOSALVA se terminó el día que lo capturaron, que en ninguna de las llamadas extorsivas era la voz de su amigo MANOSALVA, que tal vez por el hecho de estar en la Policía era por lo que conocía gente que no es muy recomendable, la letras de las cartas extorsivas no se perecen a las de JULIÁN, que ella luego de la llamada extorsiva se comunicó con él para pedirle el favor que le averiguara a quien pertenecía el teléfono, que él dijo que fuera al GAULA que estaba muy peligroso, que en el identificador del celular salió un EDGAR, pero que JULIÁN le averiguó y le dijo que estaba a nombre de otra persona el teléfono, que no le consta que el forme parte de grupos al margen de la ley y finalmente menciona las personas que tenían su numero celular.
45. El testimonio de JAVIER OTAVO CONDE, funcionario del DAS, en la que se destaca lo siguiente: que llegó minutos después de la captura del que puso la bandera del ELN y recogió el paquete, es decir, JIMMY RODRÍGUEZ,  que el no capturó a ninguno porque su función era de apoyo, luego dice que sólo participó en la captura del que recogió el paquete y que dicho capturado dió inmediatamente los nombres de los otros sujetos que participaron en la extorsión, que en la captura de JULIÁN sólo se lo llevaron a él en una camioneta del GAULA, que ALEX FERNANDO, es decir, el MONO o GORDO, en el momento de su captura les dijo que el responsable era MANOSALVA un muchacho que trabajaba en celulares y que vivía cerca de la familia NEGRO LÓPEZ, que se la pasaba en las minas y traía esmeraldas para vender y que le había dado unas para que se rebuscara y que él había propuesto sacarle dinero a esa familia.
46. El testimonio RIGOBERTO MEDINA CRUZ, funcionario del grupo GAULA, en la que se destaca lo siguiente: que sirvió de apoyo en el operativo, que el capturado que recogió el paquete informó el nombre y la ubicación de los otros partícipes, los cuales fueron capturados y uno de ellos, ALEX FERNANDO dijo que el responsable era MANOSALVA, que quien señala como presunto responsable de la extorsión a MANOSALVA es ALEX FERNANDO que él no lo acusa, dijo que sólo se capturó a MANOSALVA en las oficinas de COMCEL, que su hermano obstaculizó que se lo llevaran, llamó a la policía, dijo que a nadie se agredió, que como se conoce a MANOSALVA es mucho más alto que él y no sería capaz  de hacerlo, que no es su proceder y más adelante dice que no participó en la captura de MANOSALVA ya que simultáneamente debía realizar otro operativo en la ciudad de Sogamoso y al no contar con personal suficiente debió desplazarse al otro operativo, luego dice que llegó momentos después de las capturas a hacer parte del operativo.
47. Se demostró con la ampliación de indagatoria de ALEX FERNANDO HERNÁNDEZ BENAVIDES alias el GORDO y/o MONO, que JULIÁN LEONARDO MANOSALVA CASTAÑEDA no es responsable, ni tenía nada que ver con la extorsión y que fue torturado, lo cual ratifica en la audiencia pública.
Lo anterior, es supremamente contundente y con lo que se demuestra que se condenó omitiendo diversas pruebas con que se demostraba que JULIÁN LEONARDO MANOSALVA CASTAÑEDA, decía la verdad, era inocente y por dicha omisión  se incurrió en un defecto fàctico, que de no haber omitido todas esas pruebas en la valoración  la Corte  Suprema de Justicia lo habría absuelto o por lo menos hubiera reiterado la duda probatoria reconocida por el Tribunal Superior de Santa Rosa de Viterbo, debiéndose presentar la tutela por este defecto para que se corrija, se analice cada medio omitido y en conjunto para así proferir sentencia, reestableciendo la seguridad jurídica quebrantada de forma indirecta varias normas por:

La falta de aplicación de los principios descritos en los artículos: uno (1), dos (2), cuatro (4) y quinto (5) de la CONSTITUCIÓN POLÍTICA.

La falta de aplicación de los derechos y garantías descritos en los artículos: trece (13),  veintiocho (28), veintinueve (29) de la CONSTITUCIÓN POLÍTICA.

La falta de aplicación de los artículos: dos (2), seis (6) y siete (7) de la Ley quinientos noventa y nueve (599) de dos mil (2000). 

La falta de aplicación de los artículos: dos (2), tres (3), cinco (5), seis (6), siete (7), ocho (8), nueve (9), trece (13), catorce (14), dieciséis (16), veinticuatro (24), doscientos treinta y dos (232), doscientos treinta y cuatro (234), doscientos treinta y cinco (235), doscientos treinta y ocho (238), doscientos treinta y nueve (239), doscientos cincuenta y nueve (259), doscientos sesenta y seis (266), doscientos sesenta y siete (267), doscientos setenta y seis (276), doscientos ochenta y seis (286), doscientos ochenta y siete (287), trescientos cinco (305) y trescientos seis (306) numerales dos (2) y tres (3) de la Ley seiscientos (600) de dos mil (2000).  

1.3. 

PETICIÓN:

Comedidamente solicito al Juez de constitucional lo siguiente:
1.3.1 Se sirva admitir la presente acción de tutela, por ser    procedente.

1.3.2 Se sirva efectuar un control constitucional y legal de la       sentencia de Casación, restableciendo los principios derechos y garantías violados de forma indirecta, supere la vía de hecho y,

1.3.3 Como consecuencia:   

1.3.3.1. TUTELAR el principio, derecho y garantía fundamental al debido proceso.

1.3.3.2. TUTELAR el principio, derecho y garantía fundamental de contradicción.

1.3.3.3. TUTELAR el principio, derecho y garantía fundamental de  defensa.

1.3.3.4. TUTELAR el principio, derecho y garantía fundamental de igualdad. 

1.3.3.5. TUTELAR el principio, derecho y garantía fundamental de presunción de inocencia.

1.3.3.6. TUTELAR el principio, derecho y garantía fundamental  de in dubio pro reo o duda probatoria.

1.3.4 EXCLUYA la indagatoria rendida por OSCAR OSWALDO MANRIQUE MURILLO, y las dos (2) indagatorias rendidas por ALEX FERNANDO HERNÁNDEZ BENAVIDES, junto con su testimonio en juicio y las que dependan o sean consecuencia de ellas o que sólo puedan explicarse en razón a la existencia de las excluidas.
1.3.5 VALÓRESE la prueba pretermitida u omitida por la Corte Suprema de Justicia. 
1.3.6 REVOQUE la sentencia de Casación veintiún mil quinientos veintinueve (21529), del día siete (7) de Septiembre de dos mil seis (2006), aprobada con el acta cero noventa y tres (093) de la misma fecha dejándola sin valor y efecto y en su lugar decrete vigente la sentencia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santa Rosa de Viterbo, en la que se absolvió a JULIÁN LEONARDO MANOSALVA CASTANEDA, por in dubio pro reo.
1.3.7 ORDÉNESE Y OFICIESE a las centrales de información AFIS, SIJIN, DIJIN y DAS que se cancele la anotación del antecedente y la orden de captura en contra de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA
CAPÍTULO SÉPTIMO
Causal de tutela invocada
Es motivo de acción de tutela el evidente defecto precedente en la sentencia de Casación, debido a que él operador judicial asumió una posición distinta a la establecida y desarrollada en la Ley y la jurisprudencia.

1.1.
CARGO: 

Acuso la sentencia de Casación de no acatar los precedentes jurisprudenciales sobre el tema de prueba trasladada, prueba ilegal, prueba ilícita,  duda probatoria y presunción de inocencia, con lo cual se violó el Bloque Constitucional, la Constitución Política y la Ley, de forma directa en aspectos sustanciales, por exclusión evidente, consistente en: 

La falta de aplicación de los principios descritos en los artículos: uno (1), dos (2) cuatro (4) y quinto (5) de la CONSTITUCIÓN POLÍTICA.

La falta de aplicación de los derechos y garantías descritos en los artículos: trece (13),  veintiocho (28), veintinueve (29) de la CONSTITUCIÓN POLÍTICA.

La falta de aplicación de los artículos: uno (1), dos (2),  cuarto (4), cinco (5) seis (6), siete (7) y once (11) de la DECLARACIÓN DE LOS DERECHOS DEL HOMBRE Y EL CIUDADANO.

La falta de aplicación de los artículos: uno (1), dos (2) siete (7), nueve (9), diez (10), once (11) y veintinueve (29) numerales dos (2) y tres (3)  y  el artículo treinta (30) de la CARTA INTERNACIONAL DE DERECHOS HUMANOS.

La falta de aplicación de los artículos: catorce (14) numerales uno (1), dos (2), tres (3) y diecinueve (19) del PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS ECONOMICO, SOCIALES Y CULTURALES.

La falta de aplicación de los artículos: uno (1), once (11) diecisiete (17),  veinticinco (25) y veintiséis (26), de la DECLARACIÓN AMERICANA DE LOS DERECHOS Y DEBERES DEL HOMBRE.

La falta de aplicación de los artículos: siete (7), ocho (8) y nueve (9) de la CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS. 

La falta de aplicación de los artículos: dos (2), seis (6), siete (7), nueve (9), veintidós (22), veintisiete (27), veintinueve (29) de la Ley quinientos noventa y nueve (599) de dos mil (2000). 

La falta de aplicación de los artículos: dos (2), tres (3), cinco (5), seis (6), siete (7), ocho (8), nueve (9), trece (13), dieciséis (16), veinticuatro (24), doscientos treinta y dos (232), doscientos treinta y cuatro (234), doscientos treinta y cinco (235),  doscientos treinta y ocho (238), doscientos treinta y nueve (239), doscientos cincuenta y nueve (259), doscientos sesenta y seis (266), doscientos sesenta y siete (267), doscientos ochenta y seis (286), doscientos ochenta y siete (287), trescientos cinco (305) y trescientos seis (306) numerales dos (2) y tres (3) de la Ley seiscientos (600) de dos mil (2000).  

1.2. GARANTÍAS SUSTANCIALES VIOLADAS: 

La falta de aplicación de los principios descritos en los artículos: uno (1), dos (2) cuatro (4) y quinto (5) de la CONSTITUCIÓN POLÍTICA.

ARTICULO 1o. Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés genera.
ARTICULO 2o. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. 

Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares. 

ARTICULO 4o. La Constitución es norma de normas. En todo caso de incompatibilidad entre la Constitución y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales. 

Es deber de los nacionales y de los extranjeros en Colombia acatar la Constitución y las leyes, y respetar y obedecer a las autoridades. 

ARTICULO 5o. El Estado reconoce, sin discriminación alguna, la primacía de los derechos inalienables de la persona y ampara a la familia como institución básica de la sociedad.

La falta de aplicación de los derechos y garantías descritos en los artículos: trece (13) veintiocho (28) y veintinueve (29) de la CONSTITUCIÓN POLÍTICA.

ARTICULO 13. Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. 

El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados. 

El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan.

ARTICULO 28. Toda persona es libre. Nadie puede ser molestado en su persona o familia, ni reducido a prisión o arresto, ni detenido, ni su domicilio registrado, sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad judicial competente, con las formalidades legales y por motivo previamente definido en la ley. 

La persona detenida preventivamente será puesta a disposición del juez competente dentro de las treinta y seis horas siguientes, para que éste adopte la decisión correspondiente en el término que establezca la ley. 

 En ningún caso podrá haber detención, prisión ni arresto por deudas, ni penas y medidas de seguridad imprescriptibles. 

ARTICULO 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. 

Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas  propias de cada juicio. 

En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. 

Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho.

Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso

La falta de aplicación de los artículos: uno (1), segundo (2) cuarto (4), quinto (5) sexto (6), siete (7), once (11) de la DECLARACIÓN DE LOS DERECHOS DEL HOMBRE Y EL CIUDADANO
ARTÍCULO 1. Los hombres nacen y permanecen libres e iguales en derechos. Las distinciones sociales sólo pueden fundarse en la utilidad común.

ARTÍCULO 2. La finalidad de toda asociación política es la conservación de los derechos naturales e imprescriptibles del hombre. Tales derechos son la libertad, la propiedad, la seguridad y la resistencia a la opresión.

ARTÍCULO 4. La libertad consiste en poder hacer todo aquello que no perjudique a otro: por eso, el ejercicio de los derechos naturales de cada hombre no tiene otros límites que los que garantizan a los demás miembros de la sociedad el goce de estos mismos derechos. Tales límites sólo pueden ser determinados por la ley.

ARTÍCULO 5. La ley sólo tiene derecho a prohibir los actos perjudiciales para la sociedad. Nada que no esté prohibido por la ley puede ser impedido, y nadie puede ser constreñido a hacer algo que ésta no ordene.

ARTÍCULO 6. La ley es la expresión de la voluntad general. Todos los ciudadanos tienen derecho a contribuir a su elaboración, personalmente o por medio de sus representantes. Debe ser la misma para todos, ya sea que proteja o que sancione. Como todos los ciudadanos son iguales ante ella, todos son igualmente admisibles en toda dignidad, cargo o empleo públicos, según sus capacidades y sin otra distinción que la de sus virtudes y sus talentos.

ARTÍCULO 7. Ningún hombre puede ser acusado, arrestado o detenido, como no sea en los casos determinados por la ley  y con arreglo a las formas  que ésta ha prescrito. 

Quienes soliciten, cursen, ejecuten o hagan ejecutar órdenes arbitrarias deberán ser castigados; pero todo ciudadano convocado o aprehendido en virtud de la ley debe obedecer de inmediato; es culpable si opone resistencia.

ARTÍCULO 11. La libre comunicación de pensamientos y de opiniones es uno de los derechos más preciosos del hombre; en consecuencia, todo ciudadano puede hablar, escribir e imprimir libremente, a trueque de responder del abuso de esta libertad en los casos determinados por la ley.

La falta de aplicación de los artículos: uno (1), dos (2) siete (7), nueve (9), diez (10), once (11) y veintinueve (29) numerales dos (2) y tres (3) de la CARTA INTERNACIONAL DE DERECHOS HUMANOS

ARTÍCULO 1o. Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como están de razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con los otros. 
ARTÍCULO 2o. Toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados en esta declaración, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición. 

ARTÍCULO 7o. Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a igual protección de la ley. Todos tienen derecho a igual protección contra toda discriminación que infrinja esta Declaración y contra toda provocación a tal discriminación.

ARTÍCULO 9o. Nadie podrá ser arbitrariamente detenido, preso ni desterrado.

ARTÍCULO 10o.  Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser oída públicamente y con justicia por un tribunal independiente e imparcial, para la determinación de sus derechos y obligaciones o para el examen de cualquier acusación contra ella en materia penal.
ARTÍCULO 11. Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y en juicio público en el que se le hayan asegurado todas las garantías necesarias para su defensa.

ARTÍCULO 29. 1. Toda persona tiene deberes respecto a la comunidad, puesto que sólo en ella puede desarrollar libre y plenamente su personalidad. 2. En el ejercicio de sus derechos y en el disfrute de sus libertades, toda persona estará solamente sujeta a las limitaciones establecidas por la ley con el único fin de asegurar el reconocimiento y el respeto de los derechos y libertades de los demás, y de satisfacer las justas exigencias de la moral, del orden público y del bienestar general en una sociedad democrática. 3. Estos derechos y libertades no podrán, en ningún caso, ser ejercidos en oposición a los propósitos y principios de las Naciones Unidas.

La falta de aplicación de los artículos: catorce (14) numerales uno (1), dos (2), tres (3) y diecinueve (19) del PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS ECONOMICO, SOCIALES Y CULTURALES.

ARTÍCULO 14.  1. Todas las personas son iguales ante los tribunales y CORTÉS de justicia. Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las debidas garantías por un tribunal competente, independiente e imparcial, establecido por la ley, en la substanciación de cualquier acusación de carácter penal formulada contra ella o para la determinación de sus derechos u obligaciones de carácter civil. La prensa y el público podrán ser excluidos de la totalidad o parte de los juicios por consideraciones de moral, orden público o seguridad nacional en una sociedad democrática, o cuando lo exija el interés de la vida privada de las partes o, en la medida estrictamente necesaria en opinión del tribunal, cuando por circunstancias especiales del asunto la publicidad pudiera perjudicar a los intereses de la justicia; pero toda sentencia en materia penal o contenciosa será pública, excepto en los casos en que el interés de menores de edad exija lo contrario, o en las acusaciones referentes a pleitos matrimoniales o a la tutela de menores. 

2. Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley. 

3. Durante el proceso, toda persona acusada de un delito tendrá derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas: 

a) A ser informada sin demora, en un idioma que comprenda y en forma detallada, de la naturaleza y causas de la acusación formulada contra ella; 

b) A disponer del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa y a comunicarse con un defensor de su elección; 

c) A ser juzgado sin dilaciones indebidas; 

d) A hallarse presente en el proceso y a defenderse personalmente o ser asistida por un defensor de su elección; a ser informada, si no tuviera defensor, del derecho que le asiste a tenerlo, y, siempre que el interés de la justicia lo exija, a que se le nombre defensor de oficio, gratuitamente, si careciere de medios suficientes para pagarlo; 

e) A interrogar o hacer interrogar a los testigos de cargo y a obtener la comparecencia de los testigos de descargo y que éstos sean interrogados en las mismás condiciones que los testigos de cargo; 

f) A ser asistida gratuitamente por un intérprete, si no comprende o no habla el idioma empleado en el tribunal; 

g) A no ser obligada a declarar contra sí misma ni a confesarse culpable. 

4. En el procedimiento aplicable a los menores de edad a efectos penales se tendrá en cuenta esta circunstancia y la importancia de estimular su readaptación social. 

5. Toda persona declarada culpable de un delito tendrá derecho a que el fallo condenatorio y la pena que se le haya impuesto sean sometidos a un tribunal superior, conforme a lo prescrito por la ley. 

6. Cuando una sentencia condenatoria firme haya sido ulteriormente revocada, o el condenado haya sido indultado por haberse producido o descubierto un hecho plenamente probatorio de la comisión de un error judicial, la persona que haya sufrido una pena como resultado de tal sentencia deberá ser indemnizada, conforme a la ley, a menos que se demuestre que le es imputable en todo o en parte el no haberse revelado oportunamente el hecho desconocido. 

7. Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un delito por el cual haya sido ya condenado o absuelto por una sentencia firme de acuerdo con la ley y el procedimiento penal de cada país.

ARTÍCULO 19. 1. Nadie podrá ser molestado a causa de sus opiniones. 2. Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión; este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección. 3. El ejercicio del derecho previsto en el párrafo 2 de este artículo entraña deberes y responsabilidades especiales. Por consiguiente, puede estar sujeto a ciertas restricciones, que deberán, sin embargo, estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para: a) Asegurar el respeto a los derechos o a la reputación de los demás; b) La protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas

La falta de aplicación de los artículos: uno (1), once (11),   diecisiete (17), veinticinco (25) y veintiséis (26) de la DECLARACIÓN AMERICANA DE LOS DERECHOS Y DEBERES DEL HOMBRE
ARTÍCULO 1o. Todo ser humano tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona.

ARTÍCULO 11o. Todas las personas son iguales ante la Ley y tienen los derechos y deberes consagrados en esta declaración sin distinción de raza, sexo, idioma, credo ni otra alguna.

ARTÍCULO 17. Toda persona tiene derecho a que se le reconozca en cualquier parte como sujeto de derechos y obligaciones, y a gozar de los derechos civiles fundamentales.

ARTÍCULO 25. Nadie puede ser privado de su libertad sino en los casos y según las formas  establecidas por leyes preexistentes. 

Nadie puede ser detenido por incumplimiento de obligaciones de carácter netamente civil.

Todo individuo que haya sido privado de su libertad tiene derecho a que el juez verifique sin demora la legalidad de la medida y a ser juzgado sin dilación injustificada, o, de lo contrario, a ser puesto en libertad. Tiene derecho también a un tratamiento humano durante la privación de su libertad.

ARTÍCULO 26. Se presume que todo acusado es inocente, hasta que se pruebe que es culpable. 

Toda persona acusada de delito tiene derecho a ser oída en forma imparcial y pública, a ser juzgada por tribunales anteriormente establecidos de acuerdo con leyes preexistentes y a que no se le imponga penas crueles, infamantes o inusitadas.

La falta de aplicación de los artículos: siete (7), ocho (8) y nueve (9) de la CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS. 

ARTÍCULO 7o. DERECHO A LA LIBERTAD PERSONAL.
1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personal.

2. Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de los Estados partes o por las leyes dictadas conforme a ellas.

3. Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios.
4. Toda persona detenida o retenida debe ser informada de las razones de su detención y notificada, sin demora, del cargo o cargos formulados contra ella.

5. Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso. Su libertad podrá estar condicionada a garantías que aseguren su comparecencia en el juicio.

6. Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez o tribunal competente, a fin de que éste decida, sin demora, sobre la legalidad de su arresto o detención y ordene su libertad si el arresto o la detención fueran ilegales. En los Estados partes cuyas leyes prevén que toda persona que se viera amenazada de ser privada de su libertad tiene derecho a recurrir a un juez o tribunal competente a fin de que éste decida sobre la legalidad de tal amenaza, dicho recurso no puede ser restringido ni abolido. Los recursos podrán interponerse por sí o por otra persona.

7. Nadie será detenido por deudas. Este principio no limita los mandatos de autoridad judicial competente dictados por incumplimientos de deberes alimentarios.

ARTÍCULO 8. GARANTÍAS JUDICIALES
1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.

2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas:

a. Derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o intérprete, si no comprende o no habla el idioma del juzgado o tribunal;

b. Comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada;

c. Concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa;

d. Derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su defensor;

e. Derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, remunerado o no según la legislación interna, si el inculpado no se defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del plazo establecido por la ley;

f. Derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas que puedan arrojar luz sobre los hechos;

g. Derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable, y

h. Derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior.

3. La confesión del inculpado solamente es válida si es hecha sin coacción de ninguna naturaleza.

4. El inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido a nuevo juicio por los mismos hechos.

5. El proceso penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario para preservar los intereses de la justicia.

ARTÍCULO 9. PRINCIPIO DE LEGALIDAD Y DE RETROACTIVIDAD
Nadie puede ser condenado por acciones u omisiones que en el momento de cometerse no fueran delictivos según el derecho aplicable. Tampoco se puede imponer pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito. Si con posterioridad a la comisión del delito la ley dispone la imposición de una pena más leve, el delincuente se beneficiará de ello.
La falta de aplicación de los artículos: dos (2), seis (6) y siete (7) de la Ley quinientos noventa y nueve (599) de dos mil (2000). 

ARTICULO 2o. INTEGRACION. Las normas y postulados que sobre derechos humanos se encuentren consignados en la Constitución Política, en los tratados y convenios internacionales ratificados por Colombia, harán parte integral de este código.

ARTICULO 6o. LEGALIDAD. Nadie podrá ser juzgado sino conforme a las leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante el juez o tribunal competente y con la observancia de la plenitud de las formas  propias de cada juicio. La preexistencia de la norma también se aplica para el reenvío en materia de tipos penales en blanco. 

La ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior se aplicará, sin excepción, de preferencia a la restrictiva o desfavorable. Ello también rige para los condenados. La analogía sólo se aplicará en materias permisivas. 

ARTICULO 7o. IGUALDAD. La ley penal se aplicará a las personas sin tener en cuenta consideraciones diferentes a las establecidas en ella. El funcionario judicial tendrá especial consideración cuando se trate de valorar el injusto, la culpabilidad y las consecuencias jurídicas del delito, en relación con las personas que se encuentren en las situaciones descritas en el inciso final del artículo 13 de la Constitución Política. 

La falta de aplicación de los artículos: dos (2), tres (3), cinco (5), seis (6), siete (7), ocho (8), nueve (9), trece (13),  dieciséis (16), veinticuatro (24), doscientos treinta y dos (232), doscientos treinta y cuatro (234), doscientos treinta y cinco (235), doscientos treinta y ocho (238), doscientos treinta y nueve (239), doscientos cincuenta y nueve (259), doscientos sesenta y seis (266), doscientos setenta y seis (276), doscientos ochenta y seis (286), doscientos ochenta y siete (287), trescientos cinco (305) y trescientos seis (306) numerales dos (2) y tres (3) de la Ley seiscientos (600) de dos mil (2000).  

ARTICULO 2o. INTEGRACION. En los procesos penales se aplicarán las normas que en materia de garantías se hallan consignadas en la Constitución Política y en los Tratados y Convenios internacionales ratificados por el Estado Colombiano.

ARTICULO 3o. LIBERTAD. Toda persona tiene derecho a que se respete su libertad. Nadie puede ser molestado en su persona o familia, ni privado de su libertad, ni su domicilio registrado, sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad judicial competente, emitido con las formalidades legales y por motivos previamente definidos en la ley.

 La detención preventiva, en los términos regulados en este código, estará sujeta a la necesidad de asegurar la comparecencia al proceso del sindicado, la preservación de la prueba y la protección de la comunidad. 

ARTICULO 5o. IGUALDAD. Es deber de los servidores judiciales hacer efectiva la igualdad de los intervinientes en el desarrollo de la actuación procesal y proteger especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental se encuentren en circunstancias de debilidad manifiesta. 

ARTICULO 6o. LEGALIDAD. Nadie podrá ser investigado, ni juzgado sino conforme a la ley procesal vigente al tiempo de la actuación procesal, con observancia de las formas  propias de cada juicio. 

La ley procesal de efectos sustanciales permisiva o favorable, aun cuando sea posterior a la actuación, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. 

La ley procesal tiene efecto general e inmediato. 

ARTICULO 7o. PRESUNCION DE INOCENCIA. Toda persona se presume inocente y debe ser tratada como tal mientras no se produzca una sentencia condenatoria definitiva sobre su responsabilidad penal. 

En las actuaciones penales toda duda debe resolverse en favor del procesado. Únicamente las condenas proferidas en sentencias judiciales en firme tienen la calidad de antecedentes penales y contravencionales. 

 ARTICULO 8o. DEFENSA. En toda actuación se garantizará el derecho de defensa, la que deberá ser integral, ininterrumpida, técnica y material. 

Nadie podrá ser incomunicado. 

ARTICULO 9o. ACTUACION PROCESAL. La actuación procesal se desarrollará teniendo en cuenta el respeto a los derechos fundamentales de los sujetos procesales y la necesidad de lograr la eficacia de la administración de justicia en los términos de este código.

ARTICULO 13. CONTRADICCION. En desarrollo de la actuación los sujetos procesales tendrán derecho a presentar y controvertir las pruebas.

 El funcionario judicial deberá motivar, incluso cuando se provea por decisión de sustanciación, las medidas que afecten derechos fundamentales de los sujetos procesales. 

ARTICULO 16. FINALIDAD DEL PROCEDIMIENTO. En la actuación procesal los funcionarios judiciales harán prevalecer el derecho sustancial y buscarán su efectividad.

ARTICULO 24. PREVALENCIA. Las normas rectoras son obligatorias y prevalecen sobre cualquier otra disposición de este código. Serán utilizadas como fundamento de interpretación.

ARTICULO 232. NECESIDAD DE LA PRUEBA. Toda providencia debe fundarse en pruebas legal, regular y oportunamente allegadas a la actuación. 

No se podrá dictar sentencia condenatoria sin que obre en el proceso prueba que conduzca a la certeza de la conducta punible y de la responsabilidad del procesado. 

ARTICULO 234. IMPARCIALIDAD DEL FUNCIONARIO EN LA BUSQUEDA DE LA PRUEBA. El funcionario judicial buscará la determinación de la verdad real. Para ello debe averiguar, con igual celo, las circunstancias que demuestren la existencia de la conducta punible, las que agraven, atenúen o exoneren de responsabilidad al procesado y las que tiendan a demostrar su inocencia

La carga de la prueba de la conducta punible y de la responsabilidad del procesado corresponde a la Fiscalía. El juez podrá decretar pruebas de oficio. 

ARTICULO 235. RECHAZO DE LAS PRUEBAS. Se inadmitirán las pruebas que no conduzcan a establecer la verdad sobre los hechos materia del proceso o las que hayan sido obtenidas en forma ilegal. 

El funcionario judicial rechazará mediante providencia interlocutoria la práctica de las legalmente prohibidas o ineficaces, las que versen sobre hechos notoriamente impertinentes y las manifiestamente superfluas.

ARTICULO 238. APRECIACION DE LAS PRUEBAS. Las pruebas deberán ser apreciadas en conjunto, de acuerdo con las reglas de la sana crítica. 

El funcionario judicial expondrá siempre razonadamente el mérito que le asigne a cada prueba. 

ARTICULO 239. PRUEBA TRASLADADA. Las pruebas practicadas válidamente en una actuación judicial o administrativa dentro o fuera del país, podrán trasladarse a otra en copia auténtica y serán apreciadas de acuerdo con las reglas previstas en este código.

 Si se hubieren producido en otro idioma, las copias deberán ser vertidas al castellano por un traductor oficial

ARTICULO 259. APORTE.  Los documentos se aportarán en original o copia auténtica. En caso de no ser posible, se reconocerán en inspección, dentro de la cual se obtendrá copia. Si fuere indispensable, se tomará el original y se dejará copia auténtica.

ARTICULO 266. DEBER DE RENDIR TESTIMONIO.  Toda persona está en la obligación de rendir bajo juramento, el testimonio que se le solícita  en la actuación procesal, salvo las excepciones constitucionales y legales. Al testigo menor de doce (12) años no se le recibirá juramento y en la diligencia deberá estar asistido, en lo posible, por su representante legal o por un pariente mayor de edad a quien se le tomará juramento acerca de la reserva de la diligencia

ARTICULO 276. PRÁCTICA DEL INTERROGATORIO. La recepción del testimonio se sujetará a las siguientes reglas: 

1. Presente e identificado el testigo, el funcionario le tomará el juramento y le advertirá sobre las excepciones al deber de declarar. 

2. A continuación, el funcionario le informará sucintamente al testigo acerca de los hechos objeto de su declaración y le ordenará que haga un relato de cuanto le conste sobre los mismos. 

Terminado éste, procederá el funcionario a interrogarlo si lo considera conveniente. Cumplido lo anterior, se le permitirá a los sujetos procesales interrogar. 

Se permitirá provocar conceptos del declarante cuando sea una persona especialmente calificada por sus conocimientos técnicos, científicos o artísticos sobre la materia. 

El funcionario podrá interrogar en cualquier momento que lo estime necesario. Las respuestas se registrarán textualmente. El funcionario deberá requerir al testigo para que sus respuestas se limiten a los hechos que tengan relación con el objeto de la investigación. 

ARTICULO 286. PRUEBA DEL HECHO INDICADOR. El hecho indicador debe estar probado.

ARTICULO 287. APRECIACION. El funcionario apreciará los indicios en conjunto teniendo en cuenta su gravedad, concordancia y convergencia, y su relación con los medios de prueba que obren en la actuación procesal.

ARTICULO 305. INEXISTENCIA DE DILIGENCIAS. Se consideran inexistentes para todos los efectos procesales, las diligencias practicadas con la asistencia e intervención del procesado sin la de su defensor.

ARTICULO 306. CAUSALES DE NULIDAD. Son causales de nulidad: 

1. La falta de competencia del funcionario judicial. 

2. La comprobada existencia de irregularidades sustanciales que afecten el debido proceso. 

3. La violación del derecho a la defensa 

Negrilla y subraya fuera de texto, lo que se encuentra marcado es la parte pertinente de la norma que se violó por falta de aplicación al caso concreto.

1.3. 
DEMOSTRACIÓN DEL CARGO: 
1.3.1. PRUEBA TRASLADADA
La vía de hecho en el presente caso se caracteriza básicamente por la actuación caprichosa y subjetivada del operador judicial, pues la sentencia de Casación veintiún mil quinientos veintinueve (21529), del siete (7) de Septiembre de dos mil seis (2006), mediante la cual se condenó a JULIÁN LEONARDO MANOSALVA CASTAÑEDA es una completa trasgresión de principios derechos y garantías fundamentales del Bloque de Constitucionalidad, la Constitución Política y la Ley, por la  inaplicación de las citadas normas y especialmente: 
ARTICULO 239. C. P. P. PRUEBA TRASLADADA. Las pruebas practicadas válidamente en una actuación judicial o administrativa dentro o fuera del país, podrán trasladarse a otra en copia auténtica y serán apreciadas de acuerdo con las reglas previstas en este código. 

Si se hubieren producido en otro idioma, las copias deberán ser vertidas al castellano por un traductor oficial

ARTICULO 259. C. P. P. APORTE.  Los documentos se aportarán en original o copia auténtica. En caso de no ser posible, se reconocerán en inspección, dentro de la cual se obtendrá copia. Si fuere indispensable, se tomará el original y se dejará copia auténtica.

ARTICULO 13. C. P. P. CONTRADICCION. En desarrollo de la actuación los sujetos procesales tendrán derecho a presentar y controvertir las pruebas. 

El funcionario judicial deberá motivar, incluso cuando se provea por decisión de sustanciación, las medidas que afecten derechos fundamentales de los sujetos procesales. 

ARTICULO 29 CN. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. 

Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas  propias de cada juicio. 

En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. 

Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho.

Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso

Del contenido del artículo doscientos treinta y nueve (239) y doscientos cincuenta y nueve (259) del C. P. P., transcrito se evidencia que para poder trasladar una prueba se deben cumplir con los siguientes requisitos:

1. La prueba en el proceso de donde se traslada no debe ser desconocida por los sujetos procesales o nula por ilegal o ilícita, en otras palabras, para que la prueba sea recibida en el nuevo proceso debe ser legal, lícita y haber intervenido todos los sujetos procesales en su producción y práctica, caso en el cual sólo se incorpora en copia autentica u original al nuevo proceso; empero, de no haber participado en dicho proceso todos los sujetos procesales es obligación ponerla a disposición de todos los sujetos procesales con el respeto de las garantías, en tal eventualidad donde no han participado todos los sujetos procesales, en el nuevo proceso, es obligación aducirse y decretarse mediante providencia interlocutoria notificada a todos los sujetos procesales, con el fin de que sea conocida por todos en el nuevo proceso.
2. Que en su aducción se haya respetado todas las ritualidades y formalidades previstas en la Ley, es decir, que si se hace por el procedimiento de copia, el funcionario solicitante lo haga mediante providencia, en donde la decreta y ordene la copia u original de la prueba y una vez aportada al nuevo proceso se tiene como tal, es decir, prueba trasladarla y ponerla a disposición de los sujetos procesales, especialmente de la parte contra la que se aduce, para que pueda ejercer su derecho de contradicción y si es contra el procesado para que pueda ejercer su contradicción y defensa.   

3. Que su práctica en el nuevo proceso se haga con todas las garantías y reglas establecidas en la Ley, por tanto los sujetos procesales tendrán la oportunidad de estar en su realización en donde podrán impugnar su credibilidad, tacharla de falsa, interrogar, contrainterrogar y los demás actos de parte que se consideren en audiencia, pues allí es el escenario natural de su práctica, con la dialéctica de la Fiscalía, la Defensa, el Ministerio Público y la inmediación el Juez.                     

Pues bien, los sujetos procesales en el caso de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, no conocían la prueba, no intervinieron en su práctica, no la solicitaron, no se decretó como prueba, no se ordenó mediante providencia, no se notificó a los sujetos procesales su incorporación, no se practicó en la instrucción, ni en el juzgamiento del JULIÁN, tampoco existió inmediación del Juez, la forma como se obtuvo y adujo la indagatoria de OSCAR OSWALDO es abiertamente arbitraria, no se cumplió con las normas, haciéndola ilegal y como se comprometió derechos fundamentales vulnerándolos es ilícita, con lo que se prueba la inactividad normativa del operador judicial, lo cual quebrantó las disposiciones citadas en el cargo, no obstante, que se asumió una posición distinta a la establecida y desarrollada en la jurisprudencia.

“con el nombre de prueba trasladada se denomina a nivel doctrinal aquellas prueba que habiendo sido validamente practicadas en el desarrollo de un proceso, dentro o fuera del país, se aduce como medio probatorio en otro proceso con el lleno de las formalidades legales” 

“A partir de esta genérica concepción doctrinal, fue surgiendo paulatinamente a la vida jurídica nacional la figura de la prueba trasladada que por muchos años no fue regulada por ordenamiento legal alguno”.

En la actualidad, es tal la importancia que el mecanismo ha adquirido una gran importancia en la lucha contra los delitos internacionales, que incluso existen normas que aluden a la validez e invalidez de la prueba trasladada y aportarla dentro de un proceso adelantado en nación diversa: 

“Es importante observar que los documentos que provengan del exterior e ingresen al proceso, sin agotar el procedimiento previsto en las Acuerdos internacionales o en la ley, no tiene valor distinto del de meras informaciones” 

     La exigencia de que sólo pueden ser trasladadas de un proceso a otro aquellas pruebas que hayan sido legalmente producidas en el proceso de origen, es justamente lo que constituye el contenido de los artículos trece (13), doscientos treinta y nueve (239), doscientos cincuenta y nueve (259) del C. P. P., y veintinueve (29) constitucional. 
    La Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, de antaño ha venido sosteniendo en la jurisprudencia lo mismo que se negó a JULIÁN LEONARDO MANOSALVA CASTAÑEDA, desconociendo el precedente, verbo y gracia, en la sentencia de Casación con radicado 10.725 del veintisiete (27) de Mayo de mil novecientos noventa y nueve (1999), con ponencia del Magistrado, Ricardo Calvete Rangel, la Corte Suprema dijo:

 Refiriéndose al traslado de una prueba de un proceso a otro “El contrainterrogatorio es la única manera de controvertir el testimonio, para desvirtuar, cuestionar su validez y debatir su merito”       
Con todo lo anterior y los actuales pronunciamientos la Corte Suprema de Justicia desde la página treinta (30) hasta la página treinta y nueve (39) de la sentencia de Casación en el caso de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA sostiene:

“ocurrió que la copia de la indagatoria de MANRIQUE MURILLO se incorporó al expediente donde se Juzgaba a MANOSALVA CASTAÑEDA, sin orden previa; no obstante, fue controvertida en la audiencia pública y valorada por el Juez de primera instancia en la sentencia condenatoria”    

Y, continúa en renglón aparte: 

“Como uno de los puntos concretos de la apelación contra dicha sentencia consistió en la presunta ilegalidad de esa “Prueba trasladada”, el resolver la alzada en Tribunal Superior de Santa Rosa de Viterbo se ocupó del tema, pero lo hizo de una manera muy desafortunada y confusa, pues, deambulo entre varios supuestos incompatibles, tales como la legalidad o ilegalidad de la incorporación de la copia de la indagatoria de OSCAR OSWALDO MURILLO MORENO, la posibilidad o no de sopesar esa prueba, y su poder suasorio específico.
Es decir, fue la ambivalencia del Ad-quem la que generó un ambiente de perplejidad en torno a la suerte jurídica de ese medio de prueba, panorama frente al cual los casacionistas ensayaron varias hipótesis para demostrar el yerro en que incurrió la corporación, compelidos a ellos por la fuerza de las circunstancias, más que por el desconocimiento de la lógica del recurso extraordinario”.

En la sentencia del Tribunal Superior de Santa Rosa de Viterbo se pronunció de la siguiente manera:

“En criterio de la Sala, el Juez de primera instancia que tuvo conocimiento de la incorporación de esta prueba, ha debido pronunciarse de manera oficiosa en la audiencia preparatoria en el sentido de ordenar se tuviera como prueba dentro del proceso y para los consiguientes efectos, de la indagatoria por el señor OSCAR OSWALDO MANRIQUE MURILLO, pues de esta manera regular le daba entrada válida.  No se obró de esa manera y, por ende, no se cumplieron las reglas propias de la aducción de la prueba en el juicio”. 

“Como puede verse, en principio una irregular aducción de esta prueba en el proceso y tal vicio conllevó a que no se tuviera oportunidad de contra interrogar o confrontar la versión suministrada por este procesado en lo tocante con la responsabilidad penal que le atribuye al procesado Julián Leonardo Manosalva Castañeda.  De haberse ordenado tener como prueba no solo era posible su contradicción, sino la confrontación y aún el contrainterrogatorio en el acto de audiencia pública. Como esto que debiera ser no se cumplió, puede decirse que en la etapa de juicio quedó esta imputación de responsabilidad sin lugar a defensa y en estas condiciones no puede valorarse o aceptarse como prueba de cargo”.        

La Corte Suprema de Justicia, luego de dedicarle varias hojas en la sentencia de Casación acepta y reconoce el tratamiento que se le deba dar a la prueba ilegal e ilícita al decir:

“En consecuencia, puede colegirse que por no cumplir los requisitos legales para su aducción, fue irregular la incorporación de la copia de la indagatorias de OSCAR OSWALDO MANRIQUE MURILLO”.  

Conforme a lo anterior, no es una suposición o un impresión o confito de criterios, es una abierta desobediencia consciente de la Constitución y la Ley, por parte de los seis (6) Magistrados, que despacharon la sentencia, tan patente que ellos mismos citan las normas, el tratamiento que se le debe dar a la prueba ilegal e ilícita, aceptan que es irregular, para luego defraudar la administración de justicia al concluir lo siguiente:

“Sin embargo, con el mismo convencimiento, se declara que no es aplicable la regla de exclusión y que, por tanto, ha debido sopesarse sin restricción alguna dicha prueba, porque la parte directamente afectada, integrada por el implicado JULIÁN LEONARDO MANOSALVA – quien intervino a través de vocero- y su defensor técnico, con su comportamiento procesal convalidaron la irregularidad, al punto que sus prerrogativas fundamentales quedaron indemnes, porque tuvieron la oportunidad de controvertirla en la audiencia pública, como efectivamente lo hicieron –el defensor y el vocero-destinando buena parte de su intervención a restarle mérito a la declaración de MANRIQUE MURILLO”       
  Observarse la manera tan desafortunada como concluye el máximo Tribunal de justicia ordinaria en desobediencia, de las normas citadas y la jurisprudencia, por falta de aplicación y omisión absoluta y voluntaria del precedente jurisprudencial, quedando en la vía de hecho, consistente en un defecto precedente jurisprudencial.

1.3.2. PRUEBA ILEGAL y PRUEBA ILÍCITA 
Dentro de las consideraciones de la sentencia de Casación censurada, la Corte Suprema de Justicia, considera y dice: 

“El artículo 29 de la Constitución Política consagra la regla general de la exclusión que: “Es nula de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso”

“La exclusión opera de maneras diversas y comparta consecuencias distintas dependiendo si se trata de prueba ilícita o prueba ilegal”. 

“5.1. Se entiende por prueba ilícita la que se obtiene con vulneración de los derechos fundamentales de las personas, entre ellos la dignidad, el debido proceso, la intimidad, la no autoincriminación, la solidaridad íntima y aquellas en cuya producción, práctica o aducción se somete a las personas a tortura, tratos crueles, inhumanos o degradantes, sea cual fuera el genero o la especie de la prueba obtenida”. 

“La prueba ilícita debe ser indefectiblemente excluida y no podrá formar parte de los elementos de convicción que el Juez sopese para adoptar en un asunto sometido a su conocimiento, sin que pueda anteponerse su discrecionalidad ni la prevalencia de los intereses sociales”.     


“La prueba ilegal se genera cuando en su producción, práctica o aducción se incumplen los requisitos legales esenciales, caso en el cual deber ser excluida, como lo indica el artículo 29 superior”.

La Corte Suprema de Justicia en la sentencia censurada de ilegal e inconstitucional, sostiene:

“Pueden además, como lo sostiene la Corte Constitucional en la Sentencia C-591 de 2005, pueden existir ciertas pruebas ilícitas que generan como consecuencia la declaratoria de nulidad de la actuación procesal y el desplazamiento de los funcionarios judiciales que hubieran conocido de tales pruebas.  A ese género pertenecen las obtenidas mediante tortura, desaparición forzada o ejecución extrajudicial:

La Corte Suprema de Justicia, iterando que en el caso de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA sostiene:

“ocurrió que la copia de la indagatoria de MANRIQUE MURILLO se incorporó al expediente donde se Juzgaba a MANOSALVA CASTAÑEDA, sin orden previa; no obstante, fue controvertida en la audiencia pública y valorada por el Juez de primera instancia en la sentencia condenatoria”   
Y, posteriormente la Corte Suprema de Justicia, acepta y reconoce el tratamiento que se le deba dar a la prueba ilegal e ilícita al decir:

“En consecuencia, puede colegirse que por no cumplir los requisitos legales para su aducción, fue irregular la incorporación de la copia de la indagatorias de OSCAR OSWALDO MANRIQUE MURILLO”.  

Luego afirma: 
“Sin embargo, con el mismo convencimiento, se declara que no es aplicable la regla de exclusión y que, por tanto, ha debido sopesarse sin restricción alguna dicha prueba, porque la parte directamente afectada, integrada por el implicado JULIÁN LEONARDO MANOSALVA – quien intervino a través de vocero- y su defensor técnico, con su comportamiento procesal convalidaron la irregularidad, al punto que sus prerrogativas fundamentales quedaron indemnes, porque tuvieron la oportunidad de controvertirla en la audiencia pública, como efectivamente lo hicieron –el defensor y el vocero-destinando buena parte de su intervención a restarle mérito a la declaración de MANRIQUE MURILLO”       

Y, resuelve:   

“Casar el fallo del 21 de marzo de 2003, proferido por la Sala Penal del Tribunal Superior de Santa Rosa de Viterbo (Boyacá). En consecuencia queda vigente la sentencia dictada el 6 de diciembre de 2002 por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Duitama, que condenó a JULIÁN LEONARDO MANOSALVA CASTAÑEDA por el delito de extorsión agravada en el grado de tentativa”.   

Quedando ubicada la vía de hecho, entramos en concreto a citar los precedentes jurisprudenciales que violaron, la Corte Constitucional, en sentencia (C), quinientos noventa y uno (591) de dos mil cinco (2005), se sostiene lo siguiente:  


 “i ) Problema jurídico.

Le corresponde a la Corte determinar si las disposiciones acusadas ordenan darle valor probatorio a pruebas obtenidas con violación al debido proceso en flagrante contradicción con el artículo 29 constitucional. 

j ) Consideraciones de la Corte. 

La demandante alega que la expresión “directa y exclusivamente” del artículo 232 de la Ley 906 de 2004 es contrario al artículo 29 Superior por cuanto este último alude a toda prueba obtenida con violación al debido proceso, sin hacer distinción alguna. De igual manera, estima que el artículo 455 ejusdem vulnera la misma disposición constitucional, ya que “no hay excepción a la prueba obtenida con violación al debido proceso, su consecuencia es que es nula de pleno derecho, es decir inexistente”.

La Vista Fiscal, el Vicefiscal General de la Nación, el Ministerio del Interior y de justicia, así como el Decano de la Universidad del Rosario, consideran que los cargos no están llamados a prosperar por cuanto las normas acusadas se ajustan a lo dispuesto en sentencia SU- 159 de 2002; la Defensoría del Pueblo es de la opinión de declararlas exequibles parcialmente, en tanto que un interviniente considera que esta Corporación debe declararlas inexequibles.

Con el propósito de resolver los cargos de inconstitucionalidad, la Corte ( i )  integrará la unidad normativa; ( ii ) examinará los antecedentes legislativos de la disposiciones acusadas; ( iii ) analizará el tema de la regla de exclusión en el nuevo sistema penal de tendencia acusatoria, en consonancia con el artículo 29 constitucional; y     ( iv ) determinará si las regulaciones de la cláusula de exclusión, la nulidad  derivada de la prueba ilícita y la cláusula de exclusión en materia de registros y allanamientos se ajustan o no a la Constitución.

1. Integración de la unidad normativa.

De manera reiterada la Corte ha señalado que en el juicio de constitucionalidad la integración de la unidad normativa  procede cuando la proposición jurídica acusada, si bien tiene un contenido propio, se encuentra tan íntimamente ligada con otros contenidos jurídicos, que resulta imposible estudiar su constitucionalidad sin analizar las otras disposiciones. 

En este sentido esta Corporación ha señalado lo siguiente: 


“(... ) la unidad normativa procede cuando ella es necesaria para evitar que un fallo sea inocuo, o cuando ella es absolutamente indispensable para pronunciarse de fondo sobre un contenido normativo que ha sido demandado en debida forma por un ciudadano. En este último caso, es procedente que la sentencia integre la proposición normativa y se extienda a aquellos otros aspectos normativos que sean de forzoso análisis para que la Corporación pueda decidir de fondo el problema planteado”.

Ahora bien, en el presente caso, es claro que para efectuar el análisis de los  cargos planteados en la demanda contra la expresión “directa y exclusivamente” del artículo 232 de la Ley 906 de 2004 y el artículo 455 ejusdem, resulta indispensable integrar la proposición normativa con los  artículos 23 y 457 del nuevo C.P.P., por cuanto para pronunciarse de fondo sobre los contenidos normativos que han sido demandados, en preciso examinar en su conjunto la regulación que trae la nueva normatividad procesal penal sobre la prueba ilícita derivada. En efecto, un examen aislado de las expresiones y disposición legal demandadas carecería de sentido si no se toman en consideración los mencionados artículos de la Ley 906 de 2004, normas legales referentes a la cláusula de exclusión y a la nulidad por violación a garantías fundamentales.

2. Análisis de los antecedentes legislativos.

El proyecto de ley presentado por la Fiscalía General de la Nación establecía una amplia regulación del tema de la regla de exclusión. En él se disponía que toda prueba obtenida con violación de las garantías fundamentales sería nula de pleno derecho, por lo que debería excluirse de la actuación procesal, agregando que igual tratamiento recibirían las pruebas que fueran consecuencia directa de las pruebas excluidas, o las que sólo puedan explicarse en razón de su existencia. De igual manera, se reglamentaba la cláusula de exclusión en materia de registros y allanamientos, disponiendo que los elementos materiales probatorios que dependieran directa y exclusivamente del registro ilegal carecerían de valor; se excluían de la anterior regla los “registros de buena fe”; e igualmente, se disponía que  la nulidad de pleno derecho debía considerar los criterios introducidos por la doctrina y la jurisprudencia, tales como el vínculo atenuado, la fuente independiente, el descubrimiento inevitable, la buena fe, el balance de intereses, legitimidad en la invocación de la exclusión y el fundamento disuasivo de la violación. 

La Comisión Primera de la Cámara de Representantes aprobó un texto según el cual ( i ) toda prueba obtenida con violación de las garantías fundamentales será nula de pleno derecho, por lo que deberá excluirse de la actuación procesal, al igual que aquellas que sean consecuencia de las excluidas; ( ii ) se reguló la prueba ilegal, es decir, aquella prácticada con violación de los requisitos formales; ( iii ) se consideró que para determinar la operancia de la regla de exclusión, era necesario tener en cuenta los criterios de vínculo atenuado, fuente independiente, descubrimiento inevitable “y los demás que establezca la ley”; y ( iv ) se reguló la cláusula de exclusión  en materia de registros y allanamientos; y ( v ) se suprimió la figura de los registros de buena fe.

La Plenaria de la Cámara de Representantes, a su vez, aprobó un texto de conformidad con el cual ( i ) se mantuvo el texto aprobado en Comisión en relación con el principio general que rige la cláusula de exclusión; ( ii ) se precisó que la prueba ilegal era aquella aducida o conseguida con violación de los requisitos formales previstos en la ley, motivo por el cual el juez deberá excluir su práctica o aducción, incluyendo aquellas que se refieran a las conversaciones que haya tenido la Fiscalía con el imputado o su defensor en desarrollo de manifestaciones preacordadas, suspensiones condicionales y aplicación del principio de oportunidad, a menos que el imputado o su defensor consientan en ello; y ( iii ) para considerar una prueba derivada como ilícita era necesario recurrir a los criterios de vínculo atenuado, la fuente independiente, el descubrimiento inevitable y los demás que establezca la ley.
Posteriormente, en el texto del “Informe de ponencia para primer debate al proyecto de ley 01 de 2003 Cámara, 229 de 2004 Senado”, se propuso eliminar la expresión “directa” de la reglamentación de la regla de exclusión que había sido aprobada por la Plenaria de la Cámara de Representantes, proposición que finalmente no fue aprobada por la Comisión Primera del Senado.

Por último, la Plenaria del Senado aprobó un texto según el cual ( i ) toda prueba que sea obtenida con violación de las garantías fundamentales será nula de pleno derecho, por lo que deberá excluirse de la actuación procesal, al igual que aquellas que sean consecuencia de aquellas o las que sólo puedan explicarse en razón de su existencia; ( ii ) por prueba ilegal se entiende aquella que se haya prácticado, aducido o conseguido con violación de los requisitos formales previstos en el Código de Procedimiento Penal; y ( iii ) para efectos de determinar la nulidad de la prueba derivada de la prueba ilícita será necesario tomar en cuenta los criterios del vínculo atenuado, la fuente independiente, el descubrimiento inevitable y los demás que establezca la ley.
Así pues, del examen del trámite que surtió en el Congreso el nuevo Código de Procedimiento Penal se tiene que fue voluntad del legislador regular in extenso el tema de la regla de la exclusión. En tal sentido, siempre existió consenso en que toda prueba que fuera obtenida con violación de las garantías fundamentales sería nula de pleno derecho, por lo que deberá excluirse de la actuación procesal. De igual manera, que una prueba se consideraría ilegal si se había aducido o conseguido con violación a las formalidades legales; en tanto que en materia de la prueba derivada de la prueba ilícita se acogieron algunos de los criterios sentados, de tiempo atrás por la Corte Suprema de los Estados Unidos, es decir, el vínculo atenuado, la fuente independiente, el descubrimiento inevitable. Así mismo, se evidencia que fue la voluntad del legislador aquella de aplicar la regla de exclusión a las pruebas directas como a las derivadas, con fundamento en los criterios anteriormente señalados.

3. La regla de exclusión en el nuevo sistema penal de tendencia acusatoria, en consonancia con el artículo 29 constitucional.

El nuevo papel constitucional que está llamado a cumplir la Fiscalía General de la Nación, en tanto que órgano dedicado a la consecución de la prueba, la creación del juez de control de garantías, al igual que el establecimiento de un juicio oral, público, concentrado, con inmediatez de la prueba y “con todas las garantías”, conducen a reformular todo el sistema probatorio en materia penal.

En efecto, las modificaciones introducidas al proceso penal mediante el Acto Legislativo 02 de 2003 inciden en el régimen probatorio, por cuanto la construcción de la prueba cambia de escenario, en el sentido de que se abandona el principio de permanencia de la prueba, según el cual las pruebas practicadas por la Fiscalía General de la Nación desde la indagación preliminar tienen validez para dictar una sentencia, por aquellos de concentración e inmediación de la prueba prácticada en el curso de un juicio oral, público y con todas las garantías. De tal suerte que los elementos materiales probatorios y las evidencias recaudadas durante la investigación, si bien sirven de soporte para imponer medidas restrictivas al ejercicio de los derechos fundamentales, no pueden ser el soporte para una sentencia condenatoria, decisión que debe estar fundada en pruebas practicadas durante el juicio oral.

En tal sentido, la prueba deja de encontrarse dispersa en varios escenarios procesales, escrita, secreta y valorada por un funcionario judicial que no tuvo incidencia en su recaudo, para ser prácticada de forma concentrada en el curso de un juicio oral, público y con todas las garantías procesales. 

Ahora bien, las anteriores modificaciones constitucionales a la estructura del proceso penal deben ser interpretadas de manera sistemática con el artículo 29 Superior, al igual que con aquellas normas internacionales que hacen parte del bloque de constitucionalidad, en especial, los artículos 8 de la Convención Americana de Derechos y 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Político. De allí que, en lo pertinente, la jurisprudencia que ha venido sentando la Corte en materia al respecto, será vinculante para efectos de determinar la conformidad o no de las disposiciones acusadas con la Carta Política.

Al respecto de lo dispuesto por el inciso final del artículo 29 de la Constitución, en cuanto que [E]s nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso., ha considerado la Corte que se trata de un remedio constitucional para evitar que los derechos de quienes participan en actuaciones judiciales o administrativas, sean afectados por la admisión de pruebas practicadas de manera contraria al debido proceso, cuyos requisitos y condiciones, bajo los cuales pueden ser válidamente obtenidas, se encuentran regulados en la ley.

En lo que concierne a las fuentes de exclusión y de la sanción respectiva, en la sentencia SU-159 de 2002, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa, la Corte consideró:

“(…)


“Las fuentes de exclusión. El artículo 29 señala de manera general que la prueba obtenida con violación del debido proceso es nula de pleno derecho. Esta disposición ha sido desarrollada por el legislador penal para indicar dos grandes fuentes jurídicas de exclusión de las pruebas: la prueba inconstitucional y la prueba ilícita. La primera se refiere a la que ha sido obtenida violando derechos fundamentales y la segunda guarda relación con la adoptada mediante actuaciones ilícitas que representan una violación de las garantías del investigado, acusado o juzgado. En cuanto al debido proceso, el legislador ha consagrado condiciones particulares para la práctica de pruebas y requisitos sustanciales específicos para cada tipo de prueba, cuyo cumplimiento debe ser examinado por el funcionario judicial al momento de evaluar si una determinada prueba es o no ilícita.

“La sanción. Según la norma constitucional citada, la prueba obtenida de esa manera es nula de pleno derecho. El desarrollo que el legislador penal le ha dado a dicha disposición ha sido el de señalar como consecuencias de la obtención de pruebas contrarias al debido proceso o violatorias de los derechos fundamentales, el rechazo de la prueba (artículo 250, Decreto 2700 de 1991) y su exclusión del acervo probatorio por invalidez (artículos 304 y 308, Decreto 2700 de 1991). Uno de los mecanismos de exclusión es el previsto en el artículo 250, Decreto 2700 de 1991, que establece que el funcionario judicial “rechazará mediante providencia las legalmente prohibidas o ineficaces.” En este sentido también son pertinentes los artículos 161, 246, 247, 254, y 441 del Decreto 2700 de 1991. En todo caso, lo fundamental es que la prueba no puede ser valorada ni usada cuando se adoptan decisiones encaminadas a demostrar la responsabilidad.

(…)

“La consagración de un debido proceso constitucional impide al funcionario judicial darle efecto jurídico alguno a las pruebas que se hayan obtenido desconociendo las garantías básicas de toda persona dentro de un Estado social de derecho, en especial aquellas declaraciones producto de torturas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. Así entendida, la expresión debido proceso no comprende exclusivamente las garantías enunciadas en el artículo 29 de la Constitución sino todos los derechos constitucionales fundamentales.

(…)

“También es claro que en el origen de la norma el constituyente buscó impedir que una prueba específica (“la prueba”) resultado directo e inmediato (“obtenida”) de un acto violatorio de los derechos básicos, fuera valorada en un proceso judicial. Por eso, el ejemplo de la tortura fue el prototipo de la arbitrariedad que se quería dejar sin efectos: cuando del acto de torturar se derive una declaración o confesión, esta prueba ha de ser invalidada sin que ello implique que la única sanción para el torturador sea la nulidad de la declaración o confesión del torturado.”.

En efecto, una interpretación armónica del artículo 29 Superior con las nuevas disposiciones constitucionales mediante las cuales se estructura el nuevo modelo procesal penal de tendencia acusatoria, conlleva a que la regla de exclusión sea aplicable durante todas las etapas del proceso, es decir, no solamente durante el juicio sino en las etapas anteriores a él, con la posibilidad de excluir entonces, no solamente pruebas, sino también elementos materiales probatorios y evidencia física.

4. Examen de constitucionalidad de las regulaciones de la cláusula general de exclusión, cláusula de exclusión en materia de registros y allanamientos,  nulidad  derivada de la prueba ilícita y nulidad por violación a garantías fundamentales.

El artículo 23 de la Ley 906 de 2004, el cual se encuentra ubicado en el Título Preliminar “Principios rectores y garantías procesales” de la Ley 906 de 2004, y por ende, se trata de una disposición que inspira todo el trámite del nuevo proceso penal de tendencia acusatoria, y regula la cláusula general de exclusión, al disponer que [T]oda prueba obtenida con violación de las garantías fundamentales será nula de pleno derecho, por lo que deberá excluirse de la actuación procesal. Igual tratamiento recibirán las pruebas que sean consecuencia de las pruebas excluidas, o las que sólo puedan explicarse en razón de su existencia. 

De entrada advierte la Corte, que esta norma general no se opone al artículo 29 Superior, y por el contrario lo reafirma, al disponer la nulidad de pleno derecho de la prueba y su exclusión cuando ha sido obtenida con violación de las garantías fundamentales, así como las que sean consecuencia de las pruebas excluidas; es decir, se refiere a la nulidad de pleno derecho y la exclusión del proceso de la prueba obtenida contrariando la Constitución, la que según lo considerado por la Corte, es una fuente de exclusión de la prueba de conformidad con el artículo 29 Superior. 

En este orden de ideas, la Corte considera que el artículo 23 de la Ley 906 de 2004,  se ajusta al artículo 29 Superior, razón por la cual lo declarará exequible por el cargo analizado.

Ahora bien, la demandante solícita a la Corte declarar inexequible la expresión “directa y exclusivamente” del artículo 232 de la Ley 906 de 2004. Al respecto de esta disposición, como ya se advirtió, la Corte estima que el ejercicio de una adecuada interpretación constitucional no puede limitarse a tomar en consideración, de manera aislada, el enunciado invocado en este caso por la demandante sino que es preciso situarlo en un contexto determinado, el cual será objeto del respectivo control de constitucionalidad. Quiero ello decir que, en el presente asunto, la Corte considera necesario examinar de manera global el artículo 232 del nuevo C.P.P. por cuanto la expresión demandada considerada de manera aislada carece de contenido normativo autónomo. 

En tal sentido, el artículo 232 de la Ley 906 de 2004 dispone, que si la orden de registro y allanamiento expedida por parte del fiscal, se encuentra viciada por carencia de alguno de los requisitos esenciales previstos en aquélla, generará la invalidez de la diligencia, por lo que los elementos materiales probatorios y evidencia física que dependan directa y exclusivamente del registro carecerán de valor, serán excluidos de la actuación y sólo podrán ser utilizados para fines de impugnación. Para la Corte la expresión “directa y exclusivamente” es contraria a la Constitución, por las razones que pasan a explicarse.

En virtud del Acto Legislativo 03 de 2003 la Fiscalía General de la Nación tiene competencia, sin previa orden judicial, para adelantar registros, allanamientos, incautaciones e interceptaciones de comunicaciones, facultades todas éstas que se encuentran sometidas a un control posterior por parte del juez de control de garantías, a más tardar dentro de las treinta y seis ( 36 ) horas siguientes.

De acuerdo con lo previsto en la Ley 906 de 2004, artículos 220 y siguientes, solo podrá expedirse una orden de allanamiento y registro, con el único fin de obtener elementos materiales probatorios y evidencia física o realizar la captura del indiciado, imputado o condenado, cuando existan motivos razonablemente fundados, de acuerdo con los medios cognoscitivos previstos en el Código, para concluir que la ocurrencia del delito investigado tiene como probable autor o partícipe al propietario, al simple tenedor del bien por registrar, al que transitoriamente se encontrare en él; o que en su interior se hallan los instrumentos con los que se ha cometido la infracción, o los objetos producto del ilícito. La orden expedida por el fiscal, deberá determinar con precisión los lugares que se van a registrar, y si se trata de edificaciones, naves o aeronaves que dispongan de varias habitaciones o compartimentos, se indicará expresamente cuales se encuentran comprendidos en la diligencia; de no ser posible la descripción exacta del lugar o lugares por registrar, se deberá indicar en la orden los argumentos para que, pese a ello, proceda el operativo. Sin embargo, en ninguna circunstancia podrá autorizarse por la Fiscalía General de la Nación el diligenciamiento de órdenes de registro y allanamientos indiscriminados, o en donde de manera global se señale el bien por registrar.   

Ahora bien, la expresión legal cuya declaratoria de inexequibilidad se demanda desarrolla un caso específico de aplicación de la regla de exclusión, en materia de registros y allanamientos. En tal sentido el artículo 232 de la Ley 906 de 2004 dispone la invalidez de la diligencia de allanamiento y registro, y en consecuencia los elementos materiales probatorios y evidencia física que dependan directa y exclusivamente del registro carecerán de valor y serán excluidos de la actuación, cuando quiera que la orden expedida por el fiscal haya violando alguno de los requisitos esenciales previstos en el Código de Procedimiento Penal,  establecidos en la ley. Es decir, la diligencia de registro y allanamiento deberá prácticarse:  ( i ) con los únicos fines de obtener elementos materiales probatorios y evidencia física o realizar la captura del indiciado, imputado o condenado, caso éste que sólo procederá en relación con delitos susceptibles de medida de aseguramiento de detención preventiva; ( ii ) deben existir motivos razonablemente fundados para concluir que la ocurrencia del delito investigado tiene como posible autor o partícipe al propietario o al simple tenedor del bien que se registra o quien transitoriamente se encontrare en él, o que en su interior se hallan los instrumentos con lo que se ha cometido el delito u objetos producto del mismo; ( iii ) los motivos fundados deberán ser respaldados, al menos, por un informe de policía judicial, declaración jurada de testigo o informante o en elementos materiales probatorios y evidencia física que establezcan con verosimilitud  la vinculación del bien por registrar con el delito investigado; ( iv ) la orden expedida por el fiscal deberá determinar con precisión los lugares que se van a registrar, no pudiendo ser indiscriminados; ( v ) existen unos objetos no susceptibles de registro; ( vi ) la ley establece unos plazos de diligenciamiento de la orden de registro y allanamiento; ( vii ) la diligencia debe realizarse guardando las reglas particulares para tales efectos señaladas en la ley; ( viii ) se debe tener en cuenta la regla particular si se trata de un allanamiento especial; ( ix ) procede en caso de flagrancia bajo las reglas establecidas en la ley; ( x ) se debe levantar el acta correspondiente con las precisiones e indicaciones exigidas por la ley, en las que se dejarán igualmente las constancias que soliciten las personas que en ella intervengan, de la cual se expedirá una copia para los propietarios, poseedores o tenedores, si la solícitan.

De tal suerte, que si la orden de registro y allanamiento, expedida por el fiscal, se encuentra viciada por ausencia de alguno de los elementos esenciales anteriormente señalados, se generará la invalidez de la diligencia, y los elementos probatorios y evidencia física que dependan de ella carecerán de valor y se excluirán de la actuación y solo podrán ser utilizados para fines de impugnación.

Pero, la disposición acusada dispone, que tan sólo aquellos elementos probatorios y evidencia física que dependan de manera directa y exclusiva de ella carecen de validez y serán excluidos de la actuación, con lo que se restringe el alcance del artículo 29 constitucional para los efectos del registro y allanamiento. En otras palabras, de conformidad con el artículo 29 Superior, cuando se efectúe un allanamiento o registro, con fundamento en una orden viciada, por carencia de alguno de los requisitos esenciales previstos para el efecto, es decir, con violación del debido proceso, por tratarse de una diligencia afectada de invalidez, todo elemento probatorio y evidencia física que allí se encuentre y sea obtenida en la misma queda contaminada, carece de validez y debe ser excluido de la actuación, y no solamente aquellas que dependan directa y exclusivamente.

Ahora bien, si en la diligencia inválida, de acuerdo a lo considerado anteriormente, se encontraren elementos o evidencias materiales no vinculadas con el proceso pero que ameriten otra investigación penal, implicará el deber del funcionario que realiza la diligencia de ponerlos a disposición de la autoridad competente para el efecto, para que sean tenidos como evidencia material pero no como prueba de responsabilidad.   

En este orden de ideas, la Corte declarará exequible el artículo 232 de la Ley 906 de 2004, por el cargo analizado, salvo la expresión “directa y exclusivamente” que se declarará inexequible. 

Finalmente, la demandante acusa el artículo 455 de la Ley 906 de 2004, que se encuentra ubicado en el Capítulo III “Práctica de la prueba”, Título VI “Ineficacia de los actos procesales”, y regula el tema de la nulidad derivada de la prueba ilícita, señalando que para los efectos del artículo 23, es decir, para la aplicación de la cláusula de exclusión allí consagrada respecto de la prueba obtenida con violación de las garantías fundamentales, se deben considerar los siguientes criterios: el vínculo atenuado, la fuente independiente, el descubrimiento inevitable “y los demás que establezca la ley”. 
Al respecto de la disposición acusada, considera la Corte que el legislador, actuando dentro de su margen de configuración normativa, reguló un conjunto de criterios que le servirán al juez para realizar una ponderación cuando deba proceder a excluir de la actuación procesal pruebas derivadas, es decir, las que son consecuencia de las pruebas excluidas o que solo puedan explicarse en razón de su existencia. Para tales efectos, el juez deberá adelantar una valoración acerca de los hechos; examinar la incidencia, relación y dependencia existentes entre unos y otros; y además, determinar si el supuesto fáctico se tipifica o no en alguna de las reglas legales dispuestas con el propósito de determinar si el vínculo causal se rompió en el caso concreto. 
En tal sentido, el artículo 455 del nuevo C.P.P. establece determinados criterios para analizar si una prueba realmente deriva o no de otra, tales como el vínculo atenuado, la fuente independiente, el descubrimiento inevitable “y las demás que establezca la ley”, para efectos de establecer si la prueba es nula de pleno derecho, y por lo tanto deberá excluirse de la actuación. Para tales efectos, el juez deberá tener en cuenta las reglas de la experiencia y de la sana crítica, dado que será preciso examinar la presencia o no de un nexo causal entre una prueba y otra, al igual que entrar a ponderar entre diversos factores, tales como los derechos fundamentales del procesado, aquellos de las víctimas y terceros, al igual que el cumplimiento estatal de investigar y sancionar efectivamente el delito.
Al respecto de los criterios determinados por el legislador en el artículo acusado, en el derecho comparado han conocido tales criterios, en el sentido de que por vínculo atenuado se ha entendido que si el nexo existente entre la prueba ilícita y la derivada es tenue, entonces la segunda es admisible atendiendo al principio de la buena fe, como quiera que el vínculo entre ambas pruebas resulta ser tan tenue que casi se diluye el nexo de causalidad; ( iv ) la fuente independiente, según el cual si determinada evidencia tiene un origen diferente de la prueba ilegalmente obtenida, no se aplica la teoría de los frutos del árbol ponzoñoso; y ( v ) el descubrimiento inevitable, consistente en que la prueba derivada es admisible si el órgano de acusación logra demostrar que aquélla habría sido de todas formas obtenidas por un medio lícito;

Sobre el particular esta Corporación en sentencia SU- 159 de 2002, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa, examinó las diversas soluciones que el derecho comparado ofrece en materia de exclusión de pruebas derivadas, en los siguientes términos:

“Tal y como se ha expuesto atrás (ver 4.2.3) a la luz del derecho comparado, son múltiples las teorías sobre los efectos y alcances de la doctrina de la prueba derivada de una prueba viciada. Entre los criterios utilizados para distinguir cuándo una prueba se deriva de una primaria viciada es posible distinguir criterios formales –si el vínculo es directo o indirecto, mediato o inmediato, próximo o lejano–, criterios de gradualidad –si el vínculo es tenue, de mediano impacto o manifiesto–, criterios de conducta –si se explota intencionalmente la prueba primaria viciada o si la llamada prueba derivada tiene origen en una fuente independiente– o criterios materiales –si el vínculo es necesario y exclusivo o si existe una decisión autónoma o un hecho independiente que rompe, disipa o atenua el nexo puesto que la prueba supuestamente derivada proviene de una fuente independiente y diversa. Así, son claramente pruebas derivadas ilícitas las que provienen de manera exclusiva, directa, inmediata y próxima de la fuente ilícita. En cambio, no lo son las que provienen de una fuente separada, independiente y autónoma o cuyo vínculo con la prueba primaria se encuentra muy atenuado en razón de los criterios anteriormente mencionados. Pasa la Corte a evaluar si, en el presente caso, por la aplicación del conjunto de los anteriores criterios, las decisiones judiciales cuestionadas incluyeron pruebas derivadas que deberían haber sido excluidas por estar afectadas igualmente del vicio original”  (negrillas agregadas ).

En este orden de ideas, si durante la práctica de una diligencia de allanamiento y registro se encuentran elementos probatorios y evidencia física, que no guardan relación alguna con la investigación que se adelanta ni con el objeto de la diligencia, el fiscal deberá relacionarlos y ponerlos a órdenes de la autoridad competente para efectos de abrir unas nuevas diligencias judiciales, ya que no constituyen prueba alguna de responsabilidad del indiciado o imputado. 

Así las cosas, para la Corte es claro que, en virtud del artículo 29 constitucional, se debe excluir cualquier clase de prueba, bien sea directa o derivada, que haya sido obtenida con violación de las garantías procesales y los derechos fundamentales. En tal sentido, los criterios que señala el artículo 455 de la Ley 906 de 2004 para efectos de aplicar la regla de exclusión se ajustan a la Constitución por cuanto, lejos de autorizar la admisión de pruebas derivadas ilegales o inconstitucionales, apuntan todos ellos a considerar como admisibles únicamente determinadas pruebas derivadas que provengan de una fuente separada, independiente y autónoma, o cuyo vínculo con la prueba primaria inconstitucional o ilegal sea tan tenue que puede considerarse que ya se ha roto.

En este orden de ideas, la Corte declarará exequible el artículo 455 de la Ley 906 de 2004, por el cargo analizado.

En lo que concierne al artículo 457 de la Ley 906 de 2004, disposición íntimamente relacionada con las estudiadas anteriormente, por consagrar la nulidad por violación a garantías fundamentales, como causal de nulidad por violación del derecho de defensa o del debido proceso en aspectos sustanciales, debe la Corte ocuparse de analizar la expresión “salvo lo relacionado con la negativa o admisión de pruebas”, del inciso segundo, referida a la excepción en relación con que los recursos de apelación pendientes de definición al momento de iniciarse el juicio público oral no invalidan el procedimiento. 

Al respecto la Corte considera, que cuando el juez de conocimiento se encuentra en el juicio con una prueba ilícita, debe en consecuencia proceder a su exclusión. Pero, deberá siempre declarar la nulidad del proceso y excluir la prueba ilícita y sus derivadas, cuando quiera que dicha prueba ha sido obtenida mediante tortura, desaparición forzada o ejecución extrajudicial. En efecto, en estos casos, por tratarse de la obtención de una prueba con violación de los derechos humanos, esta circunstancia por si sola hace que se rompa cualquier vinculo con el proceso. En otras palabras, independientemente de si la prueba es trascendental o necesaria, el solo hecho de que fue prácticada bajo tortura, desaparición forzada o ejecución extrajudicial, es decir, mediante la perpetración de un crimen de lesa humanidad imputable a agentes del Estado, se transmite a todo el proceso un vicio insubsanable que genera la nulidad del proceso, por cuanto se han desconocido los fines del Estado en el curso de un proceso penal, cual es la realización de los derechos y garantías del individuo. Además, como queda ya comprometida la imparcialidad del juez que ha conocido del proceso, debe proceder además a remitirlo a un juez distinto.          

En efecto, tradicionalmente en derecho colombiano se ha entendido que la aplicación de la regla de exclusión no invalida todo el proceso, sino que la prueba ilícita no puede ser tomada en cuenta al momento de sustentar una decisión. No obstante lo anterior, entiende la Corte que tal principio debe ser exceptuado cuando quiera que se pretenda hacer valer en un juicio oral una prueba que ha sido obtenida en flagrante desconocimiento de la dignidad humana, tal y como sucede con las confesiones logradas mediante crímenes de lesa humanidad como lo son la tortura, la desaparición forzada o la ejecución extrajudicial. Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, ha considerado que adelantar procesos judiciales sin las debidas garantías, como lo es la exclusión de la prueba obtenida con violación a la integridad física del sindicado, “motiva la invalidez del proceso y también priva de validez a la sentencia, que no reúne las condiciones para que subsista y produzca los efectos que regularmente trae consigo un acto de esta naturaleza.” 
Sin lugar a dudas resulta inadmisible que pretenda hacerse valer durante la etapa de juicio oral una prueba obtenida mediante  grave vulneración de los derechos fundamentales del imputado, dado que el nuevo procedimiento establece un conjunto de controles a la actividad investigativa del Estado, encaminados a evitar tal clase de situaciones.

Por las anteriores razones, la Corte declarará exequible, por el cargo analizado, el artículo 457 de la Ley 906 de 2004, en el entendido de que se declarará la nulidad del proceso, cuando se haya presentado en el juicio la prueba ilícita, omitiéndose la regla de exclusión, y esta prueba ilícita haya sido el resultado de tortura, desaparición forzada o ejecución extrajudicial”. 
Con absoluta desobediencia de la sentencia de constitucionalidad C- 591 de 2005, transcrita, actuó la Corte Suprema de Justicia, en la sentencia de Casación censurada, perjudicando gravemente al ciudadano JULIÁN LEONARDO MANOSALVA no obstante, su desobediencia, reitera y unifica la misma jurisprudencia de la Corte  Constitucional, en otras sentencias de la Corte Suprema, tan evidente que el precedente jurisprudencial lo convierte el línea jurisprudencial de aplicación forzosa y el defecto precedente trascendencia a la parte resolutiva de la sentencia de casación atacada, pues es la misma Corte Suprema de Justicia en sentencia 29.416 del 23 de Abril de 2008, la que sostiene lo siguiente:

         “El error de derecho por falso juicio de legalidad de que trata la causal tercera de casación del artículo 181 de la Ley 906 de 2004, obedece sus contenidos al principio y garantía de legalidad de la prueba regulado en el artículo 29 de la Carta Política, en el cual se reportan “nulas de pleno derecho las pruebas obtenidas con violación del debido proceso”, imperativo que se reproduce en los artículos 23 y 455 –comprendidas sus salvedades- del Código de Procedimiento Penal en lo que dice relación con las pruebas ilícitas y en el artículo 232 y 360 ejusdem en lo correspondiente con las elementos materiales probatorios, evidencias físicas y pruebas ilegales, de lo cual se contrae normativamente un efecto-sanción de “inexistencia jurídica” y por ende de exclusión cuando de pruebas “ilícitas” o “ilegales” y de elementos materiales y evidencias físicas recogidas de manera irregular se trate”.

En sentencia del 2 de marzo de 2005, la Sala de Casación Penal indicó: 

El artículo 29 de la Constitución Política consagra la regla general de exclusión al disponer que “es nula de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso.

La exclusión opera de maneras diversas y genera consecuencias distintas dependiendo si se trata de prueba ilícita o prueba ilegal.

Se entiende por prueba ilícita la que se obtiene con vulneración de los derechos fundamentales de las personas, entre ellos la dignidad, el debido proceso, la intimidad, la no autoincriminación, la solidaridad íntima, y aquellas en cuya producción, práctica o aducción se somete a las personas a torturas, tratos cueles, inhumanos o degradantes, sea cual fuere el género o la especie de la prueba así obtenida.

La prueba ilícita debe ser indefectiblemente excluida y no podrá formar parte de los elementos de convicción que el juez sopese para adoptar la decisión en el asunto sometido a su conocimiento, si que pueda anteponer su discrecionalidad ni la prevalencia de los intereses sociales.

La prueba ilegal se genera cuando en su producción, práctica o aducción se incumplen los requisitos legales esenciales, caso en el cual debe ser excluida como lo indica el artículo 29 Superior.

En esta eventualidad, corresponde al juez determinar si el requisito legal pretermitido es esencial y discernir su proyección y trascendencia sobre el debido proceso, toda vez que la omisión de alguna formalidad insustancial por sí sola no autoriza la exclusión del medio de prueba.

La prueba ilícita como su propio texto lo expresa: 

Es aquella que se encuentra afectada por una conducta dolosa en cuanto a la forma de obtención, es decir, aquella que ha sido obtenida de forma fraudulenta a través de una conducta ilícita.

Mayoritariamente se ha concebido por la doctrina nacional, extranjera y la jurisprudencia –como la citada entre otras- que la prueba ilícita es aquella que se ha obtenido o producido con violación de derechos y garantías fundamentales, género entre las que se encuentran las pruebas prohibidas cuyas vedas son objeto de consagración específica en la ley (art. 224 C. Penal). Ella puede tener su génesis en varias causalidades a saber:

(i) Puede ser el resultado de una violación al derecho fundamental de la dignidad humana (art. 1º Constitución Política), esto es, efecto de una tortura (arts. 137 y 178 C. Penal), constreñimiento ilegal (art. 182 C.P.), constreñimiento para delinquir (art. 184 C.P.) o de un trato cruel, inhumano o degradante (art. 12 Constitución Política).

(ii) Así mismo la prueba ilícita puede ser consecuencia de una violación al derecho fundamental de la intimidad (art. 15 Constitución Política), al haberse obtenido con ocasión de unos allanamientos y registros de domicilio o de trabajo ilícitos (art. 28 C. Política, arts. 189, 190 y 191 C. Penal), por violación ilícita de comunicaciones (art. 15 C. Política, art. 192 C. Penal), por retención y apertura de correspondencia ilegales (art. 15 C. Política, art. 192 C. Penal), por acceso abusivo a un sistema informático (art. 195 C. Penal) o por violación ilícita de comunicaciones o correspondencia de carácter oficial (art. 196 C. Penal).

(iii) En igual sentido, la prueba ilícita puede ser el efecto de un falso testimonio (art. 442 C. Penal), de un soborno (art. 444 C. Penal) o de un soborno en la actuación penal (art. 444 A C. Penal) o de una falsedad en documento público o privado (arts. 286, 287 y 289 C. Penal).

La prueba ilegal o prueba irregular que extiende sus alcances hacia los “actos de investigación” y “actos probatorios” propiamente dichos, es aquella en cuya obtención se ha infringido la legalidad ordinaria y/o se ha prácticado sin las formalidades legalmente establecidas para la obtención y práctica de la prueba, esto es, aquella cuyo desarrollo no se ajusta a las previsiones o al procedimiento previsto en la ley.

Desde una interpretación constitucional y en orden a la visión y concepción de la casación penal como un control de constitucionalidad y legalidad de las sentencias proferidas en segunda instancia, se debe considerar que tanto en los eventos de ilicitud y de ilegalidad probatoria como de ilicitudes o ilegalidades que recaen sobre los elementos materiales probatorios y evidencias físicas, lo que se produce normativamente son efectos idénticos de exclusión dadas las inexistencias jurídicas por tratarse en esos eventos de medios de convicción que constitucionalmente se predican “nulos de pleno derecho” y que, de consecuencia, dichos resultados de “inexistencia jurídica” de igual se transmiten a los que dependan o sean consecuencia de aquellos o a los que sólo puedan explicarse en razón de la existencia de las excluidas, pues como es de lógica jurídica y por sobre todo constitucional, las “inexistencias jurídicas” no pueden dar lugar a “reflejos de existencias jurídicas”.

En efecto: si de acuerdo a los mandatos constitucionales del artículo 29 y de los artículos 23, 455, 232 y 360 de la Ley 906 de 2004, las pruebas como elementos materiales probatorios y evidencias físicas que se hubiesen obtenido con violación del debido proceso reportan un efecto-sanción de nulidad de pleno derecho por lo que deben excluirse, porque comportan efectos de inexistencia jurídica, de correspondencia con ese imperativo de la Carta Política a su vez desarrollado en el Código de Procedimiento Penal, se podrá comprender y desde luego interpretar que por virtud de esa exclusión, las inexistencias jurídicas de carácter probatorio no tienen la potencialidad de dar génesis, ni de las mismas se pueden derivar existencias jurídicas, esto es, no pueden dar lugar a efectos reflejos de licitudes ni legalidades probatoria”. 

La vía de hecho en el presente cargo, se caracteriza básicamente por la actuación caprichosa del operador judicial, pues en la sentencia de Casación veintiún mil quinientos veintinueve (21529), del siete (7) de Septiembre de dos mil seis (2006), mediante la cual se condenó a JULIÁN LEONARDO MANOSALVA CASTAÑEDA, a pesar de reconocer y aceptar la irregularidad de la indagatoria de OSCAR OSWALDO MANRIQUE MURILLO, la Corte Suprema de Justicia, la apreció como legal y lícita, a sabiendas que la indagatoria de OSCAR OSWALDO es ilegal e ilícita y se utilizó como prueba legal y lícita, sin estar decretada como prueba, violando garantías fundamentales, era desconocida para los sujetos procesales, ya que fue radicado en el proceso sin que ninguno de los sujetos procesales lo hubiera solicitado, sin que ninguno de los sujetos procesales hubiera participado en su producción, sin que ninguno de los sujetos procesales hubiera ejercido la contradicción de su contenido, sin que ninguno de los sujetos procesales hubiera hecho su aducción al proceso y sin que ninguno de los sujetos procesales la hubiera traslado al proceso.

No había sido solicitada como prueba por ningún sujeto procesal, ni había sido decretada de oficio en la audiencia preparatoria y a pesar de su ilegalidad e ilicitud se utilizó como prueba trasladada sin que cumpliera con el procedimiento de aducción y producción, siendo nula de pleno derecho y por ende inexistente, lo que trascendió a la sentencia. 

La primera indagatoria de ALEX FERNANDO HERNÁNDEZ  BENAVIDES, se produjo por temor, fruto de la tortura y se desconoció la ampliación de indagatoria, donde se retracta al igual que la declaración rendida en juicio, en la que ALEX FERNANDO reitera que JULIÁN MANOSALVA no tiene nada que ver en la extorsión, es decir, que era falso su testimonio, que falto a la verdad y aún así la Corte Suprema de Justicia tienen por regularmente producida la primera indagatoria a pesar de que considera que no está diciendo la verdad en su segunda indagatoria y el juzgado, al advertir y aceptar la mendacidad, debiendo decretar su exclusión total, por la ilicitud que revestía y fue confesada por el mismo testigo, quien dice ahora si voy a decir la verdad, es decir, que en la primera indagatoria mintió y sin embargo, la Corte Suprema de Justicia la valora como legal y lícita su primera parte ya que es la que le sirve para condenar a JULIÁN LEONARDO MANOSALVA. 

Siendo estas dos (2) pruebas el soporte de la sentencia, vale decir que son la prueba reina, con las que se demostró el indicio oportunidad para delinquir, quedando al ser excluidas estas pruebas en una mera suposición el indicio, que de no haberse cometido el error, la sentencia habría sido absolutoria, pues quedaba plenamente la duda probatoria y la presunción de inocencia.       

En la segunda indagatoria ALEX FERNANDO dice:



“Yo culpé a una persona, fue porque cuando los señores del Gaula, me capturaron a mi me dijeron, que dijera quien era el responsable de la extorsión, y a mi cuando me capturaron lo señores de gaula, me amenazaron con un arma me metieron el fusil en la boca, me taparon la cara con una manta negra con una bolsa negra, de tela, y me debían que hablara para ir a capturar a ese hp y matarlo, y me dijeron que colaborara con la justicia que yo salía rápido de acá, pues yo en ese momento de susto para que no me hicieran nada más porque estaba asustado porque ya me habían pegado mucho, yo por esos momentos estaba asustado y dije que el verdadero culpable era JULIÁN MANOSALVA, pero el no es el responsable, yo culpé a JULIÁN MANOSALVA, fue por vengarme de él, me vengué de él, porque una vez me dio unas esmeraldas y como no se las pagué, delante de unas amigas de él, me hizo quedar mal me dijo que no era un varón, yo en esos momentos cuando él se fue, le grite, le dije guerreros somos y en el camino nos encontramos, y no le dije más y de ahí después fue cuando le eché la culpa de la extorsión, y eso no más y ahora quiero que estén presentes los Abogados, ahora si voy a decir cual es el causante de la extorsión”

El testigo concluye explicando que el responsable es la persona que se conoce en el proceso como OSCAR OSWALDO y que JULIÁN LEONARDO MANOSALVA no tiene nada que ver en la extorsión, lo cual ratifica en su declaración en audiencia pública frente a todos los sujetos procesales, reiterando que MANOSAVLA no tiene nada que ver en la extorsión y le pide disculpas públicas, por la falsa acusación que hizo en su primera indagatoria.      
Luego la Corte Suprema de Justicia, acepta la irregularidad al  decir sobre la prueba ilegal e ilícita, en la página treinta y nueve (39) lo siguiente: 

“En consecuencia, puede colegirse que por no cumplir los requisitos legales para su aducción, fue irregular la incorporación de la copia de la indagatoria de OSCAR OSWALDO MANRIQUE MURILLO”   

Colofón del cargo, es evidente que la jurisprudencia de la Corte Constitucional y la Corte Suprema de Justicia, junto con las normas citadas, fueron desatendidas en la sentencia de Casación veintiún mil quinientos veintinueve (21529), del día siete (7) de Septiembre de dos mil seis (2006) configurándose la causal de tutela denominada defecto precedente.

1.3.5. PRESUNCIÓN DE INOCENCIA y DUDA PROBATORIA

La Corte Constitucional en sentencia la sentencia (C) setecientos setenta y cuatro (774) del veinticinco (25) de julio de dos mil uno (2001). Magistrado Ponente: RODRIGO ESCOBAR GIL determinó sobre la presunción de inocencia  lo siguiente: 

 “La presunción de inocencia en nuestro ordenamiento jurídico adquiere el rango de derecho fundamental, por virtud del cual, el acusado no está obligado a presentar prueba alguna que demuestre su inocencia y por el contrario ordena a las autoridades judiciales competentes la demostración de la culpabilidad del agente. Este derecho acompaña al acusado desde el inicio de la acción penal (por denuncia, querella o de oficio) hasta el fallo o veredicto definitivo y firme de culpabilidad, y exige para ser desvirtuada la convicción o certeza, mas allá de una duda razonable, basada en el material probatorio que establezca los elementos del delito y la conexión del mismo con el acusado. Esto es así, porque ante la duda en la realización del hecho y en la culpabilidad del agente, se debe aplicar el principio del in dubio pro reo, según el cual toda duda debe resolverse en favor del acusado”.
 “La presunción de inocencia se encuentra reconocida en el artículo 29 inciso 4º de la Constitución Política, mandato por el cual: "Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente culpable". Este postulado cardinal de nuestro ordenamiento jurídico, no admite excepción alguna e impone como obligación la práctica de un debido proceso, de acuerdo con los procedimientos que la Constitución y la ley consagran para desvirtuar su alcance”.

 “Etimológicamente se entiende por presumir, suponer algo por indiscutible aunque no se encuentre probado. La presunción consiste en un juicio lógico del constituyente o del legislador, por virtud del cual, considera como cierto un hecho con fundamento en las reglas o máximas de la experiencia que indican el modo normal como el mismo sucede. La presunción se convierte en una guía para la valoración de las pruebas, de tal manera que las mismas deben demostrar la incertidumbre en el hecho presunto o en el hecho presumido. 
“La presunción de inocencia en nuestro ordenamiento jurídico adquiere el rango de derecho fundamental, por virtud del cual, el acusado no está obligado a presentar prueba alguna que demuestre su inocencia y por el contrario ordena a las autoridades judiciales competentes la demostración de la culpabilidad del agente. Este derecho acompaña al acusado desde el inicio de la acción penal (por denuncia, querella o de oficio) hasta el fallo o veredicto definitivo y firme de culpabilidad, y exige para ser desvirtuada la convicción o certeza, mas allá de una duda razonable, basada en el material probatorio que establezca los elementos del delito y la conexión del mismo con el acusado. Esto es así, porque ante la duda en la realización del hecho y en la culpabilidad del agente, se debe aplicar el principio del in dubio pro reo, según el cual toda duda debe resolverse en favor del acusado”.
“La Declaración Universal de los Derechos Humanos en su artículo 11º, reafirma el carácter fundante de la presunción, por virtud del cual: "Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y en juicio público en el que se hayan asegurado todas las garantías necesarias para su defensa "Subrayado por fuera del texto original”. 

 
“Igualmente la Convención Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de San José, ratificado por Colombia a través de la ley 16 de 1974, establece: "..Toda persona inculpada del delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad..."(artículo 8º).
“El Decreto 2700 de 1991 señala en su artículo 2º: "En desarrollo de las actuaciones penales prevalece el principio de la presunción de inocencia según el cual toda persona se presume inocente, y debe ser tratada como tal, mientras no se produzca una declaración definitiva sobre su responsabilidad"  Igualmente la ley 600 de 2000, en su artículo 7º expresa:   " Toda persona se presume inocente y debe ser tratada como tal mientras no se produzca una sentencia condenatoria definitiva sobre su responsabilidad penal. En las actuaciones penales toda duda debe resolverse a favor del procesado...".
La Corte Constitucional en sentencia la sentencia (C) doscientos cuarenta y cuatro (244) del treinta (30) de Mayo de mil novecientos noventa y seis (1996).  Magistrado Ponente: CARLOS GAVIRIA DÍAZ, sobre el principio de in dubio pro reo determino lo siguiente: 


 “El ‘in dubio pro reo’, emana de la presunción de inocencia, pues esta implica un juicio en lo que atañe a las pruebas y a la obligación de dar un tratamiento especial al procesado”.


       
“Como es del todo sabido el juez al realizar la valoración de la prueba, lo que ha de realizar conforme a las reglas de la sana critica, debe llegar a la certeza o convicción sobre la existencia del hecho y la culpabilidad del implicado”.
De acuerdo con el artículo doscientos treinta y dos (232), toda providencia sebe fundarse en prueba legal, regular y oportunamente allegadas a la actuación, es decir, que la indagatoria de OSCAR OSWALDO y la primera de ALEX FERNANDO, no se pueden utilizar en la providencia por estar expresamente prohibidas, para terminar la norma: no se podrá dictar sentencia condenatoria sin que obre en el proceso prueba que conduzca a la certeza de la conducta punible y la responsabilidad del procesado, es decir, esta norma nos remite al artículo noveno (9) del código penal, el cual se compone de articulo diez (10), once (11) y doce (12) de la Ley quinientos noventa y nueve (599), de dos mil (2000), es decir, que en proceso debe existir certeza que la conducta de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA, se tipifica en el delito de extorsión, que es dolosa su conducta, que es antijurídica porque efectivamente lesionó o puso en peligro el bien jurídico del patrimonio económico de las víctimas y que es responsable, por ende el reproche de culpabilidad.

Pues bien, está demostrado en la sentencia censurada que ninguno de estos requisitos se cumple y aún así se condenó a JULIÁN LEONARDO en desobediencia de la norma que establece que no se podrá dictar sentencia condenatoria sin que obre en el proceso prueba que conduzca a la certeza de la conducta punible y la responsabilidad del procesado, existen dos (2) pruebas inexistentes como son la indagatoria de OSCAR y ALEX, la cuales no sirven para condenar, no existiendo más pruebas incriminatorias la Cote Suprema de Justicia estaba obligada a aplicar el artículo veintinueve (29) constitucional y séptimo (7) de la Ley seiscientos (600) de dos mil (2000), respetándole la presunción legal de inocente a JULIÁN LEONARDO MANOSALVA y la duda aplicarla en su favor absolviéndolo, tal como disponen las normas y la jurisprudencia; empero, lo que hizo fue presumirlo culpable y resolverle la duda en su contra condenándolo, sin tener certeza de la tipicidad, dolo, antijuridicidad y responsabilidad, concluyendo en un juicio de desvalor errado que desconoce el precedente.

La prueba y no la voluntad subjetiva es la que conduce a la certeza o al estado de duda sobre la conducta y la responsabilidad del acusado.  Por ello, tanto de la certeza como del in dubio pro reo se pregona que no pueden reposar en una pura subjetividad ni se compadecen meramente con la íntima convicción del juez, sino que habrán de derivarse de la racional y objetiva valoración de las constancias procesales.

Cuando la administración de justicia decide ejercer su potestad sancionatoria,  tiene la obligación de demostrar que los hechos en que se basa la acusación están probados, la autoría o participación de la conducta se tipifica como infracción y es imputable al procesado.  Recuérdese que en materia penal la carga de la prueba le corresponde a la Fiscalía, quien en investigación integral debe reunir todas las pruebas que consideren pertinentes y conducentes para demostrar la responsabilidad del procesado o para desestimarla.  
Así las cosas, en cualquier etapa del proceso en que exista duda, deberá resolverse a favor del procesado.  En ese sentido, es relevante traer a colación, el artículo octavo (8) de la Convención Americana de Derechos Humanos o Pacto de San José de Costa Rica, referente a las garantías judiciales, el cual consagra que: 

“Toda persona tiene derecho a ser oída con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.

2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia, mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas:

(…) 

g) derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable”.

Por su parte, el Pacto Universal de Derechos Humanos, en su artículo catorce (14) dispone lo siguiente:

“1. Todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de justicia. Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las debidas garantías por un tribunal competente, independiente e imparcial, establecido por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación de carácter penal formulada contra ella o para la determinación de sus derechos u obligaciones de carácter civil…”.

2.  Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley.

3.  Durante el proceso, toda persona acusada de un delito tendrá derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas:

(…)

g) A no ser obligada a declarar contra sí misma ni a confesarse culpable”.

Como queda visto, el proceso penal es un instrumento que contiene y se rige por plexo de principios derechos y garantías constitucionales y legales,  creado por el derecho para investigar y juzgar, no necesariamente para condenar.  También cumple su finalidad constitucional cuando se absuelve al procesado.  Es decir, a éste le asiste en todo momento la presunción de inocencia y el derecho de defensa, consecuencia de lo cual se impone el in dubio pro reo, que lleva a que mientras exista una duda razonable sobre la autoría del delito y la responsabilidad del sindicado, debe ser absuelto.

El principio de la presunción de inocencia impone que la carga de la prueba corresponda a los acusadores y que para desvirtuarla sea necesario que la prueba practicada legal y lícita haya tenido lugar en un juicio conforme el debido proceso, con todas las garantías procesales y formalidades previstas.  Para condenar es indispensable la certeza, debido a que es la inocencia la que se presume cierta.  La culpabilidad debe ser probada bajo las condiciones y formas establecidas.  Cualquier enunciado con pretensión de veracidad establecido por fuera de las formas procesales y la jurisprudencia que así las reiteran y robustecen,    es una veracidad espuria que no tiene validez, así cuente con la convicción del juzgador o incluso con la verdad real.  Mientras estos supuestos no hayan sido respetados, el investigado continuará gozando del beneficio de la presunción de inocencia y toda duda se resuelve en su favor, quedando plenamente demostrados los hechos de la tutela, con las pruebas aportadas con las que se confirma la vía de hecho.

1.4. 

PETICIÓN:

Comedidamente solicito al Juez de tutela:

1.4.1. Se sirva admitir la presente acción de tutela, por ser procedente.

1.4.2. Se sirva efectuar un control constitucional y legal de la sentencia de Casación, restableciendo la legislación dejada de aplicar y los precedentes jurisprudenciales sobre la prueba trasladada, la prueba ilegal, la prueba ilícita, la duda probatoria y la presunción de inocencia, supere la vía de hecho y, 

1.4.3.  Como consecuencia:
1.4.3.1. TUTELAR el principio, derecho y garantía fundamental al debido proceso.

1.4.3.2. TUTELAR el principio, derecho y garantía fundamental de contradicción.
1.4.3.3. TUTELAR el principio, derecho y garantía fundamental de  defensa.
1.4.3.4. TUTELAR el principio, derecho y garantía fundamental de igualdad. 
1.4.3.5. TUTELAR el principio, derecho y garantía fundamental de presunción de inocencia.
1.4.3.6. TUTELAR el principio, derecho y garantía fundamental  de in dubio pro reo o duda probatoria.
1.4.3.7. EXCLUYA la indagatoria rendida por OSCAR OSWALDO MANRIQUE MURILLO, y las dos (2) indagatorias rendidas por ALEX FERNANDO HERNÁNDEZ BENAVIDES, junto con su testimonio en juicio y las que dependan o sean consecuencia de ellas o que sólo puedan explicarse en razón a la existencia de las excluidas.
1.4.4. APLÍQUESE los precedentes jurisprudenciales omitidos por la Corte Suprema de Justicia. 

1.4.5. REVOQUE la sentencia de Casación veintiún mil quinientos veintinueve (21529), del día siete (7) de Septiembre de dos mil seis (2006), aprobada con el acta cero noventa y tres (093) de la misma fecha dejándola sin valor y efecto y en su lugar decrete vigente la sentencia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santa Rosa de Viterbo, en la que se absolvió a JULIÁN LEONARDO MANOSALVA CASTANEDA, por in dubio pro reo.
1.4.6. ORDÉNESE Y OFICIESE a las centrales de información AFIS, SIJIN, DIJIN y DAS que se cancele la anotación del antecedente y la orden de captura en contra de JULIÁN LEONARDO MANOSALVA
CAPÍTULO OCTAVO 
TÍTULO PRIMERO
Pruebas 
Solícito se decreten y tengan como pruebas de las vías de hecho, el expediente No: 152383104001200200070 y con radicado en la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, sentencia de Casación veintiún mil quinientos veintinueve (21529) del siete (7) de Septiembre de dos mil seis (2006), del cual aporto copia simple, para su análisis y valoración.

En el expediente reposan todas las piezas procesales, con las que se construyeron las sentencias y especialmente la atacada en la acción de tutela, con lo que se demuestran los hechos.
1) Solito que para efectos de comprobación y verificación del contenido de las piezas procesales, se requiera y ordene al Juez de primera instancia y al Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Duitama, enviar o allegar el expediente en original o copia autentica, para que obre dentro de la acción de tutela como prueba regular y legalmente trasladada. 

2) Solicito decretar y tener en cuenta con especial atención las piezas procesales que se citan con los folios correspondientes en cada hecho de la acción de tutela, con los cuales se demuestran las vías de hecho.

3) Solicito tener como prueba de los hechos, los precedentes legales, constitucionales y jurisprudenciales citados a lo largo de la acción de tutela, sobre los principios, derechos y garantías, el debido proceso, la prueba trasladada, la prueba ilegal, la prueba ilícita, la dudad probatoria y la presunción de inocencia.  <<No obstante que la Constitución y la Ley no se necesita probar>>
TÍTULO SEGUNDO
JURAMENTO
Bajo la gravedad del juramento, manifiesto que no he presentado solicitud de tutela ante otra autoridad, por los mismos hechos y derechos fundamentales reclamados.

TÍTULO  TERCERO
NOTIFICACIONES 

Los demandados:

Reciben notificaciones en la Secretaria General de la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA PENAL, ubicada en la Calle 12 No. 7-65 de Bogotá.


El demandante:
b) JULIÁN LEONARDO MANOSAVAL, recibe notificaciones en mí oficina, ubicada en la Calle 13 No. 7-80 Oficina 333 de Bogotá.

 c) PEDRO CAPACHO PABÓN, el suscrito abogado, recibe notificaciones en la Calle 13 No. 7- 80 Oficina 333 de Bogotá y en la secretaria de su despacho.  Teléfono celular 3124489282 y 3158991346.   

TÍTULO CUARTO 

ANEXOS 
1°.  Poder de representación legal, para radicar y actuar el Tribunal.

2°. Aporto una (1) copia para el despacho, una copia para el archivo y otra para el requerido en la acción de tutela, es decir, en total son tres (3) copias simples del expediente donde reposan todas  las  diligencias  y/o piezas procesales con las que se construyó la sentencia de Casación.
3°.  Aporto una copia del auto 100 del 16 de Abril de 2008 de la Corte Constitucional, donde se reglamenta el procedimiento a seguir cuando la Corte Suprema de Justicia se niega a conocen o admitir una tutela contra sentencias de la Corte la Corte Suprema de Justicia.

5º. Aporto una copia del auto del 22 de Julio de 2008, mediante el cual se demuestra que la Corte Suprema de Justicia se negó a conocer y no admitió la acción de tutela No 11001 02 03 000  2008 01130-00, violando el derecho de acceso a la administración de justicia y también aporto copia del auto mediante el cual se ordena la  entrega de la acción de tutela. 

 Al Juez constitucional,  con respeto y agradecimiento

Cordialmente 

PEDRO CAPACHO PABÓN 
Autor:

Pedro Capacho Pabón 

nuryanparra@hotmail.com
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